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INTRODUCCION. 

El hombre desde su concepción queda sujeto a la protección de 
ley, o por lo menos así lo dice el Código Civil para •'1 
Dist.ri to Federal, en materia del fuero común, y para toda la 
República en el fuero federal, sin embarqo, tal parece que el 
texto correcto, por lo que a las autoridades administrativas 
se refiere, es que la persona desde el momento de la 
concepción queda sujeta a las reglamentaciones de las leyes, 
de acuerdo y en los casos que establezcan las autoridades 
competentes, cualquiera que estas sean. 

Poco importa la actividad que desempeñemos, el objeto de la 
misma, su ubicación, temporalidad o nivel económico, siempre, 
y en casi todos los movimientos nos encontramos con una 
··autoridad", a decir de los visitadores e inspectores, que 
pretende aplicar, interpretar, ejecutar o en términos 
generales hacer que cumplamos una ley administrativa. 

La inquietud parece se agota en el texto de la "ley", sin que 
el destinatario vea el origen de las disposiciones. El 
abogado moderno pretende siempre encontrar la congruencia en 
los preceptos con los que vive. Si pudiéramos hablar con los 
autores de las '"modernas ·leyes'" administrativas sólo 
encentraríamos que sus autores son todo, ingenieros, 
biólogos, matemá tices, economistas. contadores. con un gran 
ausente, los juristas, y cuando los hay, nadie les hace caso, 
y a estos poco les importa prevalecer. 

No, el sentido de la ley no lo tiene el abogado, lo tienen 
los profesionales que en su elaboración intervienen, por lo 
que su contenido di f ici lmente es el apropiado cuando 
pretendemos desde la técnica juridica explicarlo. 

De igual manera, y ante la falta de la aaesorla de un 
abogado, las disposiciones, órdenes, limites y exigencias en 
general en ningún momento, durante la elaboración de las 
"leyes" administrativas sus creadores se preocupan por 
adecuarlas a la Constitución. 
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En este juego, tristemente influido desde el nacimiento hasta 
la declaración de inconsti tucionalidad, espero ocurra alguna 
pronto, prevalece el interés político sobre el jurídico. 

Los autores hispanos de la administración pública se 
preocupan, porque en aquel las tierras, la actividad de los 
técnicos de la administración es casi nula ante la arrollante 
jerarquía que sobre ellos tienen los juristas del derecho 
administrativo. En México, la preocupación también existe, 
sin embargo, sucede en el sentido diametralmente opuesto. 
Aquí las disposiciones legal .. , las órdenes, su contenido, la 
finalidad de las mismas, son fruto del quehacer de los 
técnicos de la administración, porque verdaderos abogados 
dedicados al estudio de la relación gobernante-gobernado en 
su aspecto dinámico, realmente no hay. 

Esa es la principal causa de los atropellos diarios, 
carecemos de voces que se eleven en contra de la impunidad, 
es impos:\ble encontrar argumentos que oponer a la actuación 
anticonstitucional, preferimos que se ajusten a la ley, la 
Constitución tal parece debemos olvidarla. 

Al abogado particular le importa formular agravios porque la 
resistencia de los tribunales es tan granda que puede 
arriesgar el interés de su cliente, a los tribunales tampoco 
les importa resolverlos, si lo hacen, sus determinaciones son 
truncadas por los superiores, y estos viven en y de la 
política, excepción quizás de un voto aislado de algún 
verdadero abogado. Aparentemente piensan, seamos nobles, 
razonan, que su posición es la contraria al del particular, 
sino se consideran su contrario, por lo menos si sus jueces. 

En ese marco de falta total y absoluta de la capacidad de 
asombro, es que formulo el cuastionamiento fundamental del 
presente trabajo. 

Ante todo lo anterior, la administración pública reclama un 
mayor ámbito de facultades, por cuestiones de "necesidad" y 
prontitud. al e~tremo. los particulares exiQen un mayor 
control y seguridad en las relaciones jurídicas, no sólo 
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entre particulares, también con las personas públicas. al no 
ser extraño que una, "autoridad" pretenda desconocer lo hecho 
par_ otra, y ery una tercera -vertiente, la denuncia popular. 
usada y abusada por la. comunidad, que en buen camino hace 
vi,able a la democrac,ia participativa, . y en caso contrario, 
destruye, aniquila y acaba a denunciado, con o sin razón, y 
sólo en atención a la necesidad politica. 

En M6xico sobre todas las disposiciones se encuentra la 
Constitución Pol1tica de los Estados Unidos Mexicanos, es 
alll en donde debemos buscar las causas y los cauces de la 
actividad que estudiamos, y es en la realidad la última en 
analizar. 

El objeto del trabajo es ese, y la conclusión es su 
consecuencia, no existe disposición alguna que permita actuar 
a las autoridades administrativas afectando directamente a 
los particulares, antes y sobre de elloa prevalece la 
judicatura, as1 entiendo a la Constitución, y recalco es a la 
Horma Fundamental en la cual me apoyo, pre fer! omitir las 
normas aecundarias, porque estas contienen el trabajo 
politice, no niego que bien intencionadas en su gran mayor1a, 
mis nunca juridico. 

En consecuencia, en nuestra realidad jurídica existe toda una 
organización, procedimientos y normas, secundarias, por 
supuesto, que regulan lo no regulado por la Corísti tÚción, lo 
no respetado de nuestra tradición juridico, acabando' con lo 
obtenido en un siglo de búsqueda, y pagado con la vida de 
millones de mexicanos, olvidados en su sentimiento, en el 
móvil de su máxima entrega: la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, y la historia, pensamiento, 
necesidades y realidades en ella contenida y ahora 
desconocida, todo en el nombre de la oportunidad. 



I. LA PERSONA. 

1.- Consideracior19a o-neralea. 

En el centro de la realidad social se encuentra la persona. 
En lo individual y en lo qolectivo, que finalmente no es sino 
una unión de muchas individualidades. 

Es necesario tratar a la persona, como tal, para entender el 
motivo de la e)(istencia de las relaciones Que 
sus semejantes, permitiendo restringir•• en su 
conceroción liberal, y soportando que otras 
limiten, e incluso regulando esta situación que 
aberrante y digna de un masoquista: aceptar 
sometimiento. 

sostiene con 
yo, bajo una 
personas lo 

puede parecer 
y querer el 

Desde luego para emitir una opinión debo sujetarme a una 
posición. Bajo este contexto, y para marcar desde este inicio 
la postura ideológica que procurar6, refiero como concepto, y 
par tanto lo comparto, de la persona establecida por Boecio y 
matizado por Santo Tom•s. 

Boeciol define a la persona como una substancia individual de 
naturaleza racional, y de esta última característica Santo 
TomAs desprende la dignidad y, muy importante, la libertad 
que le ea propia. 

Todo lo que existe es ello y no otra cosa en virtud de la 
esencia que lo limita y define. Aunque parezca de perogrullo, 
un Arbol jamAs podrA ser un perro, asi como tampoco dejar! de 
ser Arbol, por mucho que le cambiemos la definición, no lo 
aceptemos o simplemente lo neguemos. 

Pues el hombre tambi6n participa de esta verdad, que aflora a 
una realidad individual, porque siempre ser6 único e 
irrepetible, como ahora constata la ciencia moderna, por 
ejemplo, en materia de dactiloscopia. 

Pacheco E. Alberto. La persona en el Derecho Civil 
Mexicano, Panorama Editorial, pAgs. 16-17. 



Im.portante de la definición de Boecio es que destaca un 
elemento racional. Y es que todos los que conformamos al 
reino animal pensamos, pero sólo la persona razona. 

En fin, podemos aceptar o no una determinada situación, una 
idea, valorar nuestra conducta, dudar. vincular, y en 
general, claro est' realizar toda acción que se desprenda de 
esta única caracter!stica que nos fue dada con nuestra 
naturaleza: la racionalidad. 

su consecuencia será el objeto de estudio del 
trabajo. La máxima de sus representaciones. Con 
queremos, con la libertad actuamos. 

presente 
la razón 

A simple vista parecen dos circunstancias poco impcrtantes. 
Sin embargo, ¿se puede entender un acto jur!dico sin 
voluntad?, ¿importa una voluntad que nunca se exterioriza?, 
par lo menos para el derecho. 

Aún mas, la sola voluntad es materia de la moral, su 
manifestación del derecho. Y es por ende que el derecho única 
y exclusivamente se entiende dentro de un marco de libertad, 
y en su ausencia la norma jur!dica se desvirtúa para sólo ser 
un medio de opresión al destinatario. 

2.- La dignidad d9 la persona. 

Al ser este trabajo mio, aunque parezca redundante no lo es, 
me permi ti r6 formular definiciones propias. Para tal efecto, 
y una vez establecido el concepto de Boecio de la persona, 
con sus cualidades de individualidad y racionalidad, para 
concluir en la dignidad, acerca de asta última precisar6 mi 
idea. 

El hombre tiene la capacidad de querer y Valorar un fin, o 
incluso su omisión, y tiene la muy importante posibilidad de 
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extraer esa decisión para materializarla en una conducta 
concreta, de hacer o no su propia voluntad. Es de su 
pertenencia, es púes, libre por naturaleza. 

En esa libertad radica la dignidad de la persona. Puede y 
tiene la obligación en algunos casos, en tiempos modernos las 
m.is de la veces, para actuar de la manera como su propia 
finalidad se lo exige. 

¿Podrá ser tan digno para renunciar a ella?, ¿e><iste un 
limite a una renuncia, de ser posible?, o ¿s6lo en algunas 
ocasiones lo podemos concebir?. Porque asi como el ArbOl 
caldo y transformado en lei'los se convierte en esto y cambia 
en su naturaleza, el hombre limitado en el ejercicio d• su 
libertad, por su propia voluntad ¿muta su naturaleza?, ¿es 
acaso la imposición un medio legitimo que le permite a la 
persona seguir si6ndolo?. 

Parecen preguntas de contenido absurdo, y es que absurdo 
parece ser el entorno que tenemos, en el que soportamoe e 
incluso aceptamos, sin tener que acudir a la apatia, que 
personas extrai'las nos rijan la vida.2 

2 En todos los tiempos el planteamiento existe. Se requiere 
de una verdadera voluntad libre para actuar, pero tambi6n de 
una organización que la guie, asi, Luis de la Rosa expone un 
sentimiento, que aunque parece reflejo de la actualidad, hace 
mas de un siglo que lo hizo, y comenta acerca de su trabajo: 
"Vo escribi esta obra, y aun comenc6 i imprimirla en 
circunstancias en que todavía se podia esperar que la paz y 
el órden se conservarían por materiales, en fomentar la 
instrucción pública y el morigerar todas las clases de la 
sociedad por medio de una buena administración. Todo hacia 
creer que la nación, cansada ya de disensiones y discordias, 
iba i disfrutar los inmensos beneficios de una civilización 
siempre creciente. El esplritu de empresa comenzaba A 
reanimarse; no se hablaba ya sino de caminos y tel~grafos, de 
navegación pcr medio del vapor, de esposiciones industriales, 
de fundación de hospicios y penintenciarias, de mejoras en 
todos los establecimientos de instrucción pública, de 
construcci6n de nuevos teatros. dentro y fuera de la capital, 
de introducción al pa!s de nuevas máquinas .. de instrumentos 
agrarios 6 industriales; y en fin, las antes de la paz 
comenzaban á florecer .. y hacían esperar al pais un porveni,. 



3.- La sociabilidad de la persona. 

Boecio al formular su definición de persona 
individualidad, entendiendo que .·la persona no 
ningún otro para ser. En ese sentido·es perfecta. 

destaca su 
requiere de 

Sin embargo es evidente que solos· no podemos satisfacer las 
más m1nimas necesidades para i'a. v·ida diaria. Forzosamente el 
hombre requirió para· subsistir, desde sus orlgenes. 
organizarse, y sólo as! pudo li'egar hasta ahora, y gracias a 
ello discutimos acerca de ese punto, y prácticamente de todo 
lo demás. 

Nunca por ningún autor, expositor o tendencia encontramos al 
hombre sólo, y si es as! únicamente como excepción. 
Manifestación que tenemos desde el momento que para el 
nacimiento, y perpetuación con ella, de cualquier persona se 
requieren dos. 

En esa formación, se encuentra el punto de nuestro tema. El 
hombre nace en grupo, se desarrolla en él, y a éste recurre 
para lograr su vida diaria. 

El hombre es social. Y con esta verdad retomo el 
cuestionamiento que anteriormente formulé: ¿qué pasa con la 
libertad? que de suyo es individual. 

muy lisonjero. Pero todas las prev1s1ones han fallado, todas 
las esperanzas se han desvanecido, y sobre los escombros de 
las instituciones ya destruidas. irán cayendo una por una 
esas obras de uti 1 idad pública. esas mejoras admini st rati vas 
que se habian realizado ya, ó que se iban planteando cada 
dla. Y en estas circunstancias ¿podrá ser de utilidad una 
obra sobre la administración pública? ¿Habrá personas dotadas 
de bastante calma y serenidad para leer un escrito sobre la 
administración pública en el que no se puede hablar sino de 
mejoras y adelantos, de civilización y de progreso?." de la 
Rosa Luis, sobre la Administración Pública de México y Medios 
de Mejorarla. Editorial Prospecto, México !B52, Pág. 29. 
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Pues en este punto encontramos el conflicto que logro dividir 
al mundo, y que continúa afectando el actuar del individuo. 
¿Realmente podemos restringir esa libertad con el pretexto de 
la sociabilidad del hombre? Porque finalmente en uso de su 
libertad la persona puede salir del grupo o proponer y 

procurar un cambio. 

En realidad ambos elementos de la naturaleza humana -libertad 
y sociabilidad- comparten un mismo espacio, en cuanto que 
nunca podremos establecer una total diferenciación. Vivimos 
en sociedad y en ella actuamos, somos sociales y asi somos 
libres. 

La verdad es que no se contraponen sino se complementan. El 
problema estriba al momento de tener que limitar el 6mbito de 
la libertad de la persona individual, que implica una 
transmisiOn a la sociedad, para permitir el desarrollo de 
esta última, lo cual. por lo menos en principio, provoca el 
fortalecimiento y crecimiento de aquel la libertad, al 
aumentar el 6mbito de su ejercicio. 

No obstante esa limitaciOn requiere de normas claras y 
precisas, justamente para evitar que del crecimiento de la 
libertad se llegue, ante la ausencia de reglas, al 
libertinaje, y por el ascenso a su aniquilamiento, lo que es 
un atentado al hombre mismo al ir en contra de su dignidad. 

Esas reglas deben ser por tanto justas y oportunas, adecuadas 
a la finalidad de la sociedad, la felicidad de sus miembros, 
su procuración y aseguramiento. Porque sólo alguien con 
pensamiento enfermo buscaría el dolor. 

Felicidad que sOlo se logra ante la presencia de un bien, que 
al ser de todos, no es de alguien, es general, y, atendiendo 
a la vida del hombre. es temporal. 

Al bien público temporal debe tender toda la actividad que 
creó el hombre para la vida social. Para estar de acuerdo a 
su propia naturaleza. 
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Con estos elementos me refiero a los tres puntos 
fundamentales de ·la .existencia del derecho. Nace .con· la 
persona, todo· cuanto :exiSt.e a sU alrededor sUbsiSte por· las 
reglas en que ·.se·· desar·rolla; recorde.mos el ·pensamiento de 
Montesquieu: "Ias leyes son: la~ relacione~.· neces~riás', que se. 
derivan de. la .r:ia.tura~eza :de las cosas''.; P~incipi'p del cÚal 
participamos. ·Por'·'. tanto, en el aspecto .indi.vidud ;.: e1·· derecho 
lo encontramos ·a.nt~ ~rsonas con una voluntad Y. una .libertad. 
La primera marca la pauta del queh~cer diario, las 
finalidades, las justificaciones, el ·verdadero sentido de la 
realización de un hecho, con la segunda nos encontramos ante 
la mani testación del querer, su exteriorización, la materia 
que regula la norma, juntos estos dos conceptos nos da la 
pasibilidad de encontrarnos al siguiente. El óltimo radica en 
que, como sei'lala Montesquieu, aparece sólo en la relación 
intersubjetiva del sujeto en su roll social. El derecho es 
inconcebible si se aplica por y para una sola persona, ya que 
existe en una realidad social, aparece a partir de la 
relación entre dos sujetos, y al servicio del motivo que 
tuvieron para su unión, es decir, debe ser congruente con la 
finalidad social. 



II. EL ESTADO. 

1.- FO~JOH DEL ESTADO. 

Por su origen, me apegaré a la idea iusnaturalista 
racionalistas, además, por la importancia que se otorga a la 
libertad en la formación del Estado. 

El individuo con motivo de su imposibilidad para obtener por 
si solo los satis factores necesarios para su vida diaria, y 
en ejercicio de su propia naturaleza libre y social, se tiene 
que unir en grupos. 

Los primeros hombres mantenían une relación sujeta y medida 
por la naturaleza. se formaron y limitaron par el entorno en 
el que se ubicaron. aunque siempre y en todo momento bajo 
directrices establecidas por el lider o grupa de mando, y de 
acuerdo con las reglas existentes. 

Con la aparición de la agricultura los grupas humanos 
tuvieron la pasibilidad y necesidad de establecerse en los 
lugares propios para ese desarrollo. Pasan de la vida nómada 
a la sedentaria. 

Una vez asentado5 los grupas tuvieron zonas de influencia 
sobre las cuales realizaron su vida cotidiana. Es decir, 
comenzeron a tener un sentimiento de pertenencia que lleva a 
excluir a sujetos ajenos a esa comunidad. 

El sentimiento de pertenencia, junto con el desarrollo de una 
cultura, pensamiento, tradición propias, diferentes a sus 
vecinos los hace pasar de un grupo a una comunidad. 

El punto de unión continúa siendo 5ati5facer la5 necesidades, 
ahora de la comunidad, e través del trabajo conjunto 
organizado. Distinguiéndose la actividad de las personas, 
ubic•ndolas en diversos estratos, que lleve a la 
jerarqui zaci6n. 
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Con el tiempo y el arraigo generacional de sor parte 
integrante de una sociedad provoca un ·yo del grupo. Aparece 
aglutinando, acapar~ndo, es de suyo ordinario. Deja de ser la 
unión resulta do de una naturaleza, como. impulso, y una 
necesidad, derivada de la'.. imperfección_·. humana y sus 
requisitos, para ser sentimiento y: de·,::il.1ada del querer. 

':.: - . ,:~.. ' " 

e:l vínculo fue por las facilidades· de .1a.:(~.om.unidad. Los fines 
son amplios, son queridos y no·.· impuestos. Aparece el 
cuestionamiento de los caminos de- .. ~ª comunidad que a partir 
de entonces será con el adjetivo de pol1tica. 

En la formación del resultado final, sociedad o comunidad 
peU ti ca, participaren una o varias naciones, pero siempre 
como un solo grupo con características propias, que lo 
diferencian de sus similares. La forma que se dio al final es 
la del Estado, que amplia la manera, el esquema formal de 
acción. 

2.- Del10!9inaci6n del Estado. 

A partir del desarrollo de la persona, y por su naturaleza e 
imperfección, pademos llegar a la definición, que comparto, 
propuesta por Por rúa Pérez.:i, quien nos habla de una 
"definición analitica del Estado", y precisa que "El Estado 
es una sociedad humana establecida en el territorio que le 
corresponde, estructurada y regida por un orden jurídico, que 
as creado, definido y aplicado por su poder soberano, para 
obtener el bien público temparal formando una institución con 
personalidad moral y jurídica." 

Definición que de igual manera 
considera a la población como la 

comparte aurgoa, quien 
causa original, del cual 

deriva el poder soberano quien a su vez origina al orden 
jurídico fundamental.4 

3 Porrúa Pérez Francisco, Teor1a del Estado, Editorial 
Porrúa, S.A., México, págs. 21-22. 
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En todo caso es innegable, sólo a partir del hombre viviendo 
en sociedad, en la búsqueda del fin propio, en lo individual 
y en la nueva individualidad de la comunidad política, que en 
todo caso y para ambos supuestos determinados por el propio a 
sendas naturalezas, podemos concebir la formación del Estado. 

La vinculación entre las normas de conducta que aparecen en 
el Estado es notoriamente preocupante. Desde la apreciación 
de su contenido hasta su carActer prioritario.5 

Toda institución, organización y aún mAs la comunidad 
Política, subsisten, como todo en la naturaleza, a partir de 
un orden que precisa la actuación de quienes la llevan a 
cabo, establece los limites a la libertad en favor del fin 
sacial, general y particular. 

Al momento que la comunidad establece como meta organizarse 
para la obtención del bien público temporal, establece la 
manera como desarrollará su actividad, y la forma en que eue 
miembros van a participar en ella. 

Esa normat.ividad es oosible gracias al poder que tiene esa 
comunidad, el cual es soberano, al estar por encima de las 
partes, y que sólo se entiende asl, ya que de lo contrario 
cada individuo estarla en la posibilidad de modificarlo, con 
o sin razón. 

Es el derecho fundamental que Bn la actualidad se observa en 
las Constituciones. Norma suprema a cuyos postulados deben 
sujetarse quienes a su amparo viven, y a cuyas reglas están 
sometidos en el quehacer social. 

4 Burgoa Ignacio. El Estado, Editorial Porrúa, S.A., Mé~ico, 
1970, p.!og. 126. 

5 En la actualidad aún vemos este conflicto, como sucede en 
la disputa y pelea de terreno que surge entre los prini:::ipiot< 
de opertunidad y legalidad. 



con el derecho aparece el Estado, fruto de la voluntad 
soberana do la comunidad política, en cuyo seno se estampa la 
voluntad social. sus metas, ideas y finalidad~ Sólo en su 
marco podemos entender al Estado, fuera será una realidad 
contraria a las personas a quienes se i"1pone. 

El Derecho crea al Estado y lo dota de personalidad, para 
llegar a ser un centro de imputación nor.mativa "a trav6s del 
cual la nac1on realiza sus fines sociales, culturales, 
económicos, politices satisfaciendo sus necesidades y 
resolviendo sus problemas". 6 

3.- ELE"ENTOS DEL ESTADO. 

De la definición del Estado presentada por el maestro Porróa 
P6rez, y como precisé en rel

0

ación a su formación, los 
elementos del Estado se pueden dividir en dos partes, segón 
aparezcan durante la formación del Estado o sean su 
consecuencia. 

Durante la formación aparece en primer plano el hombre como 
parte de una sociedad, quien es miembro de un grupo, asentado 
en un territorio determinado, y es éste el segundo elemento. 
Una vez establecido goza de un poder que le permite actuar 
limi tanda la esfera de actuación de los miembros, y 
comprometerse con ellos y por ellos con otras comunidades, es 
decir, actüa con soberania, la que constituye el tercer 
elemento. 

La unión adecuada de los miembros y de la actividad que 
desarrollan dentro de la sociedad, que permite obtengan su 
felicidad, a través de la satisfacción de sus necesidades 
materiales y espirituales, se logra con normas formando parte 
del Derecho, que es el cuarto elemento. 

6 Burgoa Ignacio. El Estado, Ob. cit. pág. 124. 
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El Derecho forma al Estado, determina y precisa los canales 
para su actuación y relaciones con sus similares, con los 
miembros individuales que lo forman y para regular la 
conducta de estos últimos para alcanzar el fin estatal. 

Para el logro del objeto de su formación, el bien público 
temporal, requiere de un elemento dinámico que le permita 
manifestarse al mundo exterior, asi se llega al peder 
público, primer elemento que deriva de la formación del 
Estado, siempre sujeto al orden -consti tuci6n- que permite y 
exige su formación. 

El poder público a su vez se manifiesta par las funciones que 
adopta y ellas se materializan a través de órganos, a cuyo 
frente se encuentra una persona fisica que es su titular. 

El ejercicio de ese peder público se logra con los órganos 
que forman el gobierno, el último de los elementos del 
Estado, y el segundo que deriva de su formación. 

Desde luego cada órgano actúa en materias especificas y con 
pasibilidades concretas, al tenor de la norma fundamental, y 
siempre acorde a la finalidad que tuvieron los miembros de la 
comunidad para erigirse en Estado, ya que sólo en su 
observancia es que se justifica la e><istencia del Estado 
mismo, y evidentemente la formación del gobierno. 

A continuación se~alaré brevemente el papel de cada elemento 
en el Estado. 

4.- El ... nto Hu.ano. 

El Estado nace a partir de una realidad social, la que a su 
vez se forma por personas. Son ellos quienes constituyen su 
fuente. 

Los autores, sin impertar su tendencia, atribuyen a alguno de 
los elementos antes enumerados un carActer prioritario, sin 
embargo ninguno puede negar la existencia de la persona. 
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Finalmente lo más importante es comprender que·. el Estado 
aparece para servir al hombre, apoyarlo ·en· ·a1· logr'o de .sus 
metas particulares, y a obtener '·la f.eliddad de c·ada uno de 
ellos y de todos en general. 

Aún afirmo, siguiendo a eurgoa, ·~·~ue'.::.:~-~ ~:.--".>~r~_o_·n·~-:<e,~\--~l'c or_i9en 
de la sociedad, esta del poder 'sol>éra'rio', el :;qÚe. a su vez 
determina al Derecho, el cual plasniá:al ·É_~xad,~,.mismo:· 

De igual manera la persona es el centro')~~'(im~Utación de ia 
actividad estatal. y sólo en los motivos''..'de'Jsu'':'tó'rmaoión es 
que puede aparecer el Estado, y fuera de·•'Ílllós''es ilegitimo y 
limitado en cuanto a su propia existencia.' 

Solo cuando la actividad estatal obedece a la naturaleza de 
las personas que lo forman puede actuar limitando la libertad 
del individuo, pues as! puede lograr unir cada esfuerzo a la 
finalidad que motiva su formación. 

s.- El ... nto territorio. 

La formación del Estado no es. aceptable cuando hablamos de 
grupos nómadas, en todo caso se emplea la idea de nación, sin 
la calificación psicológica de politica. 

El territorio es el lugar fisico en el que se establece el 
grupo· o nación si es posterior, en él encontramos el 
desarrollo social, es pues un elemento geogrifico de 
integración nacional a través de diversas causas o 
circunstancias que dentro de él actlJan sobre las comunidades 
humanas, "tales como el clima, la naturaleza del suelo, los 
múltiples accidentes geogr,ficos, los recursos económicos 
naturales, etc., y que estudian la sociogeografia como parte 
de la sociologia, la geografia humana y la economia". 7 

7 Burgoa Ignacio, Derecho Constitucional Mexicano, Editorial 
PorrlJa, S.A., México 1991, págs. 160-162. 
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El territorio se aprecia y entiende de acuerdo con el momento 
en que lo observemos en relación al Estado, sin que de modo 
alguno pierda su importancia si lo consideramos como elemento 
constitutivo o como instrumento de poder, cuando, al margen 
de las posiciones doctrinales, no podemos comprender la 
actividad de dos o mas estados sobre un solo territorio, es, 
como se demuestra en la historia contemporánea, y sirve como 
punto de conflicto internacional. 

cuando la comunidad humana pasa de ser nómada a sedentaria se 
ubica en un lugar. Las condiciones del mismo determina el 
desarrollo de su propia cultura, tradición, manera de ser, 
que formará a la comunidad-nación. El cambio de psique de la 
nación, su deseo de integrarse i;>ara el logro de sus objetivos 
mediante el establecimiento de normas, lo lleva a cabo sólo 
en relación con el o los grupos que participan en su 
formación, siempre ubicados en su lugar, ya sea sujet6ndose 
al de uno de ellos o sumando el de las partes. El Estado lo 
entendamos en un espacio exacto. 

Es J)Or tanto el territorio el espacio en el que se ejerce el 
poder estatal o jmPtJriunfJ, y en el cual los órganos en que se 
forma al Estado, en base a la norma que lo crea, desarrollan 
las funciones que se les encomienda. 

Por tanto, tiene dos funciones, una negativa, al imponer al 
Estado limites a su actuación, al se~alarle fronteras, y otra 
positiva, ya que constituye un instrumento f1sico para que 
lleve a cabo sus funcionas. 

La relación que guarda el Estado sobre el territorio en el 
que se ubica es un derecho real "eminente", ya que no lo 
ejerce de modo "e><clusivo", al respetar la propiedad de los 
particulares sobre porciones del mismo9. 

8 Idem. págs. 160 y 162. 

9 González Uribe H6ctor. recria Politica, Editorial Porrúa, 
S.A., México, 1987, págs. 296-297. 
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6.- Poder Soberano. 

Siguiendo el postulado de Porrúa Pérez 
fácilmente la idea de la soberania 
caracteristica del Estado. 

es que se impone 
como elemento y 

El cambio en el psique de las personas·;·· el continuo deseo de 
satisfacer sus necesidades, ~u imposÍbilidad material y 
natural para tener todos los medios para subsanarlas, acude a 
su propia esencia, y su máxima. revelación .en el postulado del 
derecho, no se puede entender si frente a la casualidad 
humana alguna o algunas personas por si pueden cambiar sus 
principios de existencia, o simplemente pueden evitar su 
formación. 

Es claro que la formación nacional preside a la norma como 
realidad, ya que desde el primer grupo humano se empleó una 
norma, más no como realidad consciente. La comunidad humana 
entra en conocimiento de si misma y se impone "leyes" en su 
conducta comunal y particular. 

La organización de la sociedad poli ti ca implica una 
estructura jerárquica, en relaciones mando-obediencia y, 
modernamente, coordinación. La soberania implica una noción 
superior, para evitar llegar a la vida de conflicto que 
implica su negación, por lo que corresponde al ámbito 
interno, y se reflejo como independencia, por lo que hace a 
su ámbito exterior. 

No obstante que el poder soberano del Estado no tiene a 
ninglJn otro por encima de él, y bajo la consideración que 
aparece como antecedente del Derecho de la comunidad 
politice, no tiene el carácter de irrestricto. 

El poder soberano no es un poder absoluto, está limitado por 
la norma básica del bien pClblico tempcral y de las 
disposiciones positivas que de ella se derivan. 
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El punto de su ubicación hace depender la manera como se 
expresará la organización gubernamental con las personas que 
forman a la sociedad política. 

Bodino, y junto con él Maquiavelo y Hobbes identificaron al 
soberano teórico con el príncipe, el rey. La implicación de 
aste pensamiento es el fortalecimiento del régimen absoluto. 
Y esa finalidad cuando se refiere a la summa potestas-legibus 
soluta, que refleja una posición del soberano por encima de 
la propia ley, al ser el encargado de dictarla.10 

Como a toda circunstancia histórica le corresponde una 
reacción. El pensamiento de los autoras da la Edad Moderna se 
contesta en al siglo XVIII, con el pensamiento de los 
enciclopedistas y en los planteamientos da Montesquieu, 
Voltaire y Roussaau. quienes sa"alan que la sobarania radica 
en el pueblo, y que si el gobernanta actúa a su amparo es por 
delegación. 

En la continua lucha del poder dada desde, principalmente, en 
al Imperio Romano Germánico, ya que el Imperio Oriental tuvo 
una solución dife~enta, los teólogos-juristas como Vitoria y 
Suárez, siguiendo la postura aristotélica-tomista fundamentan 
la sociedad como resultado de la naturaleza del hombre, y 
consideran que la autoridad la viene de Dios y la comunidad 
confía al gobernante su ejercicio. 

Con estos pensamientos dirigidos en contra del absolutismo 
vinieron las revoluciones nacionalistas y el nacimiento del 
Estado de forma definitiva, como lo demuestran las 
revoluciones estadounidense y francesa. 

En conclusión, la soberan1a es da la comunidad al ser asta la 
que determina darse una organización jur1dica y pol1tica. De 
esta postura deriva el término sobaran1a nacional o 
popular.11 

10 González Uribe Héctor, ob. cit., págs. 319-322. 
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cuando la comunidad oolitica, como ente soberano, determina 
organizarse y dotarse de una estructura juridico-politica, 
expresada en la Constí tucíón, se está en presencia de la 
autodeterminación, es decir, que se organiza sin la 
intervención de sujetos ajenos a su propio seno, sin embargo, 
como característica negativa importa a la vez una 
autolimitación, al ser cada norma una restricción, que varia 
de acuerdo con el desarrollo que tenga el poder soberano en 
la estructura que se otorgue. 

7.- Orden juridico fundamental. 

La forma de la organización sólo es comprensible a partir de 
la idea que se tuvo en su formación. Si una institución nace 
como resultado de la casualidad su subsistencia estará 
siempre afecta a su propia vulnerabilidad, no seria posible 
un verdadero orden, sino únicamente un cúmulo de personas 
actuando a su propia voluntad, sin vinculo y sin limitantes. 
La situación planteada es simplemente caótica. 

La organización estatal aparece por una causa dirigida a la 
obtención de un fin, circunstancias propias de toda conducta 
humana, derivada de la voluntad y libertad del hombre. 

La causa es la persona, con sus l imitaciones, naturaleza y 
requerimientos, el fin es propiciar la felicidad que solo no 
puede obtener, a través de lograr las miiximas posibilidades 
de satisfacer sus necesidades y procurarle la condiciones en 
las cuales crezca material y espiritualmente. 

11 No obstante Burgoa opina lo contrario, ya QUe considera 
que la "soberan1a es un atributo del poder del Estado ( •.• ) 
el Estado, como forma en QUe se estructura y organiza un 
pueblo, al adquirir sustantividad propia. al revestirse con 
una personalidad juridica y polltica sui generis, se 
convierte en ti tul ar del poder soberano, no obstante 
permanece radicado real y socialmente en la nación." ob. 
cit., El Estado, págs. 244-245. 
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Para lograr esa meta, y cumplir el motivo de su creación, el 
Estado se somete a los postulados de la norma que le da 
origen, al supone que el ser y esencia del orden supone el 
modo de ser y querer de un pueblo o nación, lo cual se reduce 
a la constitución material. 

La concepción de las leyes escritas, y en general de todas 
las disposiciones gubernamentales que tienden a la regulación 
de la conducta de los gobernados, es moderna, ya que no es 
sino hasta el siglo XIX con la racionalización del derecho en 
que se impone para garantizar que su contenido sea del 
conocimiento de todos los destinatarios. 

Tan es asi que incluso se llegó a considerar que las normas 
escritas afectaban la verdadera esencia de aquellas que 
e><i•ten y rigen la actividad de las personas, al derivar de 
su propia naturaleza y ser evidentes en la psique general, 
sin necesidad que alguien las determine y encasille en un 
te>cto. 

No obstante, en la actualidad es dificil entender un pa1s que 
no tenga una Constitución escrita. Lo realmente impartante es 
entender que la constitución es "prima facie el ordenamiento 
fundamental y supremo en que se proclaman lo• fines 
primordiales del Estado y se establecen las normas b'sicas a 
las que debe ajustarse su poder público de imperio para 
realizarlos". 12 

Partiendo de la consideración que la constitución material, 
en el sen ti do con antelación comentado, es la mani testación 
del ontos nacional, es que debe coincidir con el la su forma 
e>< terna, ya que considerar lo contrario implica romper la 
congruencia sin la cual estamos en presencia de una norma 
impuesta, de un orden para una necesidad y circunstancias 
diferentes a las que realmente debe regir, 

12 Burgoa, Derecho Constitucional Mexicano, Ob. cit., pág. 
2BL 
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La Constitución es la· maní festacion del ser del pueblo, y 
sólo la puede expedir el órgano legitimado, en los términos 
de la voluntad man{fiesta del pueblo, aun cuando se alega .la 
peligrosr°sima teoria de la legitimación, y en todo momento, 
para subsistir, deben coincidir esos princi.pios' ·con los 
postulados exteriorizados y que se pretendan imponer. Asi y 
solo asi es que podemos concebir la limitación ¡.r:1a:libertad 
de las personas dentro de la comunidad politica·;.-.cÚmpliendo 
la finalidad para la cual unió los esfuerzos 'el individuo con 
sus semejantes, la razón de la formación del Estado y su 
vida, fuera de la cual, y sobre todo cuando la formal atenta 
a lo contenido en la material, los motivos de su aplicación, 
y la imperdonable afectación a la esfera individual carece de 
sustento, lo que forzosamente debe llevar a la defensa a 
cualquier costo de la dignidad personal. 

8.- FINALIDAD Y JUSTIFICACION. 

La actuación de las personas se dirige al logro de su 
felicidad, considerar lo contrario es encontrarnos frente a 
una postura enfermiza, carente del más minimo autorrespeto, 
tan e!! as1 que es, y no puede ser otra cosa, un masoquista 
quien con su actuar pretende hallar el dolor. 

La felicidad la obtiene la persona básicamente de dos 
maneras. Realizando aquello que le provoca una satisfacción, 
no obstante el da~o que pueda causar al resto de las que lo 
rodean, o bien, la encuentra con conductas que permiten a 
otros satisfacer la propia. Aquella es una postura egoista 
que puede estar al margen de las pautas de conducta que rigen 
en la sociedad, la otra dificilmente puede entrar en 
conflicto con las reglas establecidas. 

Dije en postulados anteriores que la comunidad humana 
conforma al Estado con motivo de la actualización de un fin, 
el que no es otro que obtener la felicidad individual y 

colectiva, ante la imposibilidad de alcanzar todos el 
desarrollo de cada miembro cada uno por si mismo. es 
imperiosa la unión, es natural su formación. 

18 



Esa finalidad la podemos encontrar si de suyo la actividad 
estatal se dirige a obtener y procurar circunstancias dentro 
de las cuales las personas tengan la posibilidad de llegar a 
los medios para el logro de sus metas personales. 

No puedo entender si esas circunstancias son las correctas 
cuando en su seno se llevan a cabo actos que vulneran la 
felicidad de los demis miembros. En realidad es dificil su 
comprensión. Es por ello que comparto las opiniones que sólo 
cuando esas situaciones permiten que todos y cada uno de los 
miembros de la sociedad puedan disfrutar de esas 
oportunidades, es que el sacrificio que implica la sola 
existencia de una regulación, que por su contenido conlleva 
limitaciones a las conductas, se justifica. 

En consecuencia, es imposible comprender costuras que 
sacrifican el beneficio general para llevarlo al imbito 
individual, asi como tamooco la exagerada que cada uno debe, 
con lo oue tiene, llegar al punto que pueda, las dos posturas 
son inaceptables. y carecen del sustento para ofrecer la 
solución a la cuestión que en primer momento planteo. Bajo su 
posición es incorrecto permitir la restricción del individuo, 
la primera lo elimina, la segunda se refiere a una oosici6n 
egolsta que al final se. condena a chocar con la actuación de 
los demis. 

No cabe duda, la finslidad del Estado radica en establecar 
posibilidades, su conclusión depende de uno. dirigidas a toda 
la comunidad, son por si mismas generales, y deben contener 
un bien, que sólo en él culmina la felicidad. 

Su duración se encuentra limitada, como toda realidad humsna. 
a un imbito de tiempo en el oue permita a los que lo vivan su 
perfeccionamiento y conseguir su felicidad, es que se trata 
del bien público temporal. 
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En él la actuación de los órganos en que se integra el 
elemento gobierno del Estado es aceptable, fuera es 
condenable, su cauce lo determina el derecho, su fuente la 
persona individual. 



lII. ON>EN JURIDICO. 

1.- LA COHSTITUCION. 

Con anterioridad precisé que el Estado es una sociedad humana 
que se rige y estructura a partir de un orden, que al regular 
especificamente la conducta humana, a raiz de un 
acontecimiento -ocasión- y para un fin -razón- es que tiene 
la naturaleza de juridico. Lo que evidencié de acuerdo a un 
principie de realidad evidente: sin orden no ouede e><isti r 
ninguna organización, que de suyo su nombre denota el 
elemento que estudiamos. 

Sólo si partimos que la soberania radica en la nación ae 
puede compartir el punto de vista que e><pongo. lS Organizada 
la sociedad, unida por un fin, y por ser asi su voluntad, 
determina darse una eatructura. En esta circunstancia es que 

lS La postura contraria la sostiene Burgoa, Derecho 
Conatitucional Me><icano, ob. cit., pAg. 244, al se~alar que 
"Estas aserciones deben interpretarse desde un punto de vista 
teórjco puro. En la reaJjdad poJJtjca la autodeterminación no 
proviene directamente de la nación misma, en cuanto que esta, 
por si sola, elabore el ordenamiento juridico fundamental. En 
el mejor de los casos, sus representantes, reunidos en una 
Asamblea que se denomina "constituyente", lo formulan y a 61 
se adhieren consciente y deliberadamente los grupos 
mayoritarios de la comunidad nacional legitimándolo, a pesar 
de la oposición de las minorias. En otra• aituaciones 
históricamente dadas, es un grupo humano, encabezado por uno 
o varios "jefes", quienes, "en nombre" de la nación, crean la 
estructura poli tica mediante los ordenamientos general•• -
decretos- que e><piden. Estos ordenamientos asumen juridicidad 
merced al fenómeno de la legitimación, es decir, a la 
adhesión conscjente que respecto de ellos observa la mayorla 
de los gobernados. Mientras la legitimación no surja del 
conglomerado humano mayoritario de la comunidad nacional, o 
sea, en tanto, que las mayor las no se adhieran o respalden 
por di fe rentes modos tal•• ordenamientos, aquel la no puede 
considerarse organizada jurídicamente, sino por una voluntad 
coactiva unipersonal o pluripersonal. De alll que en el 
ámbito de la facticidad la autodeterminación importa la 
legitimaciOn mencionada y no forzosamente (1Ue la nación por 
sj misma, o al través de sus genuinos representantes se dé la 
organización polltico-juridica Que le convenga." 

21 



la nación, o naciones, de acuerdo con la forma.ción propia de 
cada Estado, en ejercicio de su potestad. ·con· ias ar10taciones 
sei'laladas a los asptJctos internos y externos, détermina 
someterse"á una normaUvi.dad, limitar su actuación, pero .a la 
vez garantizar su respeto. 

Esas reglas a las que resuelve sujetarse.:forman ·,un. cuerpo, 
por lo menos as1 concluyen, la Constitución que para ser 
cierta y real, evitando caer en el supuesto· de· 1a imposición, 
debe coincidir con los aspectos reales ·.de su fuente, y de lo 
contrario es implantada, por ·tanto sin obedecer al 
acontecimiento que regula, la conducta que realizan los 
miembros de la sociedad, que en todo momento obedece a su yo 
particular. 

La distinción entre constitución material, la forma de ser de 
la nación, con la constitución formal, la que exige la 
autoridad su cumplimiento, y en principio a la cual la 
sociedad acepta su sometimiento, puede parecer de poca 
importancia. Sin embargo, como además lo demuestra la 
historia nacional, cuando los legisladores pretenden 
reglamentar acontecimientos a través de la imposición de 
conductas, de diversa comunión.a la mentalidad y realidad de 
la sociedad a la cual destinan, generalmente tiende al 
fracaso, o al contrario, sufrirá tantas modificaciones que de 
la original sólo quedará el nombre. 

La Constitución es la norma en cuyo sustento parte toda la 
estructura social. En ella encuentra soporte la actuación de 
los particulares, al conocer que sus conductas están 
aseguradas por ella, o que pueden realizarlas sin temor a que 
con posterioridad se afecten en su existencia o validez; de 
igual manera la autoridad conoce el ámbito de su actuación, y 
los limites que el pueblo determina establecerles. 

Es pues, 
decisiones 

la Ley Fundamental, cuyos planteamientos y 
pueden variar únicamente cuando lo determina el 

pueblo que la emite, la que oermite la actuación o decisión 
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de las autoridades siempre que se ajusten a sus postulados, 
fuera de estos, todo, de los gobernados y gobernantes, carece 
de vida jur1dica, se reconozca o no. 

2.- SU ,OllMACION. 

Un gran conflicto acerca de los tiempos en que se realiza la 
formación y estructura del Estado radica en el sometimiento 
del Estado al Derecho. 

Sin excepción, cualquier libro acerca del Estado, como 
ciencia, objeto de estudio, o punto de limitación, tratan la 
relación Estado-Derecho. 

El conflicto es mis importante de lo que parece. Del punto de 
partida por el cual optemos dependeri nuestra consideración 
de toda la actividad dentro del Estado. 

To111ar6 primero la posición qua no coiapar-to, ya que a mi 
consider-aci6n car-ece de un verdader-o sustento, a1116n de 
implicar- gr-aves peligr-os ante la ausencia de un gobierno leal 
a su deber-. 

El Oer-echo es totalmente consecuencia de la existencia misma 
del Estado, s6lo en su seno puede aparecer- la nor-matividad 
necesaria y suficiente para r-egular la actuación de los 
gober-nados con el fin de di r-igi r-los al logr-o da la meta 
final. Es por- tanto obra del legislador- como parte de un 
ór-gano estatal, der-ivado de la sober-anla estatal, en cuya 
cllspide es que se tr-aduce la nacional, sin que de.je de 
existir en esta el or-igen inicial de la misma. Principalmente 
la consideración es consecuencia que la nor-ma par-a cu111plir 
con su obligator-iedad, incluso forzosa, de todas las per-sonas 
a cuyo imbito se dirige, únicamente podemos compr-ender-la en 
un marco dirigido pcr- una autoridad, que como tal se 
encuentr-a en una posición "pr-ivilegiada" en relación a los 
gober-nados, y por la cual facultada para imponer- el contenido 
de la hipótesis normada. 
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Es cierto que para lograr la aplicación real de las normas se 
requiere de personas investidas del suficiente "poder" con el 
cual lograr este objetivo. 

La medida a esa posibilidad deriva de la formación misma del 
Estado, de la manera como precisé lineas arriba. Como 
personas que vivimos en una sociedad, que tenemos una 
autoridad que nos protege y que a la vez nos obliga a 
obedecer determinados lineamientos, sabemos en conciencia que 
es inaceptable una autoridad sin mayor limitación que la 
fuerza de quien físicamente la aplica, as! como tamooco 
oodemos aceptar una sociedad sin elemento alguno que pueda 
forzar a las personas desobedientes a acatar las 
disposiciones que tienden a la correcta convivencia social, a 
la paz interior, y al logro de las condiciones de 
subsistencia y mejoramiento. 

Si tomamos al Estado como una institución con el poder 
absoluto y total de establecer las disposiciones que nos 
normen, e>ciste la posibilidad, como históricamente se 
comprueba en condiciones idóneas, de justificar el 
absolutismo, de formar una entidad definitivamente diferente 
a la sociedad de la cual parte. Podemos crear al monstruo 
gubernamental que en todos los tiempos y en todos los lugares 
ha aparecido, y como reacción al mismo, provocó, hasta 
nuestros dias, reglamentaciones constitucionales que 
previenen su formación. 

Por el contrario, considero oor orden lógico, que en primer 
lugar tiene que e>cistir una comunidad, que se integre a la 
obtención de un fin, que esa integración implica una 
organizaci6n, y esta a la vez de normas determinantes del 
lugar que tienen las personas en ella, despues, casi 
simul t•neamente, se llega a la estructuración de funciones, 
con esta a la formación definitiva del Estado, la má>cima 
representación de la organización social. 

24 



En una relación acción-reacción, las normas modernas 
contienen derechos para los ciudadanos -derechos del hombre-, 
que vienen de la filosotla y del movimiento del 99, con la 
revolución francesa. 

En este punto. ya referido completamente a la constitución 
material, me detendré para analizar el contenido de la 
generalidad de las constituciones actuales, y el motivo de su 
e><istencia. 

Para tratar este tema tan importante partiré de dos 
preguntas, ¿porqué la e><istencia de una constitución?, 
¿porqué la necesidad de contar con leyes escritas?. 

Disgregada la vieja Roma occidental por las invasiones 
bArbaras, por necesidad de supervivencia, y para poder hacer 
frente, personas con poder económico y militar tomaron a su 
cargo determinados territorios, al servicio de un rey, con la 
finalidad de procurar su defensa y evitar el avance de sus 
enemigos. 

Salvo el periodo carolingio, el poder material se concentró 
en los seftores feudales; quienes con el paso del tiempo, y 

por la propia ine><istencia de conductos de dirección y 
autoridad, se fortalecieron hasta el punto de competí r con 
sus monarcas. 

Con el avance castellano, y la retirada hacia el oriente de 
los musulmanes, los cristianos, unidos con la idea imperial 
heredada del Imperio Romano, pretendieron la recuperación de 
la "Tierra Santa" abriendo nuevas rutas comerciales. 

La pacificación, el crecimiento económico, y el 
fortalecimiento de una nueva tercera capa social, los 
burgueses, rompió la hegemonla de los se~ores feudales, 
quienes tuvieron que enfrentarse al fortalecimiento de los 
reyes. los que atrajeron a los comerciantes, dueftos de la 
nueva riqueza económica. 
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En este rompimiento es que aparecen los primeros antecedentes 
de la Constitución modEJrna. an cuanto dispositiva, la Carta 
Magna inglesa aparece si por el deseo de los destinatarios, 
pero también por la terrible necesidad de contar con un medio 
que diera seguridad a los derechos de aquellos a quienes se 
dirigían sus mandatos. 

Los monarcas, rota la posición .de privilegio de los sei'lor•s 
feudales, acrecentan su poder ·hasta el punto de llegar a ser 
absoluto, justificado por filósofos y pensadores politices de 
la época. 

La reacción no 
enciclopedistas, 

se dejó esperar, en el siglo 
y el pensamiento,, de Montesquieu, 

XVIII los 
Voltaire, 

Diderot y todos los grandes filósofos de la época en Francia, 
plantearon la posición, lógica ante. un acontecimiento e><tremo 
y total de una persona, de colocar· esas facultades de un 
monarca en representantes del pueblo, rompiendo con ello el 
pensamiento, principal sostenedor de las tesis absolutistas, 
de Hobbes, quien, mutando mutan<ii s, declaró que los 
legisladores e><istían para manifestar la vol untad del 
príncipe, y los tribunales sólo para hacerla cumplir. 

El primer fruto del pensamiento liberal, ante el absoluto, se 
manifestó en la revolución de independencia estadounidense, 
en donde por primera vez se establecieron los derechos de los 
gobernados, siendo inadmisible, a los ojos de quienes huían 
de ella, cualquier tipo de poder concentrado en una persona, 
se acabó al norte de la Nueva España la concepeión de la 
monarquía como manera de gobierno. 

De nueva cuenta la idea liberal llegó a crecer hasta el punto 
má><imo, al nuevo absolutismo individual, en donde sólo se 
reconocía un beneficio y una ayuda para la persona en lo 
particular. 

Su reacción támpoco se escapó, en nuestro siglo se gestan las 
revoluciones sociales, Ya no son los señ()res feudal.,s. 
tampoco los monarcas y mucho menos los potentados h~j()s .del 
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individualismo radical, es el movimiento obrero el que se 
levanta, v como toda consecuencia extrema, nace el comunismo, 
su contestación total. 

Destaco la idea, siempre en la historia de todos los pueblos, 
sus instituciones pol 1 ticas y j ur idicas son consecuencia de 
su propio devenir, nunca aparecen simplemente por si. 

El constitucionalismo es inentendible hasta despu6s de la 
caida de la mon6rquica imperial, aunque veamos que siempre 
lucha por su existencia, hasta nuestros dias, de por si muy 
debilitada y restringida. 

Es el reconocimiento del individuo como tal, sujeto de 
derechos y no sólo de obligaciones, a quien se debe defender 
del monstruo gubernamental, cualquiera que sea la forma que 
adopte. 

Asi como 
como tal, 
necesidad 

la burguesia en su momento lo exigió, el pueblo, 
pidió el reconocimiento a su existencia y a la 
de garantizar su vida, como conjunto, y sus 

elementos. 

Es pues, que la Constitución 
hecho histórico. En México lo 
corre y el anterior. Desde 
consecuencia de la Revolución 

nace como contestaci6n a un 
probamos durante el siglo que 
Apatzingán, pasando por la 

de Ayutla, y la de 1910, 
siempre nuestras constituciones son la manera como las 
revoluciones triunfantes han procurado acabar con los motivos 
que dieron pauta para el surgimiento a esos movimientos~ Por 
ello que en su contenido se ve una clara intención de limitar 
el poder absoluto de quienes en su momento gobernaron nuestro 
pais, la de 1813 para procurar la independencia, la de 1824 
ante el gobierno de I turbide, la de 1857 por Santa Ana, y la 
de 1910 ante Porfirio Diaz. 
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3.- SUS LI"ITES. 

La sociedad poli ti ca es el origen y el l!mi te de la materia 
que debe abarcar la constitución, al ser la causa de su 
formación y el logro de su fin aspee! fice la razón de su 
aparición. 

•,' ., _, . 

La justificación a la limitación. q~ei:iiece.sa'riamente contempla 
la norma fundamental, para: gober~ados •y gobernantes, es el 
fin que rige la actividad·· de'.;'.t~d6s.''én l~· sociedad, que como 
organización requiere de reglas ·co.n las cuales garantizar su 
existencia y permitir el desarrollo de todos los que en ella 
viven. 

El punto minimo que puede garantizar es la dignidad de todos 
y cada uno de los miembros, respetando su libertad, 
permitiendo su desarrollo al través de permitir la existencia 
de condiciones propicias al motivo, aunque la decisión de 
tomarla o no queda ria al libre arbitrio de cada persona, asi 
como estableciendo los medios para forzar a obedecer sus 
dispesiciones ante la inobservancia, siempre que sea en 
concordancia con la finalidad general de la sociedad 
politica. 

Es per ello que para comprender, establecer, diseñar y 
determinar sus limites es menester entrar a estudiar la 
finalidad de la existencia de la constitución, ya que allí se 
encuentran las fronteras de lo regulable. 

Si bien es cierta la anotación de Burgoa en el sentido de 
negar la participación directa de toda la nación en la 
formación de la consti tuci6n. también lo es que de ninguna 
manera la norma impuesta es del todo acatada, y con el tiempo 
aparecen grupos que procurarán su desobediencia, pacifica o 
no, hasta el logro de su calda, por lo menos la e><periencia 
histórica de México, y en la actualidad del bloque europeo 
oriental, asi lo demuestra. 
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De alll la importancia que la consti tuci6n sea la 
mani testación del verdadero ser de la sociedad, que no sea 
impuesta, sino estampe y garantice lo verdaderamente buscado 
por ella, su subsistencia, desarrollo y respeto para sus 
miembros. De igual manera debe contemplar disposiciones 
suficientes que eviten la repetición de los acontecimientos 
que en la historia de la nación provocaron el atropellamiento 
de la dignidad de sus miembros, la agresión a la verdadera 
equidad y el ataque al logro de la justicia.14 La manera como 
cada comunidad política determina los medios para el logro 
del bien público temporal depender• de cada una, sin embargo 
el fin sigue siendo el mismo, porque el hombre siempre tendrA 
en su naturaleza la dignidad que le es propia, y en todo 
tiempo le defender• como hasta la fecha lo ratifica en 
cualquier momento de la historia mundial, y es que, como lo 
se"al6 en el primer pArrafo del presente trabajo, en el 
centro de la realidad social se encuentra la persona, y as1 
debemos entender las instituciones, y a ella han volteado los 
movimientos sociales de todos los tiempos. 

4.- SU FlNALI°"°. 

La existencia de la Constitución, y con ella del Estado 
mismo. se encuentra sujeta a que contemple la manera como se 
logra el bien público temporal, la felicidad de los miembros 
de la sociedad, las condiciones en que nos debemos 
desarrollar. 

Cualquier norma, que ademAs para serlo tiene que cumplir con 
el requisito, contraria al verdadero contenido social y 

democrAtico de la comunidad por su peso cae o caerA, y 

14 Vallarta criticó fuertemente al constituyente del 57 por 
incluir en la Ley Fundamental manifestaciones pasionales que 
poco guardan de t6cnico-jur1dicas, sin embargo, y como bien 
contestó en su época Don Emilio Rabasa, no se puede entender 
al movimiento constituyente sino en un Ambito de 
romanticismo, en el que la pasión determina el contenido y 
busca el fortalecimiento de las instituciones sociales y no 
estatales, "porque sólo en el sentimiento podemos hablar de 
nacionalidad, patriotismo, y deber". 
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arrastrará todas las instituciones que a su ampa.rc nacieron, 
y sólo cuando es verdadera, tanto por quien la emite como· por 
su contenido, se encuentra en condiciones de existir, de lo 
cont.rario st.1 condena es a la desaparición, y a mostrar quFT 1•1 

poder del cual emana es falso o us1Jrpado. 

5.-LEYES SECUl'IOARIAS. 

La existencia del Estado como tal es de cui'lo relativamente 
reciente, y nació como contestación al esfuerzo de los 
individuos del renacimiento que vieron al hombre como centro 
de la realidad, en el que la humanidad comenzó a tomar 
conciencia de su existencia, de su vida y de la necesidad de 
integracion. 

La realización del yo nacional es evidente a través del uso 
del poder soberano, fuente de creación da la Constitución, y 
a la vez de la estructura y manera de organizar en su seno a 
quienes ejercerAn el mando, el control de la comunidad, cuya 
ewistencia, por tanto, se regirá por la misma del todo 
estatal, el logro de la finalidad del Estado. 

La organización se obtiene por. medio de la Constitución, que 
para el logro del fin estatal proporciona un poder, dinAmico, 
oportuno y efectivo, para los órganos encargados de 
desarrollar las funciones, actividades diferenciadas y 
especificadas, en que se divide el gobierno y administración 
de las personas y bienes, es el poder público. 

Desde todos los tiempos la aparición del lider es evidente y 
necesaria. Es imposible comprender una organización sin 
normas y sin quien di rija las conductas en su cauce, también 
es indispensable quien especifique las normas generales que 
dicta el pueblo, asi como también quien determine si la 
persona actúa correctamente en su acatamiento. o cuando se 
trata de una inobservancia o franca violación. 



El pensamiento de Montesquieu en la actualidad es clara, la 
búsqueda del equilibrio para evitar la concentración a que se 
refiere y defiende Hobbes, poner los medios para obtener la 
justicia, evitar el acaparamiento del poder que peligrosa, y 

probadamente, se repite sobre la humanidad, y en términos 
generales la lleva al caos mAs que al beneficio. 

El poder absoluto conllevó la creación de las normas, 
coincidiera o no con la constitución material de la nación, 
siempre atentas al beneficio del causante. a cualquier costo 
y sin importar la pérdida que arrastró. 

Quien mejor que el pueblo para hacer saber sus necesidades, 
di recta o por medio da representantes, pero fuera de las 
manos de quien las aplicara, porque unir asas funciones as 
dar el poder de determinar la seguridad de la comunidad a una 
persona, que como tal. puede actuar de acuerdo a su muy 
personal preocupación o interés. 

Asi nace la función legislativa, destinada a un cuerpo 
colegiado que represente los intereses de la nación, última 
destinataria que sacrifica su libertad en pro de sus fines. 

Como reunión de voluntades implican que sea gente de 
reconocido mérito entre la comunidad, sin necesidad de 
conocimientos juridicos o politices, y por ello la necesidad 
de buscar que su contenido sea acorde con la manera de ser de 
la sociedad, estampada en la Ley Fundamental, que nace a 
partir del poder soberano, que como tal no reconoce a ninguno 
otro par encima de él, y que sólo puede ser modificada por su 
propio creador, el pueblo. 

Relación en calidad de supraordenación, en la que en primer 
lugar, y por encima. se encuentra el poder soberano, y por 
debajo el poder público, cuyo ejercicio, en lo que a dictar 
normas se refiere, se encomienda al órgano colegiado en 
comento, y que por tanto 6ste carece de medios para 
contravenir las disposiciones superiores, y que si lo hace es 
a través de la fuerza e imposición. 
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La existencia de las normas secundarias, entendidas como 
todas aquellas que regula.n la conducta. de las.·personas en la 
sociedad, es necesaria, al ser irriposibla Que en la 
Constitución se contemplen todas ·y. cada< una. de. las maneras 
como deben desarrollarse sus. mandatos, ,·cuanto 
condiciones de interpretación varian, al ser 
conducta del hombre. 

más que las 
variable la 

Siempre deben ser consecuencia las normas secundarias de las 
primarias, y por tanto observar sus disposiciones y 
condiciones dictadas por el pueblo, en ejercicio de la 
soberanía que le es propia, origen de todo cuanto en la 
organización social podemos encontrar. 

Una norma que viole el contenido de la Constitución debe a 
toda costa ser derogada, ya que si se permite su continuación 
únicamente provocará el rompimiento del verdadero contenido 
del yo nacional, y con el lo la negación a la nación de su 
propia forma de ser, lo que, por tanto, lleva a que las 
instituciones que en sus términos aparecen carezcan de una 
verdadera legitimidad. 

6.- BREVE REFERENCIA A LA CONSTITUCION MEXICANA DE 1917. 

Precisado a lo largo del presente trabajo, sólo se entiende 
el Estado dentro del marco establecido por una Constitución 
Poli ti ca, que recoja con la mayor de las aproximaciones el 
ser del pueblo. 

Es evidente que la comunidad social se forma de personas, 
unidas por características y sentimientos comunes que forman 
la psique de la misma. Al comienzo, ese grupo de personas, ya 
con el sentimiento de pertenencia, determina organizarse en 
una unidad compleja que desemboca en el Estado, para lo cual 
establecen un marco de actuaciones que señale los caminos y 
el modo de actuar de los gobernantes y gobernados. 
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El pueblo, 
b.!lsicos en 

y no el gobierno, establece los lineamientos 
la Constitución, fruto del ejercicio del poder 

constituyente, que no es otro que t!l pueblo dándose una 
estructura y señalando el liderazgo de la unidad social, en 
su actuación y forma de ser. 

La Constitución aparece en un doble aspecto, el material y el 
formal, el primero de ellos es el contenido de sus 
determinaciones, que toma y se alimenta del ser de la 
comunidad polltica, y que, en principio, es la base sobre la 
cual se establece el aspecto formal, que para los paises de 
tradición continental se manifiesta por escrito, en un 
documento que da forma y participa de la seguridad juridica. 

Por lo menos en el "deber ser" ambos aspectos tienen que 
coincidir y declararse en la Constitución formal, sin 
embargo, y por lo menos por lo que respecta al derecho 
me~icano, en múltiples ocasiones es fácilmente apreciable la 
discordancia entre su contenido y continentel5. 

Es claro que en la elaboración de la Com1ti tución no pueden 
participar todos y cada uno de los miembros de la comunidad 
polltica, por ello que en los Estados modernos prevalezca la 
participación indirecta a través de representantes nombrados 
por el consenso general, para llegar a la figura de la 
aceptación, del modo como acaece en nuestro Mé>dco y en 
relación con la Ley Fundamental vigente a partir de 1917. 

Es necesaria la legitimidad de la Norma Fundamental para 
partir de su base hacia el estudio de sus consecuencias. lo 
que resulta evidente, y no por el lo f.ici l de establecer, y 
quien lo dude que analice el devenir histórico de México y de 
la humanidad en general, sujeta en etapa!! y lugares por 

15 Debo reconocer que en ocasiones es la sociedad la que 
impide el reconocimiento de esa realidad, y es que mientras 
no exista una real pol í tizacián en el pueblo será movido por 
intereses de personas que no necesariamente buscan su mejoria 
o defensa. 
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"leyes" queo lo único para·· calificarlas de dicha naturaleza es 
sólo el nombre y· la fuerza d.e .su publicación, sin que en 
realidad lo sean. 

La constitu~ión es'• u~ ~C:.c~' que det~r~ina el ámbito de validez 
del objeto que> regul¿; y fuer;. de cuy,; rnarco las actuaciones, 
principalmente de autoridad;·, ca'r;,,cen .de legitimación para 
afectar a los partidulare.s,\>.y 'por·.·. tanto se hace necesario 
entrar brevemente a este tema.· 

Consecuencia de la lucha social, de clase, posición o 
interés, de acuerdo a la corriente y pais en el que nos 
ubiquemos, las constituciones modernas contemplan garantias 
individuales, que en si mismas constituyen derechos 
subjetivos que le pertenecen a los gobernados frente a la 
actividad de los órganos de gobierno16, y por otra parte 
precisan la manera como válidamente pueden afectar estos 
últimos la esfera jurídica de aquellos. 

De lo expresado destaco que sólo la Constitución puede 
establecer el lugar que le pertenece a las autoridades dentro 
de la estructura del Estado, ya que en ella la comunidad 
poli tic a expresa su 
y, muy importante, 
administrativas del 

psique, v~vencias. cultura y tendencia. 
establece la manera como las unidades 
Poder Ejecutivo, y este mismo, puecten 

afectar la actividad y vida particular. Pensamiento que en 
nuestro derecho se contempla y especifica en el articulo 133 
de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos 
al ordenar que se tenga a la Ley Fundamental como eso, 
principio rector y fundamento del derecho que a todos niveles 
nos rige. 

16 Me he referido a los actos de la autoridad administrativa, 
poli ti ca o de gobierno para signi ficár su carácter genérico, 
es decir, como part." del elemento gobierno del Estado, sin 
entrar a la diferenciación que en su terminologia aplica el 
derecho administrativo. -

34 



IV. EL ESTADO DE DERECHO. 

1.- CONTENIDO. 

Todo tipo de organización requiere de un mando que aglutine a 
su alrededor a los miembros del grupo, ·consecuencia de la 
propia necesidad natural del hombre de unirse .a ·sus 
semejantes, y par la blJsqueda ·de '·1os···objetivos ···de. la 
comunidad en concreto, y en cong,ruencia·COn las'· capacidades' 
de sus miembros y convicéión/i::íé'':i lQ,s': ta'ctores .:'natúraies: con 
que cuenten o puedan allegarse;:, :. ·;c. .. 

';'·'í:.:~},: ·r~;. ·'·.·:. . ,, '";." :_,·.;::. ,_~:~·~.:--'/ . 
La sociedad ~~jti, • cgaj~~i.i:r,:' ·~~.7·i·~~s~;o,C:i.;i~ sociológica o 
poli ti ca, nombra •.un•:.'lider.::,que'· represénte. los valores •propios. 
y la tinalicia<i\~Íii~'t6r1ca.17,;f s'úre~isti;;nc'1a varia de acuerdo a 
la época ·. ~n· q~e;''n~s'oé'5Úue~'6i;;,"' ~in que deje de ser una 
constant.i; ria ob~t~'n'te'··1;o·.Ópinión de estudiosos en contra que 
sugieren la.· posibÚidad ·de encontrar excepciones a la 

17 En. ese sentido se manifiesta Garcia Valencia Antonio. 
Relaciones PIJblicas y Reforma de la Administración, Editorial 
Porrúa, S.A., México, 1961, págs. 19-20, al señalar que "El 
Poder está vinculado estrechamente a las funciones que 
desempeñan los dirigentes plJblicos. El poder primitivo se 
identificó con la fuerza fisica y mental del hombre, pero 
dentro de la evolución histórica de los pueblos, este control 
Que ~l principio es de tipo personal se convierte en 
institucional. el poder que da el ejercicio de la función se 
segrega de las cualidades inherentes al que lo aplica y se 
transmuta en poder institucional. Dentro de la organización 
politica contemporánea, el ideal estribaría en que quien 
detenta el poder institucional. posea en el misma momento que 
lo tiene en sus manos -antes y después de recibirlo-, de la 
suficiente fuerza moral traducida en capacidad, honestidad y 
vocación, cualidades personales inherentes al hombre como tal 
y ne sólo por el hecho de tener en sus manos una función, es 
decir, el hombre debe prestigiar al cargo que ocupa y no el 
cargo al hombre. En el curso del proceso social, el antiguo 
concepto de poder (unido en forma personal al hombre) se 
convierte en un peder de control social que debe estar al 
servicio exclusivo de los finas colectivos." 
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relación de mando y obediencialB, consecuencia del juego y 
posición de los intereses que en las relaciones. humanas se 
dan. 

En los primeros tiempos los grupos humanos escogían al mejor 
guerrero para defender, fortale~er' Y.' asegurar la'.'s~.bsistencia 
de la comunidad, lo que es'i,'ciaro; bajo ;:puntos': ag,;esivos 
&)(ternos. Con el transcurso deL tiempo :Y.' d'é>1·~·:.m:.'n"o eón el 
despertar de la convicción soCial ,{c.;Íno'. .. tal ;:;·:de'"1as 'personas, 
el interés que lleva a ,la .comun!daci::~ escoger 'allider que 
determinará su actuar sin>pa·~t.fr·i~á·:dé )1á' rue~za ;. sino del 
conocimiento, del manéJb · de .·valores» ·de los medios para 
alcanzar y lograr satisfa'cer. ,las· ·necesidades sociales, es 
pues ya una persona··encargada de. Ún gobierno de las personas, 
que no parte· d~l .punto ·de fuerza y represión, sino de 
conjugación de necesidades, medios y soluciones, lo que 
determina su estancia· en el mando de la relación comentada. 

Es imposible cc:imprender la sociedad sin una persona, o grupo 
de ellas, que se encuentren en una posición en la que puedan 
mandar al· resto de los miembros de acuerdo con los 
lineamientos establecidos previamente a su elección, claro 
está, bajo la consideración de encontrarnos frente a un 
régimen de corte democrático y dentro de un Estado de 
Derecho, ya que fuera del mismo, y entratándose de gobiernos 
despóticos, anárquicos, y en general ileg! timos, carece de 
fuerza y objeto el tema del presente trabajo, toda vez que la 
persona sufre un verdadero atentado en su dignidad personal y 
social. que no se repara on el marco del derecho 

18 Autores opinan como falso que el gobierno sea un elemento 
necesario del Estado, como sucede con Lawrence Krader, La 
Formación del Estado, Editorial Labor, S.A., 1972, España. 
pág. S, al señalar que "El gobierno no es la tínica forma de 
gobernar un pueblo, hay otros medios, incluso puede haber 
estado sin gobierno, el estado politice sólo se da en ciertas 
sociedades, y el estado tiene la misma función en todos 
aquellos lugares en que se da: controlar y dirigir al p"ueblo 
a su mando." 
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administrativo sino constitucional, consideración que rebasa, 
por mucho, la intención y posibilidad de la exposición que 
trato. 

La existenéia, ciE.1' E~ta'c:lo , es clara y ev,idente, ., no puede 
negarse, cuanto ,lnás•'.que existimos en él, y no podemos 
negarlo. sús·manÍ.testá;,icmes•nos acosan t'odo'·el·:;'Úempo, las 
resolucion;,;s: de: ló5.ijueces;': la actividad' de 'io~"::cuerpos de 
seguridad;>·1;1as·:: .elecciones de los representant~s de los 
diversos Ó~gáno's<·'i:fe: -.'gobierno. los medios de comunicación 
masiva, ·las:•:autori·.za.::i.ones y en general los a'ctos''.permisivos 
o prohibitiv~s(·:. SeFlas.· inequivocas que nos hacen vivir en el 
Estado .aúnc;iue 'no lo comprendamos, que al fin» de.· cuentas sólo 
dejan erit.rev.er la tremenda magnitud de su pr~pia ·existencia. 

Dentro' cié la consideración anterior debemos. comprender en 
todo momento la idea del Estado de Derecho(.'qúe' coni.o.concepto 
lo cimas· constantemente, y ~ás si se trata::~de·discursos 
poli tices, sin que lo lleguen a especificar 'o 'definir,· por lo 
que al igual que la palabra Estado, sin apellido, nos .. es 
familiar en nuestro lenguaje diario. 

Su contenido lo resume de manera acertada el maeiltro Ramón 
Martin Mateol9, en el entendido que se debe comprender que al 
ser de la naturaleza misma que la Ley Fundamental, su "fuente 
y manifestación", se encuentra en la voluntad del pueblo, que 
se traduce y estampa en la Constitución20. 

19 Ob. cit., pág . .37. al expresar que el Estado de Derecho 
"implica, pues, que todas las actuaciones póblicas están 
basadas en un orden preestablecido de normas" las que además 
de tener existencia como tales deben tener vigor, "hasta 
tanto no sean derogadas, o modificadas" para llegar a la 
seguridad jur idica, elemento indispensable del régimen 
democrático moderno, cuyo contenido implica en letras del 
autor oue "los individuos deben de tener plena confianza en 
el orden establecido, la Administración, al igual que ellos. 
debe someterse a los mandatos legales". 

20 Carl Schmitt. Teoría de la Constitución, Madrid, 19.36 . 
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Ramón Martín Mateo parte del Estado Occidental de Oerecho al 
cual atribuye los datos fundamentales siguientes: 

"l. La existencia de una Constitución garantizadora de 
determinados derechos básicos y de las lineas fundamentales 
del sistema poli tico." 

' '. '·,·· " 

"2. La integración democrática de los.centros'· sobe.ranos." 

"3. El principio de -la legalidad.·¡,· --~l sometimiento de la 
Administración (Pública) a l_a L~y;·" _ .. 

"4. La existencia de "tribunai"'!s. i.ndependientes." 
:J ·<·'. 

5. A estos eÍemento~ · ad·i~Í:-~no .:el principio de división de 
poderes, consider.ado por ::-_·Li~are;;21 como fundamental, ya que 
sin él no puede co"mprenderse la actividad de la 
Administración dentro del Poder Ejecutivo, con las 
características propias del pensamiento inglés y el 
continental, cuya distinción es fundamental para entender la 
importancia del principio de división de poderes, en relación 
a la facultad sancionadora de la Administración Pública. 

Para penetrar en el desarrollo de la institución estudiada 
seguiré el pensamiento y estudio realizado por el maestro 
Linares22, quien al respecto divide el objeto en tres etapas. 
La primera la refiere al Estado Moderno Inicial o de Policía; 
la segunda al Estado de Derecho Contemporáneo, y la tercera 
al Neo-Estado de Derecho. 

En la primer etapa la actividad legislativa se encontraba en 
manos de los reyes, la justicia era administrada por jueces 

21 Ob. cit., pág. 130. 

22 Idem, pág. 131-135. 
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que actuaban por delegación del monarca, y la Administración 
era ejercida por el rey en persona o por diversas en su 
delegaci6n2!. 

Para la segunda, una vez que apareció el Estado de Derecho, 
fruto de la Revolución francesa24 , y con la aparición de la 
división de poderes, la actividad legislativa se reservó a un 
órgano en concreto, con las e><cepciones establecidas por la 
Constitución, como marco supremo de la legalidad. 
correspondll!!ndole al Ejecutivo y al Poder Judicial dictar 
normas de alcance individual. 

Desde este momento en concreto, intermedio entre su 
nacimiento y su actual manifestación, por razones prácticas, 
no se cumplió en su totalidad dicha división, lo que provoca 
una división relativa de poderes en atención al principio de 
opertunidad25, el que se complementará con la idea de la 

2! Thomas Hobbes, en su libro el Leviatán, o la materia, 
forma y poder de una República, Eclesiástica y Civil -fondo 
de Cultura Económica, M6xico, 1984, pág. 218-, señala que "El 
legislador en todos los Estados es sólo el soberano, ya sea 
un hombre como en la monarquia, o una asamblea de hombres 
como en una democracia o aristocracia. Porque legislador es 
el que hace la ley, y el Estado sólo prescribe y ordena la 
observancia de aquellas reglas que llamamos leyes; por tanto, 
el Estado es el legislador. Pero el Estado no es nadie, ni 
tiene capacidad de hacer una cosa sino por su representante 
(es decir, por el soberano), y, por tanto, el soberano es el 
único legislador. Por la misma razón, nadie puede abrogar una 
ley establecida sino el soberano, ya que una ley no es 
abrogada sino par otra ley que prohibe ponerla en ejecución." 
De igual manera señala que el deber del juez es hacer acatar 
la voluntad del soberano, con lo cual quedan todas las 
funciones al final unidas al "representante" de la misma 
soberanía, el monarca o a quien se encomiende la tarea. 

24 Hago el recordatorio del contenido "burgu6s" del 
movimiento, en cuanto que se encuentra preí'iado del 
pensamiento liberal individualista de la época, que sin ser 
una critica simplemente formulo la observación. 

25 Del cual 
que prefiere 
regulación, 
actuaciones 

partiri!ln dos corrientes fundamentales, aquella 
dejar a la Administración Pública su actuación y 

y la contraria, procurará reservar las 
acorde al principio de división de ooderes, 
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colaboración entre ellos. Estado de Derecho que Linares26 
considera como de ''primitiva versión", cuya mani testación se 
da hasta la primera guerra mundial, de corte individualista o 
liberal burgués27. 

El neo-Estado de Derecho para Linares28 implica una 
combinación de actuaciones de los órganos encargados de las 
tres funciones básicas en que se desarrolla el poder püblico 
-legislativa, ejecutiva y judicial- para llegar a un punto en 
el que los órganos encargados de dictar leyes, las pueden 
pronunciar con un alcance particular, en tanto los órganos de 
jurisdicción pueden llegar a dictar normas administrativas, 
al caso que se estudia, y la administración a dirimir 
controversias, en razón de la "funcionalidad" que ello 
implica, y que se ve restringida por el concepto tradicional 
de Constitución. Postulados en que se apoyan las vertientes 
contempcráneas espai'lolas y francesas, que tanta influencia 
tienen en nuestro actual sistema secundario legal. 

Asi, me permito concluir que son tres principios los que 
sustentan al Estado moderno, el de división da poderes, de 
seguridad juridica y el de legalidad, los cuales no se 
entienden sin la existencia del otro, ya que sólo en ellos 
~ pensar en una actividad acorde con los principios y 

constitución real del pueblo que le da origen, la intención 
de lograr solucionar los problemas que la vida social 

pretendiendo omitir y aplicar en lo menos el de colaboración 
que se suma al de oportunidad. 

26 Linares, ob. cit., pág. 131. 

27 El autor considera las caracteristicas siguientes básicas: 
"a) el del idead o liberal ( ... ) que su pene: constitución 
formal, con declaraciones de fueros humanos como anteriores 
al Estado, división de pcderes, gobierno de la ley y no del 
hombres, ley irretroactiva, e igualdad ante la ley"; "b) el 
del ideario democrático, que postula constitución formal, 
participación popular en los actos fundamentales de 
constituir el Estado y legislar, y también exigencia de 
igualdad", y "c) una "economía capitalista-individualista". 

28 Idem, página 134-135. 
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conlleva, de acuerdo a. los principios buscados en la psique 
de la sociedad, y .una aétividad de los órganos encargados del 
gobierno limitados ·por el marco legal, en cuya fuente se 
encuentra la Constitución, fruto de la soberanía del pueblo. 
Sólo partiendo de ellos29 la legislación y la actividad 
jurisdiccional pueden enmarcarse dentro del Estado 
Democrático, ideario de la humanidad del que continúa la 
búsqueda. 

2.-PAINCIPIO OE LEGALIDAD. 

En la actualidad al Estado lo rige el apotegma del "gobierno 
de la ley", así la "legislación, la administración y la 
jurisdicción son, por tanto, funciones legalizadas. El 
arbitrio del príncipe, transferido a tres poderes, debe 
ejercerse de acuerdo con la ley." 30 

Asl se refiere el profesor argentino al procurar acercarse al 
principio de legalidad. Destaca el imperio de la ley sobre 
las personas y decisiones. 

29 Bur11oa -Derecho Constitucional Mexicano, ob. cit., ~gs. 
5l4-551- considera como elementos del Estado Democrático 
cuatro puntos fundamentales: al Declaración dogmática sobre 
la radicación popular de la soberanla: b) Origen popular de 
los titulares de los órganos primarios del Estado: c) Control 
popular sobre la actuación de los órganos del Estado y, d) La 
responsabilidad de los funcionarios públicos. Destacando de 
ellos que el autor parte de la consideración que "El 
gobernante no debe ser el amo de los gobernados, sino su 
servidor", y es que s6lo a través de una verdadera 
fiscalización el pueblo puede llegar a ser una democracia 
real, todo ello derivado de la libertad que implica la 
organización social, en cuanto que distingue entre libertad 
social, como "potestad gen6rica de actuar, real y 
trascendentemente, de la persona humana, ( ... ) Que implica~ 
en síntesis, la consecución objetiva de fines vitales" y 
libertad especifica, que es "una derivación de la libertad 
social genérica que se ejercí ta bajo ciertas formas y en una 
esfera determinada", y en cuanto que la libertad social "no 
es absoluta, esto es. no es ti exenta de restricciones o 
limitaciones" 

30 Linares, Ob. cit., pág. 136. 

41 



Los Estados Modernos nacieron a .. partir de ideales 
revolucionarios 'que se enfrentaron al viejo sistema 
monárquico, .ilustrado o absoluto, en el que se buscó la 
máxima· de las seguridades para los gober.nados, la que se 
encontró .en el marc.o ·de la constitucionalidad de la 
regulación de. los gobernantes, su 'total y absoluto 
sometimiento a los principios que. rigen. la. convivencia de la 
sociedad emanados -de los órga.nos legislativos o asambleas. 

Bajo esta' consideración, en la actiu1lid~·~.':l's~·.hace:manÍfiesta 
esta inquietud, sobre todo 'con,,; la'.· a'pa~ición de.: mlJl tiples 
órganos, gubernamentaies y no'.: gubeirnam',;ritíii..;s, ·.que procuran 
la salvaguarda de los derecho;; d.; los. ~i~d~danos, incluso al 
margen del principio de jurisdicé~.on~Ú.dád.; y buscando el 
mAximo de presión a tr:.;vés::·. d.;:. )ci's 'm~dios que ··otorga la 

·.<-. :;.;.· democracia participativa .. 

En estas circunstancias si!'lu:!.~n~~ a:·-~~h,,;Üt·corisidero que el 
Estado de Derecho tiene ~;{~':.."c'f,;r1.s'tic6s 'propi:.;s, que lo 
llevan a ser un Estado legata-do'•;· .{fi• ci'u'anto s'e basa. en el 
imperio de la ley. . · : •· .,:;_:: ; ___ ,. .. -:.,/·:·-,; ·::~ --. ·<~ 

Dos principios guiari la -a'ctu~'c;;'i.6';,'- d;;i-: E;..-t .. do·: de Derecho, el 
de distribución y el orgánié'o, - el' :priÍ!!ero seí'lala derechos 
fundamentales previos al. p'ré:ipio'·'és"ta'do,' estableciendo limites 
tanto a la actividad del particü1~,;· céimo 'a' l~ actuación de la 
autoridad, y el segundo se ref{ére' -·a la división de poderes, 
que encierra un sistema de compét.;ricias limitadas. 

En esa división de la actividad se entiende que la ley se 
emita por un sólo órgano constituido por el legislativo, lo 
que es considerar al Estado de Derecho de acuerdo al 
principio de legalidad, y por tánto parte de la consideración 
fundamental de la ley como pauta de actuación tanto de 
particulares como de los órganos de gobierno. Aristóteles 
toma dos puntos principales de la ley que la deben abarcar y 
comprender, ser general y razonable, omitiendo el 
calificativo de ley a cualquier disposición de alcance 
individual par solo serlo. El estagirista, para quien la ley 
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es voluntad general-racional y no fruto de una voluntad 
pasional, parte de la rat.:io y no de la voluntas. En relación 
al tema que se trata, y como corolario reproduzco a 
Montesquieu quien señala que "un gobierno que puede aceptar 
decisiones particulares sin estar vinculado a leyes 
generales, sólidas y permanentes, es despótico", y sólo por 
él pueden ser válidas las actuaciones generales que vinculan 
al particular y que su vez permiten a los órganos de gobierno 
afectar la esfera jurídica de los particulares. 

3.- PRINCIPIO DE SEGURIOAO JURIOICA. 

Siguiendo el pensamiento del punto anterior, destaco la 
importancia de la existencia de la Constitución, que implica 
un marco legal que como tal determina el cauce en el que 
tanto particular como gobernante encuentran la Manera de 
actuar válidamente, y fuera de la cual sus actos y relacione• 
deben considerarse como ilegales_ 

Ambito que se considera desde dos aspectos, uno positivo, en 
cuanto que los particulares pueden desarrollar sus 
actividades diarias con el conocimiento que no estarán 
sujetos al capricho y consideraciones subjetivas de una 
persona, cuya consecuencia implique la terminación o 
alteración de aquello que celebraron o especificaron con otra 
parte de la sociedad, y otro negativo, en cuanto que la 
autoridad se topa con un muro que le impide actuar fuera del 
mismo, a.Un y cuando parezca en la práctica que es de uso 
normal el juego de los funcionarios para aprovecharse de una 
supuesta "irresponsabilidad", y cruzar la linea sin 
importarles las consecuencias que ello trae. 

Si consideramos el desarrollo de nuestra vida personal, y nos 
movemos al supuesto de inestabilidad, simplemente es 
incomprensible cualquier desarrollo. 

De la vida cotidiana puede derivarse el concepto que nos 
ocupa, y determinar que la seguridad jurldica es consecuencia 
de la existencia de un marco legal, cuya base se encuentra en 
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la Consti tuci6n, y que permite a los particulares tener el 
conocimiento de un régimen de derecho estable, aplicable y 
cuya vigencia no se acabará hasta en tanto se. derogue o 
modifique su contenido, previos los procedimientos 
establecidos para esos efectos por la normá fundamental, y la 
convicción que su esfera jurídica no será afectada por las 
autoridades sino por las causas previamente establecidas en 
las leyes, y bajo los supuestos de la· propia Constitución, 
principio que se conjuga con el de legalidad, que en si mismo 
es nota característica de los Estados Democrá.ticos. 

Un problema esencial es el de la ley, como tal y el modo que 
aparece en simple alusión. No toda "norma" general, abstracta 
e impersonal es ley, deb.e reunir un contenido de valor, 
se11uridad, certeza, aplicabilidad, es decir, debe ser 
racional y oportuna, y por tanto, y como causa, considerar el 
"yo" de la comunidad poli tica, comprender la perfección a que 
debe tender el hombre, para obtener los valores que deben 
tener inmersos. 

Desafortunadamente vemos con triste regularidad, ya que 
nuestra capacidad de asCJmbro se encuentra agotada, la 
existencia de "leyes" que otorgan a las autoridades una gran 
cantidad de "facultades" para afectar la esfera jurídica de 
los particulares, no obstante que contradigan o sean 
inadecuadas a los mandatos constitucionales. Situación que 
los Tribunales Federales, "peri tos" del derecho por 
sentimientos "poli tices" prefieren omitir el estudio de los 
agravios y conceptos de violación que se les formulan a 
diario. 

4.- LA DIVISIOM DE FUNCIONES DEL PODER PUBLICO. 

El pueblo, en el 
buscar y alcanzar 

sentido 
el fin 

político, con la convicción de 
general, la felicidad de todos 

cuanto lo forman, se organiza y dota de reglas que se 
contemplan, en épocas modernas. de manera escrita en la 
Constitución, en cuyos términos se organiza el Estado, mA~ima 
representación de la sociedad. 
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La jerarquización de la sociedad, la manera ,como el Estado· 
existe 'y la forma. e'n que el pueblo determinó gobe'rnarse,' se 
contemplan en la norma fundamental: ··.la· constitución; Sin 
embargo' por s( misma ~s inca':'az dé:: lograr la. obediencia de 

~~;an ~i;;r~r:; .~r;Pi.ím:~P;:l.ii.· .~c,nast~dt;:ªjZu.~s,·t;.i;f~i!c·1ª.,.,icdi~ªó:n"!,º ·Y~~=m:::: a:~~~= 
con anteúíción,:. . 'la razón de su 
existen'cia{' \:" ·· "•:;: · .. :·:; ·•·.·: · 

\ ' ' ' . :',, ,~::_::-. .,. ' 

El modo como se \C>~r~· la actuación, y verdadera actividad de 
la organi'~aciÓ'n, . es a partfr del poder público, qua dimana 
directamerité ·''dé .. 1a ·Constitución formal, y que precisa la 
manera · c<imo~ -: :de· manera interna, el gobierno se forma, se 
distribuyen· las 'atribuciones, y se plasman las funciones por 
las 'cuales: se obtendrá el fin estatal: el bien público 
temporal. 

Como todo el pensamiento político en torno a la Constitución, 
el principio de división de poderes nació como respuesta a 
los acontecimientos que desde el siglo XII vienen dándose 
alrededor del poder político encarnado en la figura del 
mon~rca, y de cuya primera consecuencia se refleja en la 
Carta Magna del tiempo de Juan Sin Tierra, y que finalmente 
se justifica filosóficamente con las ideas de Locke, mismas 
que ajustará Montesquieu en su pensamiento para Francia, y 
que junto con Rousseau y los enciclopedistas del dieciocho, 
influirán en los movimientos revolucionarios de los Estados 
Unidos de América, primero, y de Francia, en segundo término, 
para tr'ansmi tir los ideales de manera muy particular a cada 
país latinoamericano. 

Ahora contenido en las organizaciones poli ticas actuales, 
encuentrá nuevos matices en su concepción, sin perder el 
concepto inicial, el sometimiento fundamental al orden 
j ur !dico de las disposiciones constitucionales, y el 
ejercicio del poder público en tres funciones básicas: la 
legislativa, la ejecutiva y la jurisdiccional. 
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Principio que rige en el equilibrio de la actividad 
gubernamental. y que evita la concentración de poder, físico 
y material, en una persona o grupo de ellas. 



Y. EL GOBIERNO. 

1.- El poder pilblico. 

La Constitución es fruto del ejercicio del poder soberano que 
radica en el pueblo. Contiene las disposiciones fundamentales 
en bllse a las cuales la comunidad· ·politica se organiza, 
establece la manera y casos en los cuales acepta someterse a 
las determinaciones dictadlls por el órgan·o encargado del 
gobierno. y establece limitaciones a la actividad de este 
1Jl timo. 

Precisadas las normas, la estructura del ejercicio del poder 
se determina acorde a sus lineami;>ntos; con ello se precisa 
la manera como la actividad de ese;.gobierno, y administración 
implicita, se conforma y distribuye·:en órganos, a cuyo cargo, 
evidentemente, se encuentran persOnaS. 

Las normas contenidas en la Consti tUci6n establecen la manera 
como el pueblo pretende alca~zar el.';fin estatal, y para ello 
organiza los medios, el aspecto' a~tivo y dinámico, que deben 
operar con el objeto de llevi.'r lá 0 coiiducta de las personas al 
logro de la meta. 

Es decir, contempla lá ac.ti vfdad en cuyos términos procederá 
a ajustar la de los miembro,;, al igual que la que le es 
propia, es el aspecto dinámico que se denomina poder público, 
el cual se encuentra por tanto sometido a su fuente, la 
Constitución. 

Ese poder público pllra su ejercicio se divide en tres 
funciones: legislativa, ejecutiva y jurisdiccional. 
Nacimiento que obedece a la propia naturaleza del Estado, de 
la manera como lo señala el maestro Porrúa Pérez al precisar 
que ""El Estado es responsable del orden, la justicia y el 
bien común de la sociedad que le está encomendada. Para ello 
debe crear y mantener un ordenamiento jurídico justo y 
eficaz: legislar; proveer, por medio de decretos y servicios 
públicos a la atención de las necesidades de la colectividad: 

47 



administrar; y resolver pacíficamente, y conforme a-d~recho, 
los conflictos de intereses que puedan surgir y declarar· cual 
es la norma aplicable en caso de. duda: Jt1zgar. Y todo ello 
dentro de esa tarea compleja, multifacéÚca; que r.;viste ora 
una forma ora otra, que es al artft_··de·: __ gob!3rná.r ... 31 " 

2.- División de Poderes. :.,'-, 

. .•'• 
-·,--r-

1.a . máxima centralización ciiii .pb'cie¡:\, pérsoña1 :';'sobre una 
sociedad entera se manifest'ó eñ•1á••époC:a '.~el::{ábsolutlsmo, en 
la que todo el .. pensamiento', i.a .. :v61~n.tad'' y.'• Íos"''fines'' eran 
determinados por el monarcá\ .'qÜe' no teniá.línáii.; u;;,Üe que su 
propia voluntad. 

. ·+:.r ,,. .... 

i';, -' . _,., ·::«'.~-.:·. ·. 
~- •, \' , 

Evidentemente a su, l Ú~ • ~~· ·~ome~ieron ¡ uná i~~inidad de 
arbitrariedades que cúlminó,.en .el parteaguas'de Í.Í historia: 
la Revolución Francesa. 

El movimiento revolucionario fue· ·motivado:":• pór· .los 
pensamientos de los enciclopedistas, iusraé:ionaÍistas, y en 
este ambiente el pensamiento de Monteii.qGfeu; .. :·determinó la· 
nueva forma de los gobiernos que se refleja ::nas.ta •·nuestros 
días, quien al estudiar la estructura. dei•:'¡)6Cier• ~rÍici:Sa la · 
actividad del mismo, dividiénd~lo, para prb~osar ur'íjué96 de 
contrapesos, en tres puntos principales, .;-'la'·::"Asámtii'iia: que· 
dictara las leyes para regir la . actividad ;de :'.todos· ·1os 
miembros de la comunidad poli tica, sfn importar ·ias· 
cualidades personales y sólo su participación en. la .'so6iedad; 
los Jueces, indispensables desde que convivieron los dos 
primeros hombres, para dirimir las controversias que la 
actividad cotidiana provoca, y la actividad del gobernante, a 
quien se le qui ta el conocer o intervenir en el ámbito de 
actuación de los órganos encargados de realizar las funciones 
antes descritas, para dedicarse al gobierno de las personas y 

a la administración de las cosas, ambos aspectos dirigidos 
siempre a la obtención del bien público temporal. 

31 González Uribe, ob. cit., pág. 371. 

48 



El principio es fácilmente entendible y m6s alln sencillo de 
comprender su contenido, en cuanto que a cada órgano de la 
actividad gubernamental se le •ncarga una labor especifica 
que lo caracteriza, y a la vez lo limita de intervenir en la 
propia de los otros. 

Aún se podría pensar evidente el principio en comento, no 
obstante autores consideran que no es posible su existencia 
como tal, y si atenuado, y otros le niegan existencia en si 
mismo, y sólo como conveniente en una época y por un motivo 
determinado. 



Burgoa32 por su parte acepta el principie como fundamental 
para entender al Estado de Derecho, sin embargo no reconoce 

32 El autor acepta su existencia como •• desprende de los 
siguientes párrafos de su libro: "Para que opere la 
juridicidad t ... ), se requiere la división o separación de 
poderes ( ..• ). Si las autoridades·encargadas de la aplicación 
de las leyes fueran las mismas que la elaboran, y si no 
existiese entre una y otras ningún órgano que decidiese 
jurisdiccional los conflictos surgidos con motivo de dicha 
aplicación y que velara por la observancia de la 
Constitución, en una palabra, si fuere un solo órgano del 
Estado el que concentrara las funciones legislativa, 
ejecutiva y judicial no habría sistema democrático, que es de 
frenos y contrapesos, recíprocos, sino autocracia, cualquiera 
que fuese el contenido ideofógico del régimen respectivo." No 
obstante, considera inadmisible la independencia entre los 
poderes, ya que tampoco acepta que se trate de las funciones, 
encargados del ejercicio de las actividades que le son 
propias a cada uno, ya que precisa "el principio de división 
de poderes ensei\a que cada una de esas tres funciones se 
ejerza separadamente por órganos estatales diferentes, de tal 
manera que su desempeRo no se concentre en uno solo ( ... ), y 
cuya conjunta actuación entrai\a el desarrollo del poder 
público del Estado. ( ... ) entre dichos poderes no existe 
independencia sino interdependencia. Si fuesen independientes 
no habría vinculación recíproca: serían tres poderes 
''soberanos'', es decir, habría tres ''soberanías'' diferentes, 
lo que es inadmisible, pues en esta hipótesis se rompería la 
unidad y la indivisibilidad de la soberanía", consideración 
que no comparto, ya que todos los órganos gubernamentales y 
todas sus actividades derivan directamente de la Constitución 
que estatuye la manera como se organiza el gobierno, misma 
que nace a partir del ejercicio del poder, único e 
indivisible, soberano que radica en el pueblo. Su postura es 
congruente con su pensamiento acerca de la soberanía, que no 
la reconoce como nacional, sino estatal, que como apunté con 
anterioridad tampoco comparto. 

En consecuencia, para el autor, la división a la que alude no 
se refiere a las funciones sino a los órganos que las 
desarrollan, y en tal virtud precisa que "la calificación de 
"órganos legislativos, ejecutivos o judiciales" obedece a que 
sus respectivas funciones "primordiales" estriban en elaborar 
leyes, en aplicarlas a casos concretos sin resolver ningún 
conflicto juridico o en decidir controversias de derecho 
conforme a el las. Esta primordial idad funcional no excluye, 
sin embargo, que cada uno de dichos órganos pueda ejercer 
funciones que no se comprendan en su principal esfera 
competencial ( ..• ) en los casos expresamente previstos en la 
Constitución. Estas consideraciones fortalecen la distinción 
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la independencia que rige en las funciones :en que se divide, 
el poder pllblico, y es más, tampoco admite la 'separación 'de 
las funciones como tales. y sólo respeC:Íto' d;. los' órganos a 
los cuales la Constitución encomienda su desarrollo. 

Más radical resulta la postura de Acosta Romero33 , quien 
definitivamente no acepta como posible la división de los 
poderes, y mucho menos su independencia, sino su cooperación. 

que existe entre "órgano" y "poder", pues la identificación 
de ambos conceptos provoca serias confusiones en la 
interpretación y aplicación de los mandamientos 
constitucionales en que se emplean. Los poderes legislativo, 
ejecutivo y judicial son esencialmente inalterables. Nada ni 
nadie puede cambiar su implicación sustancial. Lo llnico que 
puede madi ficarse preceptivamente es su distribución entre 
los órganos del Estado o reformarse la órbita competencial de 
estos. ( ... ) la teoría llamada de la división de poderes, 
debe entenderse como separación, no de las funciones en que 
el poder públ ice se traduce sino de los órganos en que cada 
una de ellas se deposita para evitar que se concentren en uno 
solo que las absorba totalmente. su nombre correcto seria, 
consiguientemente. "Teoría de la separacjón de Jos órg1inos 
del poder públjco o peder del Estado"." Posición que por 
consecuencia no comparto, ya Que considero que la división a 
que se refirió el pensamiento del dieciocho no contemplaba 
tanto la diferencia entre los órganos como entre las 
funciones, de la manera como se desprende de las diferentes 
posiciones de influencia inglesa y francesa, en torno a las 
cuales haré las consideraciones en capitules subsecuentes. 
Derecho Constitucional Mexicano, ob. cit., págs. 579-581. 

3.S En tal virtud precisa que "no existe división de poderes, 
existe el ejercicio de una sola actividad, que es la del 
Estado y que se ha dividido. por razones de trabajo. de 
colaboración más eficaz. para el desarrollo de esa actividad, 
en distintos poderes. sin que esto quiera decir que 
necesariamente tengan fuerzas y contrapesos y que e><istan 
e><clusivamente los tres clásicos poderes de acuerdo con la 
teoria, ya que, teóricamente, podrían e><istir tres. cuatro, 
cinco poderes, etc, los que consideren necesarios según el 
crecimiento de la sociedad. para ll•var a cabo las tareas del 
Estado." Postulado que considero probablemente adecuado si se 
parte de una consideración lógico-objetiva de interpretación, 
y sólo bajo circunstancias particularisimas de un Estado en 
concreto. pero que no dejan de ser contrarias al devenir 
histórico, nacional, y en general de la fuente de su 
pensamiento: estadounidense. francés y español. Es decir, 
niega el autor cualquier interpretación histórico-pal i ti ca, 

51 



En tal virtud comparto el planteamiento expuesto por GonzAlez 
Uribe34 quien expone como necesaria la existencia de esa 
di visión de poderes' aunque reconoce que de modo subsidia ria 
y e><cepcional pueden desempeñar actividades propias de otro, 
siempre que dicha posibilidad se reconozca e><presamente en la 
Constitución35. 

amén que sus consideraciones no son apropiadas toda vez que 
la división de poderes no implica división del ejercicio de 
la actividad estatal en tres, sino que en aquella se incluyen 
estas, además que la afirmación del aumento o disminución 
cuanti ta ti va de los poderes de acuerdo al "crecimiento" de la 
sociedad, es, por lo menos hasta la presente época 
inaceptable, al no existir fundamento histórico, ni 
acontecimiento poli tico que le sirva de sus ten to, y cuando 
así sucedió, como el caso de México, con el Poder 
Conservador, su origen fue más para romper el equilibrio, que 
también niega, del régimen democrático, con el fin de obtener 
un control absoluto sobre la actividad de cada poder. Teoría 
General del Derecho Administrativo Primer curso, Editorial 
Porrúa, S.A., México, 1991, pág. 83. 

34 Ob. cit., págs. 372-373. 

35 Ibídem. "la separación de poderes," escribe el autor, "al 
señalar a los órganos fundamentales del Estado una esfera 
claramente definida de competencia, propicia la 
especialización de funciones, con lo cual, los órganos se 
vuelven cada vez más aptos para el desempeño de sus tareas. Y 
con ello mejora el funcionamiento total del Estado y se hace 
más eficiente. ( ... ) hay que convenir en que las mlÍl tiples y 
complicadas tareas del Estado de nuestros días no permiten 
que los grandes poderes piíblicos vivan como en 
compartimientos estancos, sin relación unos con otros. Al 
contrario se impone una colaboración orgánica y permanente. 
entre esos poderes para lograr la meta única e indivisible 
del Estado, que es el bien público temporal. ( ..• ) De aquí 
que, si bien es cierto que de modo ordinario, normal, toca a 
cada poder ejercer aquella función que por su naturaleza le 
está encomendada -administrativa, legislativa o 
jurisdiccional-, también lo es que esos mismos poderes 
ejercitan de hecho, sin salirse de su competencia, y rut....!.!!l. 
modo excepcional y subsidiario, funciones que son J:)ropias de 
otros, como cuando el Jefe del Poder Ejecutivo exJ:)ide 
reglamentos (función materialmente legislativa) o los jueces 
dictan medidas de car.ícter administrativo en el curso del 
proceso jurisdiccional. A estp le llaman los tratadistas 
temperamentos al principio de la separación de poderes, o 
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De lo antes expuesto se~alo los puntos siguientes: 
a) La división de poderes existe necesariamente para lograr 
el equilibrio en la actividad gubernamental, y evitar se 
sumen en uño la de cualquiera de los otros, o todos en uno, 
al ser causa para el rompimiento del equilibrio indispensable 
en el régimen democrático, y que salvaguarda evitar incurrir 
en el absolutismo, del ejecutivo o del legislativo36. 
b) El contenido de las funciones, la actividad concreta, se 
establece en la Constitución de cada Estado. 
c) La división de poderes acepta excepciones, pero sólo en 
los casos expresamente previstos en la Constitución. 
ch) Los órganos a quien•s !Se encomienda el ejercicio de la 
actividad propia de cada función, asi como sus casos de 
aplicación, especifica cuando no es la que naturalmente le 
corresponde, se crean y definen en la Constitución. 
d) Que se ratifica el papel prioritario de la Constitución 
sobre cualquiera otra disposición secundaria, o todo tipo de 
actividad, sin importar su origen o finalidad37, 

bien la flexibilidad, en la aplicación de dicho principio. 
( ..• ) Queda empero en pie el problema de como lograr -en la 
práctica y eficazmente- el equilibrio entre los poderes a fin 
de evitar extralimitaciones. Eso dependerá, en última 
instancia, de las Constituciones de los diversos paises." 

36 El filósofo del liberalismo Karl Popper, fallecido en 
septiembre de 1994, en la defensa del equilibrio de poderes. 
que los autores antes seria lados cuestionan de modo 
particular, se~al6 que el régimen democrático "es el conjunto 
de instituciones dirigidas a defenderse de la dictadura. No 
permitiendo un dominio parecido al de la dictadura, una 
acumulación del poder, sino buscando limitar el poder 
estatal. Es decisivo que una democracia, en este sentido 
tenga abierta la posibilidad de librarse del gobierno sin 
derramamiento de sangre, tanto cuando éste viole sus derechos 
y deberes, como cuando se considere errada o mala su 
política. La lezione di questo secuolo, Venecia, 1992, pAg. 
65, traducción libre. 

37 "Pero nuestra corresponsabilidad exige libertad, mucha 
libertad: la libertad de palabra, la libertad de acceso a la 
información, la libertad de publicar y muchas otras. Un 
"exceso'' de estatismo conduce a la falta de libertad, pero 
ésta también la produce un exceso" de libertad ( .•• ). 
Necesitamos la libertad para impedir que el Estado abuse de 
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3.- Interpretación inglesa del principio de división de 
Poderes. 

Como apunté, el principio de división' de poderes se .entiende 
de dos maneras fundamentales. ·:La- prime.ra·, en tiempo, es la 
que deriva del sis tema {nglés ·: dé. gobierno, la segunda, 
llevada al continente por Monte_sqLÍieu;·, 'qÚe e·ncarna al sistema 
francés. : · ,.•:·: .. •i·. ·: 

::::s e~~:~¡~~r:~~º~~:i ~~~~d~~ª-~ªe:1·,,~~ JI3z~~~t~~2~¡~E~!:~-~ ~e~ 
amplio sentido, de manera que se ~btenga':un-:e<iu'ilib~io en' el 

mismo, y evitar, por tanto, su conc;.n~i".~ºi.ón.;¡':- !~,''. ._ .·• ..... 
En los dos casos, el plantea.ni e~f;; deriva Ciei Un~ sÚ'u~ciÓn 
absoluta del poder monárquico y sú ·;,enéimié'n'tó'.:'-;¡n¡ favor de 

.;,, .. 
los gobernados. ·.-. '·· 

· . .'~' ,,,. \­

'': 

La versión 
dividen en 
Quedando el 

inglesa postula que los p6J~r;~\'del.> Estado sé 
tres: poder ejecutivo, legi~lati110 :fy< j.:ÍdÍéial > 
primero de ellos detentado- po~:Ta 'í::Cí~6ná; . ; • -

Al respecto Ramón Martín Mat~o38 come~t~'.'·qJ~~-. ;•,fe:,~ barones 
ingleses, los estamentos privilegiados, d<ii'í:'; ~a'!s-,.,cofi~iguen, 
frente al monarca acantonar en la Cororia··:'·ta'n·'' solo<• 'ciertos 
atributos y facultades residenciando en<':~l;·;/'Pa~iamento el 
mbimo de posibilidades decisorias, de P(JCfo(·'poÜtico. Para 
cuidar de que las decisiones del ParlameA-to s~an- -cJmplidas, 
en definitiva, de que las leyes se obs-~·r:'2~rl,·' .. se· ~rbitra un 
mecanismo obvio derivado de la propia·" idiosincrasia y 
estructura básica de la sociedad. El sfstem-a de jueces 
independientes no sometidos al monarca, . SiJlO a la ley de la 

su poder, y necesitamos del Estado para impedí r el abuso de 
la libertad". Karl Popper, citado por Franéfaco Gil Vi llegas, 
ponencia del tema La vida política mexicana, Colegio de 
México, ! 994. 

38 Ob. cit., página 42-44. 
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que son cuidadores y veladores. Aqui surge esta originalidad 
inglesa, el denominado Rule of Law, imperio de la ley que 
obliga por igual a administrados y administradores." 

Lo esencial en el postulado ingl6s es la posición de la 
judicatura, que en su experiencia siempre tuvo una actividad 
honrosa, dentro de las posibilidades históricas, a diferencia 
de la actividad del soberano, motivo del nacimiento de su 
carta Magna, como apunta el autor referido. 

Esta confianza en su sistema de justicia provoca que sean los 
jueces ordinarios quienes controlen la actividad de la 
Administración, teniendo entonces un doble cometido, el antes 
destacado y el que le es propio, dirimir los litigios entre 
los particulares. 

La división de poderes bajo la consideración inglesa deja a 
la Administración sin poder, por si misma, de afectar la 
esfera de los particulares, teniendo "cuando encuentra 
resistencia, cuando los particulares se niegan 
voluntariamente a obligarse, (que) acudir al juez para que 
imponga determinadas conductas." 

Lo que lleva a concluir al autor que "Este es el sistema de 
judicatura llevado hasta sus últimas consecuencias. cuando 
una persona no quiere realizar una conducta no se le puede 
obligar directamente; es necesario acudir a un Arbitro 
imparcial a una tercera persona cuyas decisiones previamente 
se decide acatar, para que resuelva que es lo que procede. 
Aqui pues, el esquema de la división de poderes funciona de 
una forma radical: Judicatura, Gobierno y Parlamento, cada 
uno con sus cometidos especiales y distintos, pero dominando 
el imperio de la ley." 

De este punto destaco la importancia de la judicatura en el 
sistema de gobierno, es decir, en todos los casos la 
actividad jurisdiccional se guarda para los tribunales, sin 
importar que el conflicto se suscite entre particulares o de 
estos con la Administración, en todos los casos la afectación 
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por virtud de una orden particular provendrá de los órganos 
encargados del ejercicio de la función judicial. 

4. - Interpretación francesa del· princfpio de división de 
poderes. 

La división de .. pod.;.r.;s-·· toma ···Un matizi.singular, desde la 
perspectiva dé •ia 'idéa''anteri?r,:yai:,'.qúe{lo importante para 
esta corriente es el Órgano/que r:e.Úiza laC:actividad. Así, la 
actividad administrativa fcie ·'.~ualqG{~r\iÓrgano del Poder 
Ejecutivo no será ·revisablei. pe} \Stritit;ííales del Poder 
Judicial, ya que ello impli.'ca: l:.0 t'intr6misf.'óni de un Poder en 
la actividad de otro. En-·ésta' ·corri,;;.;t;,;:.<ser'A un tribunal 
administrativo contencioso ''d.;.< :i/pi~¡.;;.· ·-. jurisdicción, 
perteneciente al propio EJÍicutf.v'ci~ '·'e1 · quei' . resolverá las 
controversias que se susciten en · la rei.ac.ión · ·gotíérííante:­
gobernado. 

·~. -; 

como he insistido, las instituciones y· dfsp6sicfones de 
derecho que aplica cada Estado obedécen a uná· r.;acciori ante 
un acontecimiento histórico determinado.. Por ÍiÍlo; ia 
posición francesa se aleja de la inglesa, ya _qu.;,'si estos 
tll timos tenían confianza en su sistema de <judica,türa, 
aquellos, muy por el contrario, tenían un. pleno resentimiento 
hacia ella, ya que en el momento histórico ·ant.!.rior ·de ~eco o 
nada sirvió como garante de la salvaguarda·de los derechos de 
las personas y el logro de la justicia. 

Por lo cual, y con el objeto de, a su n¡anera, lograr el 
equilibrio de los poderes, y en atención a· que ·no era posible 
someter la actividad del ejecutivo al judicial, por los 
motivos expuestos, y ante el peligro de otorgar facultades 
suficientes para entorpecer la acción de aquél. se encomienda 
al propio administrador la vigilan.cía de su actuación. 39 

39 Ibídem. "La versión francesa de la división de poderes a 
la que dio un sólido impulso inicial Montesquieu, atln 
partiendo del modelo inglés, introduce una cierta desviación 
en cuanto a que entiende la división en el sentido que la 
Administración no está sometida a la jurisdicción ordinaria, 
y ello, ( .•. ) porque en Francia los revolucionarios temieron 
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De este punto subrayo que los órganos a los cuales se 
encomienda la función judicial, en estricto sentido, sólo 
conocen de las controversias entre particulares, dejando a la 
Administración lo relativo a dirimir litigios entre ella y 
los gobernados. Nótese la diferencia con el sistema inglés. 

Teniendo estas dos ideas consideremos la posición mexicana, 
que como se verá adelante ~s una mezcla bastante mala de las 
dos posturas anteriores, siendo necesario analizar a la luz 
de la legislación constitucional vigente el principio de 
división de poderes, y su desarrollo histórico a partir de la 
Ley Lares, la Constitución de !857 y por último el criterio 
seguido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

5.- Postura en la conati tuci6n de loa Estados Unidos de 
AMrica. 

La influencia de Locke y Montesquieu se hizo sentir en todos 
los pueblos que ansiaban su libertad, y es que los 
movimientos revolucionarios de independencia que se dieron 
durante el siglo ><VUI fueron fruto de las ideas humanistas 
de la 6poca, en las que se retoma la postura de la persona -
individual, para distinguirlo del correspondiente al XIII 

que la Administración fuese maniatada por la justicia, 
teniendo presente lo sucedido en el Antiguo R6gimen que la 
Revolución trató de liquidar. En el Antiguo R6gimen, en 
efecto, la judicatura venia integrada por determinados 
estamentos pri vi legi ados, la nobleza de la toga, los cuales 
tenian particular interés en que las leyes fuesen aplicadas 
de tal forma que no afectase a los privilegios de la clase de 
que procedian. ( ..• ) As1, el primer modelo franc6s, despu6s 
generalizado, entiende que la Administración, en sus asuntos 
propios, es completamente independiente y autónoma y no está 
sometida al poder judicial. Está sometida, si, al Parlamento, 
a la Asamblea en cuanto debe ejecutar y realizar sus leyes y 
seguir sus instrucciones y mandatos, pero los negocios 
administrativos no son conocidos por el Poder Judicial. El 
poder Judicial sólo entenderla de litigios entre 
particulares. de la aplicación del derecho privado, pero no 
de litigios de la Administración pública en cuanto tal." 
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italiano-, y que por tanto se imposibilitan para reconocer el 
poder absoluto de los monaréas. 

Los ingleses' l le~1ados a América trajeron consigo' el 
pensamiento 'de cambio, que culminó con la independe,néia de 
los Estados Unidos de América, plasmand,; sus ideales en' la 
constitución de Filadelfia ~e 1787.'. 

Roto el i,mperio del, got:iernante; , e'1 '' texto ,iconsti tucional 
estadounidense' aplica el ' prin6ipio éÚ/ di~isió~{:d~ poderes 
dando a la judicatura un· 'papar'.' rel~;,;a~te;¡'en ,eli~"ot.iérno, ya 
que sirve de umite ª laacÚvidad guber'.niTental. 

Se distingue perfectamente la' ~oüSJ.'~~;F' que realiza el 
Congreso y el Presidente, Y' a amb~s;·: ::los detiene las 
decisiones de los Jueces Federales, quienes, respecto del 
primero, llegan a variar el conten'ido ,de, las leyes bajo el 
criterio de justicia y equidad,, en, tanto, para el segundo, 
frenan la actividad de la administración, desde el momento 
que nace para afectar la esfera de derechos de los 
particulares hasta su decisión finai. 40 

No admite mayor cri ter'io que ,la división de poderes tra.lda 
del pensamiento inglés, el cual, como quedó apuntado, dista 
mucho del tomado por Francia. que con las guerras 
Napoleónicas influyó en España. 

Este es el modelo que tuvo a la vista el constituyente del 
57, cuyos lineamientos toma el posterior de 1917, y que ahora 
los nuevos legisladores, ya no constituyentes, pretenden 

40 "Ese Judicial federal, árbitro temperante, no sólo tendr.la 
la facultad de interpretar la ley sino, incluso, de cambiar 
su sentido, o sea, la potestad derogatoria de disposiciones 
anticonstitucionales. surgió as!, a partir de la famosa 
decisión dictada en el asunto "Marbury vs. Madi son" (1803), 
la supremacía judicial que significó continua supervisión y, 
asimismo, freno de toda la actividad gubernamental." O. 
Rabasa Emilio. El pensamiento político del constituyente de 
1856-1857, Editorial Porrúa, S.A., México, 1984, págs. 6-8. 
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alterar dando facultades de afectación di recta a la 
Administración. 

6.- Influencia en la legislación .. xicana. 

El siglo XIX es una época de cambio, de rompimiento entre las 
viejas estructuras poli ticas, sociales y económicas, con su 
correspondiente impacto en lo social, que en Méxic.o motivó, 
junto con factores, principalmente, consecuencia de nuestra 
relación con los Estados Unidos de América4 1, un tiempo de 
ajuste, de una constante búsqueda de la identidad "nacional", 
que, como todo movimiento nacionalista, propició un estado de 
guerra generalizado y permanente42. 

Pensamiento que concluye con la victoria, a finales de la 
centuria pasada, del grupo libera143, y la toma del poder por 

41 Los movimientos vanguardistas implicaron un rompimiento 
con el poder, de hecho, absoluto que mantenía la Iglesia 
Católica de Roma, tanto en el imbito pclitico como en el 
económico. Circunstancia que se manifestó desde los 
movimientos jacobinos y, muy en especial por su influencia en 
M6xico, en el pensamiento masón, el cual, est~ último, venía 
del arraigo estadounidense con miras a obtener aliados dentro 
del continente Americano. En nuestro país el pensamiento 
liberal se influyó por personas pertenecientes a la masonería 
yorkina o a la escocesa, cuya frontera es coincidente en los 
partidos conservador y liberal, los que miramos participando 
en nuestra historia durante todo el siglo pasado. Masonería 
que contrajo los principios estadounidenses aplicados en el 
vecino del norte, y que tuvo tremenda influencia en el 
régimen de derecho nacional, constitucional y secundario. 
Resulta interesante la narración de la historia en el periodo 
de nacimiento del Mé><ico independiente sel'lalada por 8osch. 
8osch García Carlos, México en la historia 1770-1865, 
Universidad Nacional Autónoma de Mé><ico, 1993. 

42 De al 11 la importancia de la anotación de Popper acerca 
del rompimiento del régimen democrático y sus consecuencias. 

43 Desde luego con la influencia que se tuvo de los Estados 
Unidos de América, tanto por constituir un polo cultural­
politico de atracción, como por la experiencia personal de 
varios de los miembros de la comisión que participó en la 
elaboración de la Constitución de 1857, como lo hace notar 
Andrés Serra Rojas, en sus comentarios al prólogo del libro 
de Emilio o. Rabasa. -ob. cit., pigs. XXIV-XXV- en el sentido 
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parte de 8eni to Juárez, participante de la postura antes 
precisada, ~ que, de acuerdo al pen;;.amiento de ese tiempo, 
procurñrá sustanciales cambio$ en la legislación mexicana, 
siguiendo el modelo estadounidense representado por el pais 
vecino del norte44 • 

El vinculo Estado-Iglesia es roto después de una 'Constante 
lucha entre los· dos polos de poder, de la· 'cual· sali'ó 
triunfante el primero, sometiendo, no sin libre:·de.fensa, al 
segundo. 

siguiente: "La lucha en el Constituyente de 1856;.;1857, pone 
de maní tiesto a qué grado habia llegado 'la lucha el partido 
liberal: ( ••. ) La comisión que elaboró el proyecto de 
Constitución estuvo presidida por don Ponciano Arriaga. He 
aqui el grupo de Nueva Drleáns actuando en forma definí ti va. 
Arriaga había vivido en 8rownsville con acampo y conoc~a sus 
ideas liberales radicales. Más tarde, el mismo Ocampo reforzó 
la comisión que elaboraba el proyecto. Por diversas razones 
tuvo que retirarse temporalmente del Congreso, pero no perdió 
sus relaciones con él a través de su yerno don José Maria 
Mata. constituyente de Veracruz." 

44 Liberal m•1<icano que publiéó un maní fiesto anunciando la 
expedición de las leyes de reforma, cuyo contenido lo cita 
Andrés Serra Roja en la obra de Emilio o. Rabasa -ob. cit. 
pág. XXV-, y de la cual Juárez hace un esbozo general del 
contenido de la!! leyes de referencia, y que patentiza la 
intención de lo!! principios de división de poderes y el de 
legalidad, al expresar "Al cumplir hoy este deber nada tiene 
que decir el Gobierno respecto a sus pensamientos sobre la 
organización política del pa!s, porque siendo el mismo una 
emanación de la Constitución de 1857, y considerándose 
ademAs, como el representante legítimo de los principios 
liberales consignados en ella, debe comprenderse naturalmente 
que sus aspiraciones se dirigen a que los ciudadanos todos, 
sin distinción de clases ni condiciones, disfruten de cuantos 
derechos y garantías sean compartibles con el buen orden de 
la sociedad; a gue yno y otros se hacan siempre efectivos por 
la buena administración de iusticia; a que las autoridades 
todas cumplan fielmente sus deberes y atribuciones sin 
excederse nunca del circulo marcado por las leves". 
Pensamiento que después traicionará, pero que sintetiza el 
espíritu de los legisladores de la Constitución de 1857. 
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Bajo el modelo estadounidense, México impuso el principio de 
división a la luz de la tendencia inglesa, con lo cual 
sostuvo la diferencia. ·y · equilibrio entre los órganos 
encargados del ejercicio del. poder pl'.lblico, de acuerdo con la 
función específica. 

Irónicamente, Francia, cüna·.'del'principio sei'lalado, retoma el 
camino y propone y aplica··¡.;i,:qÚe precisé como posición de ese 
país, no considerando.: 8i..·:principio de división de poderes 
desde la perspectiva' 'de 'ia·· a·ctividad, sino a partir del 
órgano de gobierno ·que lo i'i'evara a· cabo. 

Fue en la Constitución de 1857 en la que se plasma la idea 
vigente para esa época del principio de división de poderes, 
ratificando la postura mexicana de seguir la posición 
estadounidense, y por ende sólo permitió la actividad 
jurisdiccional a los órganos del Poder Judicial. 

La Constitución Poll ti ca de los Estados Unidos Mexicanos de 
1917, que actualmente nos rige, por lo menos de manera 
formal, en cuanto que muchas partes del texto original es 
materia no del estudio del derecho sino de la historia, nace 
con motivo de la intención de modificar la que le antecedía, 
y es importante este hecho, al no ser la intención una nueva 
Lay Fundamental, sino, y como se reconoce desde el nombre del 
movimiento carranzista que le da origen• otorgar vigencia a 
la de 1857. 

Oe acuerdo con el articulo 49 de la Constitución Poli ti ca de 
los Estados Unidos Mexicanos, vigente. el poder pl'.lbl ice, que 
implica el desarrollo de la soberanía, la cual radica 
esencialmente en el pueblo, a decir de la declaración 
dogmática de la norma fundamental, se divide para su 
ejercicio en las funciones administrativa, judicial y 
legislativa. Encomend6ndose la primera al Presidente de la 
República, la segunda a la Suprema corte de Justicia de la 
Nación, Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito y 
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Juzgados de Distrito, y la última al Congreso de la Unión", 
quienes respectivamente, desarrollarán de manera exclusiva 
los actos propios de su actividad. 

Como ya precisé en lineas anteriores, la influencia 
estadounidense es patente y evidente en el. texto. 
constitucional, en tal virtud, el princi~io de ·divi-~ión de 
poderes, antes estudiado, se contempla desde su· pers.pectfva, 
siendo aplicable en consecuencia el: ·'diverso. ·principio 
denominado de colaboración de poderes, ~n Íifrtud "élá1 .;ual la 
actividad de un "Poder" puede ser compartl°da 
casos de excepción expresamente contenida 
Constitución. 

con 'otro en los 
en la propia 

Bajo esta perspectiva se entiende que la Ley Lares no fuera 
atendida por los contemporáneos, claro está, es inconcebible 
bajo la perspectiva norteamerica'ria que facultades 
jurisdiccionales pertenezcan a1 EJeC:t;ú~~. cuando su postura 
parte de una posición de frarica preeminencia de la 
judicatura. 

-·.~; ' 

Esquema de organización ·que°> ·~óÚr. se pudo adecuar, no sin 
alterar el fondo consti tucfonaf"' O'r{g.i.nal, y tampoco evitó el 
atropello de ·la organi zacfr,,;· ·-fÚndamental del actuar 
gubernamental, hasta la moC:fftÍc1ü:'i6n· de los artículos 73 y 
104 constitucionales, cuand"o· sé_.: prevé, totalmente forzado, la 
formación de tribunales conten~i~s~s/ ~unque siempre sujetos 
a la actividad jurisdiccion~l- de· "16s. Trfbunales que integran 
al Poder Judicial. 

En consecuencia es claro que los Tribunales Cont"enciosós que 
aparecen en los Estados miémbros dé la Federación ·tengan 
características tan disímbolas, como aquell"as que i"os 
consideran como de plena jurisdicción, cuando otí:os, como el 
Federal, aunque con comentarios encontrados, ·se conside.ra de 
anulación. 
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Nuestros pensadores ya dieron pasos a 
tribunales contenciosos administrativos, 
"gobernabilidad" y el "mayor respeto" 
derechos de los particulares. 

la formación de 
buscando la mejor 
a la dignidad y 

¿Debe tender Mé><ico hacia los tribunales de plena 
jurisdicción?, como lo hacen algunas entidades federa ti vas, 
de la manera establecida por la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de M6><ico, en relación con el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 
referencia, que en buena parte implica forzar la división de 
poderes, ya que se permite que la judicatura se realice por 
órganos que no tienen esa facultad de origen, y que en 
definitiva no son ni puaden ser del Ejecutivo Federal o 
Estatal, 6, apegarnos a la tendencia con la que coqueteamos, 
y formular la creación de tribunales que pertenecen al 
Ejecutivo, con decisiones no revisables por el Judicial, como 
los Consejos de Estado Francés y Español. Porque esta última 
postura sólo se logra con verdaderos peri tos en materia de 
derecho administrativo. México, ¿los tiene?. Es arriesgado 
permitir este ejercicio por personas que carecen de una 
preparación como funcionario en la judicatura. Si nuestros 
Jueces de Distrito faltan en su conocimiento acerca de la 
distinción entre nombre, razón social, denomiriación social; 
del contenido que lleva la autorización y que lo diferencia 
de una concesión¡ cuando ignoran el contenido de parte de un 
proceso y de la relación que nace entre autoridad y gobernado 
en un procedimiento administrativo sancionador, que se puede 
esperar de los que se supone no tienen la preparación para 
tan "alto" puesto45 . 

45 Amparo indirecto Sergio Ruesga Carbonell. conocido por la 
Juez Se>< to de Distrito del. Primer circuito en Materia 
Administrativa. 146/94. · 
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VI. FACULTAD SANCIOHAOORA DEL PODER EJECUTIVO. 

1.- Consideraciones generales. 

El Presidente de la República, de conformidad con el articulo 
90 de la constitución Federal, y por una sana razón,. toda.vez 
que no puede encargarse en lo personal del despacho de .todos 
y cada uno de los asuntos que implica su posición : y deberes·,' 
es au><iliado, en el aspecto central de la administ:raciÓno? por 
los secretarios de Estado, quienes tienen .. facultad ·para 
conocer de determinadas materias, en los: t·é.~nirilos·..:.:d~ ··.la 
distribución que de las mismas realice la Ley·org6nica 'de··. la 
Administración Pública Federal. 

·:.;~·,.:· 

Ya quedó claro que por el princi~i~< de .'(j¡J¡,.¡J~' de p~deres, 
uno no puede alterar ni afectar iá'~iifer ... 'ci,ú ÓtrÓ/''auriqu,;; se 
considere procedente el princi~ioi dé ' c'é;iabo~,,;.:;~¿,n:. entre 
el los. . .• ,-

,, ... -

El problema de la acti.vidad ~4be·~~a~~l)t~~l .c~8.r:i~o '.:actúan 
restringiendo la esfera·.)IJridica:;·._~e:·,1oi¡¡ \Pªrticu.l.ares, 
traUndose de sanciones,. objeto'm~CÍúlar d~i;~í-Els~nte'trabaJo, 

::u:~um:1/i:~~:~0a1 ª u~: 1 i~: 0ªX.;~t::r(evfamir1r~t~tH:C{éz .i: 
constituye la procedencia 'en téFm1néis ,ae '1a'' cónS't1 tucl.óri 
Federal. 

Ya quedó claro que la divÍ.sióil 
público se contempla . ._en er: 
fundamenta146. · 

~íi ~Í-.-~j~/~Íció del 

a'rtfoU1Ó 49 c:le' la 
poder 

Ley 

46 "ARTICULO 49,...., El Supremo Póder de·. la· .FederaC:ió.ri se 
divide, para su ejercié:ici;. én L_egislativo, Ejecutivo y 
Judicial", y establece en ·sU segundo párrafo .que· "Nó padrán 
reunirse dos o más 'de estos. poderes en una solá':. persona 'º 
corporación, ni depositarse el .. 'legislativo. en u·n . solo 
individuo, salvo el caso de facultades e><traórdinar'ias al 
Ejecutivo de la Unión conforme a lo dispuesto· en el articulo 
29. En ningún otro caso, salvo lo· dispuesto ·.en el segundo 
párrafo del articulo 131, se ótorgarán facultades 
e><traordinarias pára legislar". 
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Por el principio de legalidad, contemplado en el precepto 
nlJmero 16 de nuestra Carta Magna, los actos de autoridad 
deben estar fundados y motivados, conceptos reiteradamente 
definidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la 
que seilala que el primero consiste en establecer el precepto 
legal que se aplique, el segundo las circunstancias de modo, 
tiempo, lugar y personas que tomó en consideración la 
autoridad, y la necesaria vinculación entre ambos, para 
considerar agotada la hipótesis normativa prevista en la 
legislación positiva47. 

Requisitos sin los cuales el acto de que se trate estar6 
viciado de ilegalidad, lato sensu. Es decir, no acepta 
e>ccepciones, siempre y por todas las autoridades se debe 
cumplir, no siendo óbice el rango ni facultades 
e><traordinarias o diacracionales con que actúen. Lo que trae 
como consecuencia que la facultad sancionadora tiene que ser 
fundada y motivada, y por tanto, debe existir y contemplarse 
en una ley, en sentido formal y material. 

Ahora bien, atento a lo astablecido por el articulo 133 de la 
Ley Fundamental, la norma inferior no puede abarcar mAs alli 
que la de origen, habilitante, delegante o de la n11turaleza 
de la que se trate, por lo que para determinar la prncedencia 
y justificación de la sanción que imponga o asi lo pretenda, 

47 Cuyo contenido se aprecia en la jurisprudencia nlJmero 
trescientos setenta y tres, visible a fojas seiscientos 
treinta y seis del volumen III del Apéndice del ailo de mil 
novecientos ochenta y cinco. Sección Administrativa. de rubro 
"FU,.,,..EMTACION Y l'IOTIVACIOM", y que a la letra dispone "De 
acuerdo con el articulo 16 de la constitución Federal, ~ 
acto de aytoridad debe estar adecyada y syfici1ot1m1nt1 
fyndadg y motivado, entendiéndose par lo ~ que ha de 
expresarse con precisión el precepto legal aplicable al c119 
y, por lo segundo, que tambi6n deben seilalarse, con 
precisión, las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 
consideración para la emisión del acto¡ siendo necesario, 
además, Que exista adecuación entre los motivos aducidos y 
las normas aplicables, ec decir, que en el c.:1so concreto se 
configuren las hipótesis normativas". 
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el supuesto debe contemplarse en la norma superior, siendo el 
caso oue en primer lugar debe contenerse en la Constitución 
para proceder a su ampliación a través de .la legislación 
secundaria, una establociendo su procedencia. reglamentaria, 
otra señalando las autoridades que la aplicarán, orgánica. 

Ahora la pregunta de ¿la facultad de la Administración 
Ptíblica para imponer sanciones se deriva del texto del 
articulo 21 de la Constitución .f"ed.eral? La respuesta es no. Y 
es inexistente cualquier otra justificación para su 
ejercicio, ya que si no se contempla· én ley se. estará en 
presencia de una facultad . inexis·l:.enté;· no obstante que una 
norma secundaria contemple esa' ,{.Í>osibilida·d, porque como 
precis6 con anterioridad, ·sólo· si la ··•norma superior lo 
establece la inferior puede·'. d~·5a,:r0Uarla, ya que lo 
contrario es una violación dii-eCta;~~l 'principio de legalidad, 
en •tención al de autoridad formal.: de: la_ ley, toda vez que 
sólo puede afectarse, en cualquie~ ·'senÚdo, de aplicación o 
interpretación, por otra de. la 'mismá~ jerarquia- y que siga el 
mismo procedimiento para su creacló.n.> . 

En capitules precedentes ·traté- ~~y'_•-:bre~e~'ellte el desarrollo 
constitucional de nues.tro )>a·1s1. lds':njotivi:is del constituyente 
y su influencia. 

De igual manera, y 
Constitución Política 
vigente a esta fecha, 

en relación al articulo 40 de la 
de los Estados Unidos Mexicanos•&, 

destaqué los principios, aceptados en 

•& "ARTICULO 40.- Es voluntad del pueblo mexicano 
constituirse en una Reptíblica representativa, democrática, 
federal, compuesta de Estados libres y soberanos en todo lo 
concerniente a su régimen interior; pero unidos en una 
Federación establecida segtín los principios de esta ley 
fundamental." 

De tan impertante precepto destaco el reconocimiento a la 
teoria de la soberanla popular, no obstanté la opinión en 
contra de Burgoa que en su momento traté; el destacado papel 
del régimen democrático de gobierno y, la expresión evidente 
de tratarse de la ley fundamental, en conc·ordancia con el 
numeral 133 del mismo máximo ordenamiento legál. 
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la doctrina internacional y nacional, que rigen en un sistema 
democrático de gobierno, así como la extensión y la necesaria 
convivencia de este con el Estado de Derecho. 

2.- Interpretación histórica de la facultad sancionadora. 

Las normas jurídicas pueden apreciarse en su interpretación 
desde dos perspectivas. La primera es la histórico-poli tica, 
que lleva a conocer el motivo de su creación (ocassio legis) 
y la finalidad de su contenido (ratio legis); la segunda la 
lógico-jurídica, tan usada por los teóricos de la lógica 
matemática, en su interminable afán de lograr la congruencia 
en las disposiciones de derecho. 

Comenzaré a tratar el planteamiento acerca de la facultad 
sancionadora del Poder Ejecutivo Federal actual, a la luz de 
las disposiciones constitucionales, que a mi modo de ver, 
deben prevalecer desde una perspectiva histórica. 

El pensamiento del constituyente de 1917 parte de la 
Constitución de 1857, al ser la fuente que tuvo el legislador 
para la redacción y conformación del sistema poli tico 
mexicano actua149. 

49 Así se entiende en la doctrina constitucional, y se 
enfatiza del contenido del análisis propuesto por Genaro 
David Góngora Pimentel y Miguel Acosta Romero, al tratar el 
tema de la Constitución de 1917, en el que precisan que "se 
ha planteado la Polémica respecto de si el constituyente de 
1917, lo que aprobó. fueron reformas a la Constitución de 
1857 o, una nueva Constitución, puesto que Venustiano 
Carranza, en su carácter de primer jefe del ejército 
constitucionalista encargado del Poder Ejecutivo, presentó a 
la Asamblea Constituyente el primero de diciembre de 1916 un 
"proyecto de reformas a la Cansti tución de 1857" ( .•. ). El 
texto original del documento aprobado por los constituyentes 
de 1916-1917, lleva el nombre de "Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos que reforma la del 5 de febrero 
de 1857". Sin embargo el presidente del Congreso Luis Manuel 
Rojas, en la sesión de clausura del 31 de enero de 1917, 
llamó al documento finalmente aprobado "Nueva Constitución de 
1857 reformada en esta ciudad"," Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, Editorial Porrúa, S.A., México, 
1992, págs. 27-31. 
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La influencia en el texto de la Constitución de 1857 tuvo 
tres fuentes de inspiración inmediata;·.' en su cap{tulo de los 
derechos humanos, vino de la' Declaración francesa de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, asi como del Sil 1 of 
Rights estadounidense, emanado de la constitución de 
Filadelfia, la cual tuvieron a la mano, y que influyó 
grandemente en sus disposiciones50; el contenido de la 
Constitución de Cádi z y la Constitución de 1824, de 
influencia politica, como se manifestó con su principal 
representante, y padre del federalismo mexicano: don l'tiguel 
Ramos ArizpeSl. 

La existencia del ius puniendo estatal es necesaria para 
mantener la paz interna, y el desarrollo nacional. Su 
ejercicio es necesario. por tanto, como parte de la actividad 
que desarrollan los cuerpos de gobierno. 

Por la libertad de cada persona estas pueden someterse o no a 
las disposiciones que se contienen en los ordenamientos 
legales, y es ante la negativa cuando el gobierno tiene la 
obligación de propiciar su cumplimiento. 

50 Lo que se entiende por la tremenda influencia que 
Tocqueville tuvo en l'téxico, al tiempo en el que se convocó al 
Congreso Constituyente de febrero de 1856, y a través de 
publicaciones que circularon en la Ciudad de l'téxico meses 
antes a esa fecha. 

51 "El tino de la Comisión fue indiscutible; en la sesión del 
9 de septiembre de 1856 del Congreso general fue aprobado el 
articulo 40, que manten ta la fórmula federal is ta, por 
unanimidad de los ochenta y cuatro diputados presentes. ( ... ) 
Las mAs impartantes reformas que contenía el Proyecto de 
Constitución fueron: a) Los derechos del hombre (articulas 
lo. al .34.) ( ... ) El capitulo de los derechos humanos fue 
tomado de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre 
Y del Ciudadano, del Bill of Rigths estadounidense, algo de 
la Constitución de Cádiz y lo disperso de la Constitución de 
1824. Extrañamente no se mencionó el Decreto de Apatzingán de 
1814, el que habia dedicado todo un capitulo -el V-, a la 
igualdad, seguridad, propiedad y libertad de los ciudadanos.·· 
O. Rabasa Emilio. Db. cit., págs. 27-28. 
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Es por tanto que el derecho sancionador existe como único. 
Sin embargo los órganos a los cuales se les encarga su 
ejercicio varian de acuerdo con las Constituciones de cada 
pueblo. 

En !'léxico los preceptos consti tucionale• que se refieren a 
él, en términos generales, se contienen en los artículos 14, 
16 y 21 de la Constituci6n Política. Su influencia, como lo 
probaré, viene del contenido de la Constitución de 1857, y 
esta de la estadounidense. 

El artículo 14 de la constitución vigente, que en lo 
substancial en nada ha variado desde su promulgación, 
dispone, en su segundo párrafo, la garantía de los 
particulares de contar con proceso legal, en base a preceptos 
vigentes y ante tribunales previamente establecidos, y 
destaco el órgano a que se refiere52. 

Desde luego, la sujeción al proceso debe pronunciarse por 
autoridad competente, al igual que su conocimiento y 
resolución, y sólo por ella se puede alterar y afectar la 
esfera de libertad, que como precisé desde el comienzo de 
este trabajo, constituye el contenido de la dignidad humana, 
y que únicamente bajo los términos constitucionales previsto• 
puede alterarse, de la manera como lo establece el articulo 
16 de la Ley Fundamental vigente, que de igual manera no ha 
cambiado en su sustancia53. 

52 ARTICULO 14, 2o. párrafo, "Nadie podrá ser privado de la 
vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 
leyes expedidas con anterioridad al hecho." 

53 ARTICULO 16, primer párrafo, "Nadie puede ser molestado en 
su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que 
funde y motive la causa legal del procedimiento. No podrá 
librarse ninguna ardan de aprehensión o detención a no ser 
por la autoridad judicial. sin que preceda denuncia, 
acusación o querella de un hecho determinado que la ley 
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El planteamiento está formulado, cabe la afectación a los 
de~echos, qu·e :incl.uye '·la -propie.da.d9., la: 'poS~sióÍl·,_-.·vida~ etc, 
que enumera la constitución·, en perjuicio .de -~us .. titulares. 
Sin embargo el problema estriba· en . determinar ·que .:autoridad 
es la "competente", .. para'ello.· ··· 

-;.(:'.:° ~- 'e\,-''.: 

l.a respuesta se. encuentra' en el principio de división ·.de 
poderes, su interpretación de acuerdo con los lineamientos 
constitucionales, y su alcance. 

En tal virtud el articulo 21 de nuestra Constitución vigente 
seHala de manera clara, precisa, y sin lugar a equivocaciones 
el alcance de la actividad de la autoridad judicial y de la 
administrativa en el ejercicio del ius puniendi, para lo cual 
determina: "La imposición de las penas 1s propia y 1xclusiva 
de la aytoridad judicial. La persecución de los delitos 
incumbe al Ministerio Público y a l.' policía judicial, la 
cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél. 
Compete a la autoridad administrativa la aplicación de 
sanciones por las infracciones de los real amentos 
gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en 

castigue con pena corporal, y sin que estén apoyadas aquéllas 
por declaración, bajo protesta, de persona digna de fe o por 
otros datos que hagan probable la responsabilidad del 
inculpado. hecha excepción de los casos de flagrante delito, 
en que cualquier persona puede aprehender al delincuente y a 
sus cómplices, poniéndolos, sin demora, a la disposición de 
la autoridad inmediata. Solamente en casos urgentes, cuando 
no haya en el lugar ninguna autoridad judicial y tratándose 
de delitos que se persiguen de oficio, podrá la autoridad 
administrativa, bajo su más estrecha responsabilidad, 
decretar la detención de un acusado, poniéndolo 
inmediatamente a disposición de la autoridad judicial. En 
toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial pedrá 
expedir, y que será escrita, se expresará el lugar que ha de 
inspeccionarse, la persona o personas que hayan de 
aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que ~nicamente 
debe limitarse la diligencia, levantándose, al concluirla, un 
acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado, o. en su ausencia. o 
negativa, por la autoridad que practique la diligencia." 

70 



multa o arresto hasta por treinta y seis horas; pero si el 
infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se 
permutará ésta por el arresto correspondiente, que no 
e><ceder.i en ningún caso de treinta y seis horas". 

Disposición que es congruente con la facultad de inspección 
de las autoridades administrativas, que se contempla en la 
Ley Fundamental, y en concreto el segundo párrafo del 
articulo 16 que rati ti ca el alcance de la actividad 
administrativa, al limitarla sólo a los casos previstos en el 
21 del mismo cuerpo legal, como se contempla en su contenido, 
que precisa: "La autgrídad 1dmioi1tcatiy1 podr6 practicar 
~ domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se 
han cumplido los r1alam1nt91 sanitario5 y de pglicfa; y 
e><igir la e><hibici6n de los libros y papeles indispensables 
para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, 
sujetándose, en estos casos, a las leyes respectivas y a las 
formalidades prescritas para los ca teas". 

La intención del legislador s11 repite desde la Constitución 
de 1857, de la cual transcribiré los articules que preceden a 
los antes senalados. 

Articulo 14. "No se podrá espedir ninguna ley retroactiva. 
Nadie puede ser juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas 
con anterioridad al hecho y esactamente aplicadas á él, por 
el tribunal que préviamente haya establecido la ley." 

Articulo 16. "Nadie puede ser molestado en su persona. 
familia, domicilio, papeles y posesiones. 5ino en virtud de 
mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 

motive la causa legal del procedimiento. En el caso de delito 
infraganti, toda persona puede aprehender al delincuente y á 
sus cómplices, poni6ndolos sin demora a disposición de la 
autoridad inmediata." 

Articulo 21. "La aplicación de las penas propiamente tales, 
es esclusiva de la autoridad judicial. La polltica 6 

71 



administrativa solo podrá imponer como cor:-recc~ón, hasta 
quinientos peso~ de multa, ó hasta un mes de reclusión, en 
los casos· y modo que espresainen.te determine la ley."· 

No hay .dudas; f la fa~ÚHad sar.cí.onadora de~de el· 57 pertenece 
a la autoridad' judicial;. y. sólo. se. le .• permite •a la autoridad 
administr;;tiv" imponer m'~didas. o ~an~iones en los .. términos 
que. prevean los .re9Í~mé~tos54. qu.;; para ele. texto vigente. son 
los muriici.paiiis;;,:. 'gÚborn'atÍ.vos y : de . i:iÓli~Ía', es. decir, 
restringe• •·1a•:•·· acÍ::ividad :,sancioriadora /.de .. la•. autoridad 
administrativa: a 'i'os casos 'de dispósiciÓnes'.· reglamentarias 
autónom~s;•·.·.Y·,no hete~ónomas como ind·e.bidamente•·se pretende 
aplicar en•· nUestrós ·d1as .· 

La ÍnfÍuenc~a ;el;pensamien~o estadÓUn.icÍe~~e, a través de la 
Consti tUcióri de'.1787 'es c·r;.,::a;. si dÉi"s~;'cónl:enido partimos. 

7- ,·o :· <_ -';,~~ 

:en:~~~~~:~· ~i{a~::i;~~~~¡4 ~:! ;z~~r~i:6l~j~;tú~~o~::u:~::7 s= 
1917-. y su. distribución e'n el: ·21,, .. •~ome~'zaré . por . aquel en el 
análisis, ciU~~é:;·s~yo ,;.erle1''cie:est~:· ~.: · 

La consti túción'.ámeric:~n~;dii~qn'e::. 

"No •.• e>< pÓst f~cl:~law~h~Ü'be ,Oasséd.''' CNo se expedirá 
ninguna ley e>< post ·facto':-retroa7tivá:..fr, /; 
"No state shall ... pass anY, : . . ~ íáw i.mpáÍri~g the obligations 
of contracts ... " (Ningú~· EstiÍdo "'se tráta de una Federáción­
expedirá ley que altere la obÚg~ció.n' d~ los' contratos) 
"No person shall. .. be deprivéd of Úte. liberty or property, 

54 No precisados en el texto de .la anterior, lo. ·que se 
entiende bajo la interpretáción inglesa de la división de 
poderes, que de suyo implica, de acuer'do a lo apuntado ·en el 
capítulo correspondiente, una.alteración a la distribución de 
las funciones, y qua l~ legislativa es del Congreso;· y por 
eso se refería a leyes en espe.cifico. 
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wi thout due process of law •.. " (Nadie 
vida, la ·libertad ·o la propiedad sin 
legal)ss. 

será 
el 

privado de la 
debido e proceso 

Es fácilmente apreciable que nuestro constituyente amplió por 
mucho la redacción americana, concisa, exacta, para darle 
mayor ámbito gramatical, aunque con cierta desgracia. 

El motivo es explicable, se llama miedo. Recuerdo al lector 
que ·1as consideraciones de don Emilio Rabasa son de comienzos 
de este siglo. Es por tanto, participe de los eventos 
nacionales, y por ello, me permitir6 transcribir sus 
consideraciones, porque analizar las o trastocarlas es una 
infamia a tan regio legado histórico. 

Asi, el autor sei'lala que "hay otra consideración que debe 
contarse siempre al comparar las fórmulas que emplean las 
Constituciones de uno y otro pueblo; los autores de la 
americana tenian confianza en el gobierno propio que 
organizaban con ella y que iban a ensayar, en tanto que los 
legisladores me><icanos sabían, por una dura experiencia de 
más de treinta ai'los de gobierno propio, que no podían 
atenerse ni a la honradez de los mandatarios ni a la 
virilidad y entereza de los pueblos. ( ... ) La ley americana 
da a la vida, la propiedad y la libertad del hombre la 
garantia de un proceso legal, y esto debiera ser bastante, 
supuesto que no es legal un proceso si faltan la competencia 
de la autoridad o las formas del juicio, una y otras 
determinadas por la ley; pero los autores del proyecto 
mexicano que hablan visto en la ley del caso, y en muchos 
casos sin ley, de cuán cinicos abusos era capaz el poder 
armado de la fuerza, parece que querían, agreg•ndo palabras, 
imposibilitar la argucia y fundar en la nimia expresión de la 
ley lo que no puede pedirse sino a la fuerza moral del pueblo 
( ..• )"56. 

55 Interpretación formulada por don Emilio Rabasa, El 
articulo 14 y el juicio constitucional, Editorial Porrúa, 
S.A., México, 1994, página 3 al pie. 

56 Ob. cit., págs. 4-5. 
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Es en la ley fundament.al en donde se plasma la reacción de un 
pueblo oprimido, ante el acontecimiento de un excesivo poder 
de la autoridad ad mi ni st ra ti va. As! se entiende, y as! lo 
debemos entender, porque aunque tal taran las palabras del 
maestro. antes transcritas, el hecho es ·de · eYide:~t~ 
repetición histórica, Los pueblos siempre proc.uran 'úinitar,.:lo 
que llevó la desgracia, la discordia y, más aún;·/la' guer·ra. 

El autor continua su narración acerca del: ácon.te~~r·:del siglo 
pasado, y explica: "La aplicación de.· cast(go~·~;fsin juicio 
previo o por simple mandamiento de. autór;idade!{é"gfü)ernativas, 
el decreto de la autoridad pol!tica. impon{endo'. sfn'.Úna· farsa 
de proceso las más duras penas,· Y,·,:a:Ó~ .. ,/res.oluciones 
legislativas condenando al destie.rrc);'· ··•hab!an sido tan 
frecuentes ( ... ) que este abuso parecía <d·~;ni~~r' en aquellos 
cerebros como una obsesión i rresisÜble'.'. :,•· 

La fuerza tiránica provoca el levaritamÍ.en~o:.·d~l pueblo que al 
final se yergue en su dignidad. iú :·¡~: 'autoridad tiene 
facultades extremas, radicales son las· respU~st.as. En México, 
ese motivo, fue, casi siempre, la razó~·:(-de· cien a~os de 
lucha57 . 

57 Después de la Constitución de 1857 México volvió a sentir 
la fuerza tiránica, pero esta vez en respaldo de "facultades" 
otorgadas al primer mandatario, quien de un plumazo se dio el 
lujo de quitar, o mejor dicho, robar, las garantías a 
personas. Asi se leyó el Diario Oficial el dia 4 de junio de 
1861: "El Excmo. Sr. Presiente se ha servido dirigirme el 
decreto que sigue: El ciudadano Benito Juárez, Presidente 
interino constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a 
todos sus habitan tes sabed: Que el Congreso de la Unión ha 
decretado lo siguiente: Art. l" Quedan fuera de la ley y de 
toda garantía en sus personas y propiedades los execrables 
asesinos Félix Zuloaga, Leonardo Márquez, Tomás Mejia, José 
Maria Cebos, Juan Vicario, Lindero Cagiga y Manuel Lozano. 
Art 2° El que libertare a la sociedad de cualquiera de estos 
monstruos, ejecutará un acto meritorio ante la humanidad 1 

recibirá una recompensa de diez mil pesos; y en el caso de 
estar procesado por algún delito, será indultado de la pena 
que conforme a las leyes se le debiera aplicar", asi nacieron 
y murieron los derechos del hombre en nuestro país. 
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El te><to tomado Por el constituyente de 1857 deja mucho que 
desear tanto por la interpretación, libérrima de las 
palabras, como de su contenido afectado al ampliarse. Aunque 
no dejo de insistí r que se debe tomar en consideración la 
postura inglesa acerca de la división de poderes, ya que de 
lo contrario el te><to constitucional simplemente es 
inentendible. 

El articulo 26 del Proyecto de Constitución, que despu6s pasó 
a ser el 14, presentado al Congreso en el ello de 1856 
disponia a la letra: "Nadie puede ser privado de la vida, de 
la libertad o de la propiedad, sino en virtud de sentencia 
dictada par autoridad competente y según las formas 
espresamente fijadas en la ley y e><actamente aplicables al 
caso." Casi igual al de 1917, con la e>< trema diferencia que 
en el proyecto se destaca la fuente de la competencia y se 
limita al órgano encargado de su ejercicio, al e><poner: 

"( ••• ) sino en virtud de sentencia dictada por autoridad 
competente ( ... ) ··, ¿quil!n más que la autoridad judicial puede 
dictar sentencias?. 

La redacción final redujo el contenido del te><to del 
articulo, dejando sólo su segunda parte, que en si pretendió 
el contenido de la ley americana, que bien se puede resumir 
como Que el proceso debe ser legal, lo cual implica ser 
conocido por órganos competentes, de acuerdo con la 
distribución de funciones entre los poderes que forman al 
Gobierno, y de conformidad con leyes vigentes antes del 
hecho. 

Importante es que el resultado es una aparente orden al Poder 
Judicial de pronunciar sus fallos de acuerdo con las 
disposiciones vigentes, pudiendo caber el olvido al 
Ejecutivo, quien podria afectar la esfera de los 
particulares. toda vez que a 61 no le corresponde dictar 
sentencias, acto al que se dirige la garantia, lo que de 

75 



igual manera sucedería en relación al Legislativo, quien, 
fuera de juicio, que además no es tribunal, podría llovar a 
cabo los actos que aparentemente sólo se dirigen al ,Judicial. 

En realidad no sucede de esta manera. El precepto 
estadounidense se refiere a que nadie puede ser afectado en 
su vida, propiedad o libertad sin un juicio previo, es decir, 
por actos que deriven de la actividad propia de la 
judicatura, única con facultad constitucional suficiente para 
llevar a cabo esa afectación. 

De allí, y por los abusos cometidos por la autoridad 
administrativa, que evidentemente el legislador procuró 
evitar, porque cada derecho garantí zado implica un derecho 
violado anteriormente, proporcionar a esta autoridad facultad 
alguna que afectara a los particulares, si no era con la 
intervención del Poder Judicial. 

En su contenido pasó igual al constituyente del 17, aunque 
recuperó el texto del Proyecto de 1056, con la culpa de no 
corregí r la interpretación que se pretendía, y es que la 
intención continuaba; los motivos de las revoluciones de , 
Ayutla y de 1910 fueron las mis,mas. 

En la interpretación histórica no se justi fice la facultad 
sancionadora de las autoridades administrativas, por el 
contrario, la intención de la 6poca fue la opuesta: limitar 
esa facultad, y darle fuerza a los jueces a trav6s del 
otorgamiento de las necesarias para esa afectación, por medio 
de la garantia de juicio previo, cuyo único órgano competente 
para llevarlo a cabo, en atención a los artic1,1los 14, 16 y 

21, vigentes, son los órganos del Poder Judicial. 

3.- Interpretaciones legislativa y judicial de la facultad 
sancionadora. 

Tomando a la ley, y de la interpretación que de la misma 
hacen los tribunales federales, como único punto de 
referencia para llevar a cabo el análisis de la misma, y, por 
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tanto, partiendo .del principio lógico-objetivo58, tampoco 
cabe la facul t·ad . sancionado~a en favor de las autoridades 
administrativas. 

Por tanto, partiré· única ··:y .exclusivamente en los términos 
establecldos. en ·al'..Í:ex!:o de. la Constitución Politica de los 
Estados Unid~',; M ... ~i:cano,;; v'igi!nt'a en la actualidad. 

En los articules 39 y 40 de la Ley Fundamental se reconoce 
por el legislador que la soberanía radica en el pueblo, y de 
él dimana tanto la propia Constitución como el poder público, 
reconociendo que la decisión de ese pueblo fue constituir 
como forma de gobierno a uno de corte democrático. 

En atención a este principio, en el diverso numeral 49 se 
establece la división de las funciones que en que se divide 
el poder público, para concluir en tres que son: el 
legislativo, el ejecutivo y el judicial. 

El órgano al cual se encomienda el ejercicio de la función 
legislativa es el Congreso General, y no debemos olvidar que 
la propia Constitución acepta el principio de colaboración, 
el que se divide en dos Cámaras, la de Oiputados y la de 
Senadores, de conformidad con lo estatuido por el articulo 50 
de la Carta Magna, que a su vez, en sus diversos preceptos 71 

58 La búsqueda de aste sistema es la comprensión del total de 
las disposiciones de derecho, a partir del momento en que se 
interpreta, sacrificando el sentido original en pos de la 
practicidad. De esa manera Fiedler expone que "el pensamiento 
juridico en general no es rigurosamente formal. sino Que 
depende del contenido de las proposiciones: tiene car.!icter 
pragmático; está sujeto a la autoridad, al lenguaje ordinario 
y al sentido común, y está sometido en la práctica, a la 
necesidad de decidir las cuestiones que se le presentan 
concretamente. El jurista ( ... ) a menudo • considera que su 
área consiste precisamente en alcanzar un "sentido 
razonable", que está más allá de aquello que se expresa en la 
formulación dada, si se la considera desde el punto de vista 
filológico y, a veces, hasta es incompatible con esta 
última". Fiedler Herbert. Derecho, Lógica, Matemática, 
Distribuciones Fontamara, S.A .• México 1991, páginas 12-!J. 
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fracción II, 73, 74 y 76, contempla el ámbito competencial 
dentro del cual ambas, o cada una por separado, puede 
válidamente actuar. 

Por su parte el· Poder Ej.:.cutivo Federal, como reza el 
precepto constitucional.federal 00, se·/encomienda;a un· sólo 
individuo, y destaco;. no es 'c.olégladÓ/ ':es• unipersonal, 
denominado Presiden té cie .. 1oi3 'E;.l:a:cios .: Úni<Ío~ . Me~foanos', · a 
quien se le encarga' la at~ni:iiÓn d.e,' fes asuntos y en los casos 
previstos por el artícul.; S9 d~l ¡;;;c;l:f;:·f'~Cíer-a:'i. : 

Me detengo en este último 'p;:~epto :d~' ·la ·.·:ay Suprema para 
analizar su contenido. • . i.: . · 

Las fracciones II, III, IVi';V,/~"'.Í·y· XV~·II· se .réfieren a las 
facultades de nombramiento. dél i firEl~ide~te·; ' estableciendo los 
requisitos y momentos en que·: o¡>Srari .• •:,t.:as•>fracciones I y XII 
conllevan a que actúe en auxili'o.•cíe'' los·'o'tros poderes, para 
hacer aplicable o aplicar ·s1í'sfdisi>osiciones. ·Las fracciones 
VI, l/II y VIII le dan carácter.'·cie jefe, supremo de las fuerzas 
armadas, guardia nacional :y' {;{"' pos'úiÚi'dad de declarar la 
guerra, desde luego, con Íos·:r,;,qui~Í:fos que en las mismas se 
establecen. ~a fracción x:h~•'.::.·c.,;nfiere encargarse de la 
poli tica exterior mexicana ... ' ·y con ello poder celebrar 
tratados internacionales. siem.pre con la aprobación del 
Senado. un acto poli tiC:o· de gran.~trascendencia se contiene en 
la fracción XI en relación a·;· la convocatoria a sesiones 
extraordinarias del congri!so. Preocupado siempre el 
legislador por fomentar la actividad comercial interna y 
externa de M6xico, en las fracciones XIII y XV contempla 
actividades totalmente dirigidas a este rubro, y acordes con 
las contenidas en el articulo 131 del propio cuerpo 
fundamental de derecho. ~as fracciones IX y XIX no tiene 
objeto se~alarlas toda vez que se encuentran derogadas. 
Siendo la Constitución una ley, como tal, tampoco se escapa 
del precepto del olvido, las demás facultades se tienen por 
puestas cuando así lo prevea esa norma fuente de la 
legislación. 
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Las fracciones XIV y XX las trato por separado al guardar 
relación con el tema aquí estudiado. 

La primera· de ellas se vincula con el ejercicio del derecho 
sancionador en general, más sin embargo en un sentido 
negativo, ya que sólo permite la intervención del Presidente 
para otorgar indultos por delitos del orden federal. En tanto 
que el segundo admite que la enumeración, en el artículo en 
_cita contenida, no es limitativa, sin embargo su ampliación 
requiere de dos requisitos: 
a) Que las facultades que se otorguen al Presidente se 
contemplen en la propia Constitución y, 
b) Que ese conferimiento sea expreso. 

Requisitos que se surten y contienen en el articulo 21 
constitucional, al establecer que "Compete a la autoridad 
administrativa la aplicación de sanciones por las 
infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, 
las que únicamente consistirán en multa o arresto hasta por 
treinta y seis horas". 

Desde luego el Presidente de la República no se encuentra 
solo en la atención de los negocios que le son conferidos por 
la propia Constitución, cuenta con funcionarios que le 
au>cilian en sus tareas, son los que conforman a la 
Administración Pública, centralizada o paraestatal. 

AuMiliares, que como tales, 
actividades que desarrolla el 

sólo participan 
Poder Ejecutivo 

en aquellas 
Federal, sin 

mayores facultades que las necesarias para llevar a cabo este 
cometido. 

Es decir, no pueden actuar más allá que por la razón por la 
cual existen: ayudar al Presidente de la República. Así, los 
Secretarios de Estado, obviamente carecen de facultades para 
actuar como Ministros de la Corte, diputados o senadores al 
Congreso de la Unión, son, y sólo eso, ayudantes del 
Ejecutivo Federal. 



De las facultades conferidas al Presidente de la República en 
ningún momento' se despretid~ que pueda actuar como órgano 
sancionador; - y _sólo por el contrario como· ubera_dor de las 
sanciones. 

El ejercicio· de la .. '.f-unción jurisdiccional 'se·- encÓmienda·;·a· la 
suprema corte d-e JustiC:ia de lá Nación·,_ Tribunales. éólegiados 

~on~:~:~:io:n d~º c~~~~~!~t~Y ·tE~.9:is~/ti~~i!tt!f~~~iº·t~:: 
Federal. ----<·::·. ·._._: -.. -· 

>;:~>" ·~:~~::i; -:~.~-: 
-, -~··,. , .; :. _,,· :, '", .-~' ·: - . . . . ' " . . '. "\. 

su actividad y ámbito_ comp".7"."~~-ªl, .s".. co~t~~¡ola, en, l~:'. 
articulo 103, 104 y 105, inclusive, :cc:.nst1tuc:1onales; d". cuyo 
conteoido se desprenden dos -~puntos':- fUnda'mentáie¿ En p;.'imei­
lugar tiene el Poder Judicial 'Fed'í!'rai: a !Su'.eriC:árgo:cifrimir 
controversias que se suscÚen •'en ;¡~ aplicación de l~!S '•leyes 
federales o que la federación sea :parte~en:.los conflictó's, y 
en segundo lugar, y de gran importancia~ _le pertenece el 
control jurisdiccional de la cc:ÍnsÚtUcionaÍ.idad,- tlene el 
deber de conocer el orgullo del sistema''judicial me><iC:ano: el 
amparo. 

El te>< to de nuestra consti tuc~óo deja lagünas que requieren 
de su interpretación judicial, desafo.rtunadamente no siempre 
nuestros tribunales actúan con naturaleza juridica, ya que 
prefieren relegarla ante una política. Parece en ocasiones 
que prefieren trabajar apoyados en principio de coordinación 
y justificación más que de colaboración. Si es de por si 
peligroso el trabajo conjunto entre autoridades 
administrativas y judiciales, que será si deja en manos de 
las primeras la actividad sancionadora, cuyos funcionarios 
tienen un mayor compromiso, se encuentran sometidos al poder 
de obediencia que implica la relación de trabajo en el 
servicio civil, y tienen, por desgracia, un nivel de 
conocimientos mucho más pequeño, o mucho más interesado. 

La facultad jurisdiccional se refiere a todas los asuntos que 
implique una controversia derivada de la aplicación de leyes 
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federales, alln cuando el articulo 104 aparentemente permite 
su ejercicio sólo entratándose de la materia civil o 
criminal. 

Interpretación que la sostengo y apoyo en los términos de la 
tesis jurisprudencial dictada el dia 22 de octubre de 1981, 
par unanimidad de 4 votos, por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en el Amparo en revisión 
2606/81, del juicio promovido por la sucesión de Carlos 
Manuel Huarte Osario y otro, y cuyo precedente es el Amparo 
en revisión 4227/77, visible en el Informe de 1982, Segunda 
Parte, de esa misma Segunda Sala, de rubro FUNCIOM 
JURISDICCIONAL. SISTEl'IA CONSTITUCIONAL RELATIVO AL EJERCICIO 
DE LA" .59 

59 "FUMCIOM JURISDICCIONAL. SISTEMA CONSTITUCIONAL RELATIVO 
AL EJERCICIO DE LA.- El articulo 104 constitucional 
establece. en términos generales. que son los Tribunales de 
la Federación los un1cos facultados para dirimir las 
controversias que surian con motivo de la aplicación de leyes 
feder1les. salvo que dichas controversias sólo afecten 
intereses particulares, evento en el cual los jueces y 
tribunales del orden comlln de los Estados y del Distrito 
Federal pueden conocer de los juicios respectivos, a elección 
del actor. La e><clusividad de la facultad de los Tribynales 
de la Federación para resolver las controversias • que se 
refiere el precepto citado -fynción jurisdiccional- y 
especificamente la de dirimir las controversias del orden 
civil o criminal que se susciten sobre el cumplimiento y 
aplicación de leyes federales y de tratados internacionales 
celebrados por el Estado mexicano, !il confirma ploo1ment1 si 
se tiene en cuenta que el Articulo 14 do 11 propia 
Constitución General de la República consigna como aarantia 
individual la de que nadie puede ser prjyado de la yida. de 
11 libertad o de sus propiedades. pqsesiones o d1r1chgs, sino 
mediante jyício seguido ante los tribunales previamente 
establecidps. en el cual se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas 
con anterioridad al hecho, Corroborando que la facultad de 
dirimir controversias que se den con motivo de la aplicación 
de leyes federales es propia del Poder Judicial de la 
Federación, el articulo 27 de la Carta Magna somete 
inclusive, a la resolución del propio Poder Judicial, el 
resultado del ejercicio de las acciones que correspgnden a la 
Nación por virtud de las disposiciones contenidas en dicho 
numeral, al establecer que el ejercicio de dichas acciones se 
harA efectivo par el procedimiento judicial. Sin embargo, la 
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De cuyo contenido se desprende que la inter~retación correcta 
del articulo 104 constitucional es en.el sentido de atribuir 

Constitución Federal también consigna casos de excepción en 
que atribuye funciones jurisdiccionales a los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo, como se comprueba si se tiene 
presente que el articulo 109 constitucional faculta a las 
Cámaras que integran el Congreso de la Unión para conocer de 
los delitos oficiales cometidos por los altos funcionarios de 
la Federación, así como que el articulo 27 de la propia Ley 
Fundamental del país, después de instituir la propiedad 
privada, de señalar el indice minimo de dotación y el limite 
máximo de la pequei\a propiedad agricola y ganadera, de 
consignar la expropiación de la propiedad privada par 
necesidades agrarias, de establecer el derecho de los núcleos 
de población para ser dotados de tierras y para ser 
res ti tu idos de las que, teniendo ti tul o, hayan sido 
injustamente despojados, y de declarar nulos los actos 
juridicos a que se refieren los incisos a), b) y d} de la 
fracción VIII de dicho numeral, autoriza al Ejecutivo Federal 
para dirimir controversias que se susciten en asuntos de 
naturaleza agraria. En efecto, el citado articulo 27 
constitucional faculta al Ejecutivo Federal y a algunas de 
las autoridades que crea en su fracción ><I, entre las que se 
encuentran las comisiones agrarias mixtas. para intervenir en 
la tramitación y resolución de controversias de naturaleza 
agraria. entre otros, en los casos siguientes: a) Cuestiones 
de limites de terrenos comunales que se susciten entre dos o 
más núcleos de población (fracción VII), b) División o 
reparto que se hubiere hecho con apariencia de legitima entre 
los vecinos de algún nOcleo de población y en la que haya 
habido error o vicio (fracción I><), c) Los que se presenten 
con motivo de dotaciones, ampliaciones o restituciones de 
tierras y concesiones (fracciones XII y XII!), y d) Nulidad 
de contratos y concesiones hechos por los gobiernos 
anteriores desde el año 1876, que hayan tenido por 
consecuencia el acaparamiento de tierras, aguas y rictuezas 
naturales de la Nación por una sola persona o sociedad 
(fracción XVIII). Empero, como las facultades que la 
Constitución General de la RepObl ica otorga a los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo para ejercer la función 
jurisdiccional, constituyen excepciones a la regla general de 
que el único facultado para dirimir controversias que se 
susciten con motivo de la aplicación de leyes federales, lo 
es el Poder Judicial de la Federación, no puede, sino 
concluirse que el ejercicio de dichas facultades de los 
referidos Poderes Legislativo y Ejecutivo es de carácter 
estricto y limitado." 
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la facultad jurisdiccional genérica a los tribunales 
federales, y cuando se afecten intereses privados, el 
particular puede optar entre acudir a la Justicia· federal o 
de la entidad federativa. 

Independientemente de la cr 1 ti ca formulada en el punto que 
antecede, el articulo 14 constitucional complementa la 
actividad del Poder Judicial Federal ordenando que los 
procesos que se desarrollan sean ajustados a derecho, es 
decir ante Tribunales previamente establecidos y en base a 
leyes otorgadas con anterioridad al hecho, además de 
observarse la prohibición de supuestos ex post facto. 

Ahora observemos el desarrollo integral de los articulas 13, 
14, 16, 21, 49, 89 y 104 de la Constitución Federal. La 
manera como se desenvuelve la actividad del Ejecutivo 
Federal, desde luego con sus auxiliares, y el Poder Judicial 
Federal. 

Debemos partir de los siguientes puntos fundamentales, sin 
los cuales es incomprensible el planteamiento que pretendo: 
a) El poder soberano radica en el pueblo. 
b) La Constitución es la manifestación de ese poder soberano. 
c) Es en la Constitución en donde se establece la forma de 
gobierno. 
ch) México adoptó la forma de gobierno democrática. 
d) De igual manera, y _siguiendo la influencia norteamericana, 
dividió el poder público en tres funciones. 
e) Encomendó la función administrativa al Poder Ejecutivo 
Federal. 
f) La función 
g) Resolver 
Federal. 

legislativa la encargó al Congreso de ·1a· Unión. 
controversias es propio del Poder Judicial 

h) Como Estado de Derecho, el mexicano actúa dentro del 
principio de legalidad. 
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Los controles y contrapesos propio del régimen democrático se 
encuentran establecidos. El problema radica. en a .cual de los 
Poderes de la Unión , le tue encomendado · el ejercicio del 
derecho sancionador. 

Corresponde a las autoridades adm.inistrativas propiciar el 
cumplimiento de las leyes pronunciadas por el Poder 
Legislativo, para. ello,. y" en 'términos del articulo 16 
constitucional 11·élian a cabo visitas domicil !arias, de lo 
revisado, y aplicando las leyes y reglamentos a las mismas 
imponen sanciones ·y medidas a los particulares. Si la ley 
prevé· un recurso, el particular, en atención al principio de 
definitividad del acto debe agotarlo, y si la mate.ria 
encuadra dentro de los supuestos .de procedencia de los 
Tribunales Contenciosos Administrativos iniciará los trámites· 
correspondientes una vez que la sede. administrativa resuelva 
muy probablemente en su contra la instancia promovida;. y de 
obtener respuesta desfavorable podrá acudí r a los i ,Td bu na les 
Federales, mientras tanto, si se trata, por efEl'rt;pió, ., de una 
clausura' que en muchos casos pueden dict~rse coma·'. medida de 
seguridad, pasará el tiempo suficiente para que.el 'empresario 
salga del mercado, cierre la fuente de tr.abajo·, implique a 
los acreedores y proveedores ~ pueda buscar un' buen empleo. 
Asi funciona la justicia. Es claro, quien. lo pensó asi nunca 
arriesgó su actividad y capital en una empresa. 

Bajo el esquema anterior, y como sucede en la gran mayoría de 
los casos, seRor lector, asústese, l_os que determinan esa 
"justic~a", o por lo menos la motivan, son los inspectores·, 
ya que si a su muy particular consideración, o interés, la 
actividad vigilada puede causar "graves daños" impondrá las 
medidas, en donde comienza el procedimiento administrativo 
sancionador, y serán los Jueces Federal.es quienes a final de 
cuentas, y muchos meses después, resolverán de su legalidad, 
y hasta entonces el particular se librará de ellas. 

Realmente podemos creer que el legislador de 1917, de acuerdo 
con los lineamientos de la Constitución de 1857, quienes a su 
vez se basaron en la de 1824, después. de ser fruto de la 
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Revolución de 1910, la Revolución de AYUtla y la 
Independencia, es decir, consecuencia del ejercicio excesivo 
y abusivo de las a~toridades administrativas, quizo d•volver 
esas facultades, que lo motivaron al levantamiento armado, a 
la institución a la cual pretendió tirar. Yo no puedo. 

Si la medida la impone la autoridad al inicio del 
procedimiento administrativo sancionador, esa conducta es 
violatoria de la garantía de audiencia.60 

Las sanciones que imponen las autoridades administrativas 
pueden consistir, como toda obligación, en obligaciones de 
dar, hacer o no hacer, así, comprenden, multas, medidas para 
llevar a cabo o disposiciones de carácter negativo, como lo 
son la demolición, clausura total o parcial, temporal o 
definitiva. 

Partamos desde el momento de la visita de inspección o 
verificación, la autoridad tiene la obligación de apoyarse en 

60 "'AUDIENCIA, GARANTIA DE.- No tiene razón la autoridad 
recurrente al asentar que la parte quejosa fue oida, puesto 
que se le hizo sabedora de la medida acordada; porque la 
garantía de audiencia tiene que ser de cumplimiento previo y 
no posterior al acto reclamado." 

Tomo LXXXIX, p. 3131. Amparo administrativo en revisión 
5077/46. Sociedad Cooperativa Distribuidora de Carnes, S.C.L. 
26 de septiembre de 1946. Unanimidad de 5 votos. 

"AUDIENCIA. GAAANTIA DE. ACTOS AC>f!INISTRATIVOS.- Dentro de 
nuestro sistema constitucional no basta que una autoridad 
tenga atribuciones para dictar alguna determinación, para que 
ésta se considere legal e imperiosamente obedecida; máxime 
cuando tal determinación es revocatoria de otra anterior 
otorgada en favor de algún individuo. Los artículos 14 y 16 
de la Constitución General de la República imponen a todas 
las autoridades del país la obligación de oi r en defensa a 
los posibles afectados con tales determinaciones, así como 
las que éstas, al pronunciarse, se encuentren debidamente 
fundadas y motivadas." 

Tesis jurisprudencia! 336. Apéndice 1917-1975. Tercera Parte, 
Segunda Sala. págs. 564-565. 
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el artículo 16 constitucional, en pretensa intención de 
acatar el principio de legalidad, implantar~ el procedimiento 
en el que se sujet,a·á a la garantía de "proceso legal" 
contenida en el artic-'Jlu 14 constitucional, y aplicará la 
sanción atendiendo las obligaciones a que se refieren los 
artículos 21 y 22 de la Ley Fundamental. 

No obstante, la actuación así realizada es contrario al texto 
de las disposiciones en base a las cuales pretenden. actuar. 
El articulo 16 constitucional sólo permite a las autoridades 
administrativas llevar a cabo vi si tas de inspección 
en tratándose de reglamentos gubernativos y en las materias de 
salubridad y tributaria. El articulo 14, como reiteradamente 
he destacado, se dirige a la función. Jul'.isdiccional. Y la 
imposición de sanciones es falso que se otorgue a las 
autoridades administrativas en 'cualquier disposición 
constitucional, y por ende el. artículo 21 sólo permite su 
imposición cuando se trate de los ·reglamentos gubernativos y 
policía, y con el limite de la multa y arresto 
administrativo. Por todo lo anterior se desprende que la 
autoridad administrativa en todo momento violenta el primer 
párrafo del articulo 16 constitucional al no ser la autoridad 
competente. 

Al respecto el Poder Judicial Federal había sido claro, ya 
no, toda vez que, como precisé con anterioridad, la función 
jurisdiccional la admite sólo para si mismo, y admite 
excepciones expresas a la distribución, en general, de las 
funciones del poder públáco61 , cuando se trate de 

61 "DIVISIOH DE PODERES. La división de poderes que consagra 
la Constitución Federal no constituya un sistema rigido e 
inflexible, sino que admite excepciones expresamente 
consignadas en la propia Carta Magna, mediante las cuales 
permite que el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo o el 
Poder Judicial ejerzan funciones que, en términos generales, 
corresponden a la esfera de atribuciones de otro poder. As! 
el articulo 109 constitucional otorga el ejercicio de 
facultades jurisdiccionales, que son propias del Poder 
Judicial, a las Cámaras que integran el Congreso de la Unión 
en los casos de delitos oficiales cometidos por altos 
funcionarios de la Federación, y los artículos 29 y 131 de la 
propia coñstitución consagran la posibilidad de que el Poder 
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controversias en la aplicación de leyes federales_ y cuando la 
Federación sea parte. La aplicación . de sanciones, fruto de 
las controversias, ya que una parte alega el. cumplimiento de 
las disposiciones y· la otra lo niega,· s.; imputa sólo. a la 
autoridad jurisdiccional, al no permitir a la autoridad la 
afectación de la propiedad privada6 2. 

Ejecutivo ejerza funciones legislativas en los casos y bajo 
las condiciones previstas en dichos numerales. Aunque el 
sistema de división de poderes que consagra la Constitución 
General de la República es de carácter fle><ible, ello !!.2 
significa gue los Poderes legislativo. Eiecutivo y Judicial 
cuedan. de motu propio. arrogarse facultades que corresponden 
a otro poder. ni que las leyes ordinarias puedan atribuir, en 
cualquier caso, a uno de los poderes en quienes se deposita 
el ejercicio del Supremo Poder de la Federación, facultades 
que incumben a otro poder. Para que sea válido, desde el 
punto de vista constitucional, que uno de los poderes de la 
Unión ejerza funciones propias de otro poder. es necesario, 
en primer lugar, que asi lo consigne expresamente la Carta 
Magna o que la función respectiva sea estrictamente necesaria 
para hacer efectivas las facultades que le son exclusivas, y, 
en segundo lugar, que la función se ejerza únicamente en los 
casos expresamente autoriza dos o indispensables para hacer 
efectiva una facultad propia, puesto que es de explorado 
derecho que LAS REGLAS DE EXCEPCION SON DE APLICACION 
ESTRICTA." 

Informe de 1979. Segunda Sala, págs. 97 y 98. tesis 109. 

62 "AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.- Dsbe asentarse que la 
autoridad administrativa carece de facultades 
constitucionales para privar de sus posesiones o derechos a 
los particulares, lo que no puede hacerse, sino por la 
autoridad judicial como se sostiene en la tesis de 
jurisprudencia número 27, visible en la página 43, tercera 
parte, de la compilación de 1965 y es suficiente el anterior 
criterio, para que sin entrar en mayores consideraciones, se 
estimen viola torios de los artículos 14 y 16 
constitucionales. los actos que se reclamaron, en mérito de 
lo cual procede revocar el fallo recurrido y conceder al 
quejoso el amparo solicitado." 

Revisión 8/68.- Principal Administrativo.- David Garibay. VII 
Epoca. Vol. 1, Sexta Parte, Tribunales Colegiados de 
Circuito. Págs. 26-27. 
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Asi se reitera e intuye de los argumentos de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación cua11do interpreta el articulo Z1 de 
la Ley Fundamental, al tenor de los siguientes: 

"CORRECCIONES DE CARACTER ADMINISTRATIVO. COMPETENCIA DE LOS 
JUECES DE DISTRITO. EN CASO DE. El articulo 21 constitucional 
dispone que la imposición de las penas es propia y exclusiva 
de la autpridad judicial; que la persecución de los delitos 
incumbe al Ministerio Público y a la policía judicial, la 
cual estará bajo la autoridad y mando inmediato de aquél; y 
que compete a la autoridad administrativa el castigo de las 
infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, el 
cual únicamente consistirá en multa o arresto hasta por 
treinta y seis horas; pero si el infractor no pagare la multa 
que se hubiere impuesto, permutará ésta por el arresto 
correspondiente. que no excederá, en ningún caso, de quince 
días. La autoridad administrativa que, en uso de las 
facultades que le otorga esa norma constitucional y dentro de 
los limites que ésta señala castiga la infracción de una 
disposición o reglamento de carácter administrativo, por 
medio de multa y cuando el infractor no la pagare, con 
arresto, no impone propiamente una pena, sino tan sólo 
corrige. por medio de una sanción do caracter administrativo, 
la falta cometida, si no fuera asi, esto es. SI LLEGARE A 

CONSIDERARSE TALES CASTIGOS COMO PENAS. LA AlJ!ORIDAD 
ADMINISTRATIVA NO POPRIA IMPONERLAS Y. consecuentemente, 
quedarían impunes las infracciones a los reglamentos 
gubernativos y de policía. desarticulándose todo sistema 
punitivo administrativo y restringiéndose las facultades 
otorgadas a las .::i,uloririL1des corro~riondientes por L1 
Consti tucion General de la República; y TAATANOOSE DE 
CORRECCIONES DE CARAC!ER ADMINISTRATIVO. IMPUESTAS POR 

AUTORIDAD DIFERENTE DE LA JUDICIAL. LA CQMpETENCIA PARA 
CONOCER DEL EXPRESADO JUICIO DE GARANTIAS INC!Jt!BE AL JUEZ 
PRIMERO DE DISTRITO en materia administrativa, en el Distrito 
Federal. si se trata de actos ejecutados dentro de su 
jurisdicción." 
Tomo LXXXII,p.3571 competencia 19/45.- Zanatta Longa, Jacobo. 
21 de noviembre de 1944. Mayoria de 10 votos. 
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"AUTORIDADES AOfUNISTRATIVAS, I"POSICION OE SANCIONES POR 
LAS. Si bien es cierto que las autoridades administratiyas 
están facultadas para imponer las sanciones a que se refiere 
ª'· artículo 21 de la Constitución Federal, en caso de 
infracción a los Reglamentos Gybernatiyos o de Pglicía. 
también lo es que para las sanciones impuestas en ejercicio 
de esa facultad se ajusten a los preceptos constitucionales, 
y particularmente, al articulo 16, es menester que las 
autoridades justifiquen que sus procedimientos, estando 
obligadas a probar, que en el caso concreto, no sólo existe 
el precepto reglamentario infringido, sino también que se han 
realizado los supuestos de hecho que determinan la 
aplicabilidad de dicho precepto. En consecuencia, como lo ha 
sostenido esta Sala en diversas ejecutorias, toca a las 
responsables poner de manifiesto en su informe justificado, 
la realización de la hipótesis de hecho prevista en los 
reglamentos gubernativos y de polic!a, acompa~ando para ello, 
ai es necesario, copia certificada ·de-' las constancias 
conducentes, con objeto de motivar la imposición de las 
multas, incurriendo en violación al articulo 16 
constitucional si no lo hacen. Atento lo anterior, debe 
concluirse que si en el caso las autoridades responsables no 
justificaron debidamente sus procedimientos, acompa~ando las 
constancias necesarias para probar los hechos asentados en 
sus correspondientes informes, no puede decirse que se hayan 
ajustado a los requisitos constitucionales, sin que toque al 
quejoso comprobar la inconstitucionalidad de los actos 
reclamados, toda vez que negó de plano que tales actos 
tuviesen alguna justificación, tocando por el lo a las 
responsables, hacer la comprobación correspondiente." 

Por tanto, en términos de un estudio exegético de los 
Preceptos constitucionales relacionados, y de conformidad con 
la interpretación que de los mismos hacen los Tribunales 
Federales, debe concluirse que la autoridad administrativa no 
tiene facultades constitucionales para aplicar medidas o 
sanciones, al ser propio de la actividad jurisdiccional; 
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4.- Justificación doctrinal de la facultad sancionadora, 
siguiendo la influencia francesa y española. Su aplicación en 
las t6rminos de la legislación mexicana. 

La justificación de la potestad sancionadora de la 
Administración Pública, al s~r esta la que realmente la lleva 
a cabo, al no ser.el Presidenta de la República quien realiza 
la vigilancia concreta y material, sino las Dependencias de 
aquella, parte de :cinco. puntas determinantes: 
a) Justificación ·· fifos.ótÍco de la potestad administrativa 
sancionadora;: · b)· '·justificación institucional; · c) 
justificación Jurídica; ·ch) justificación histórica-social y, 
d) justificación técnica63.'. 

De la manera 
libertad para 

como señala, Popper ·la persona'; requiere. de 
su plenitud, y requiere .ciei_.Estaí:lo' para· su 

salvaguarda y desarrollo. 

Los miembros de la comunidad· poli tica .no :~iem'pre, obedecien las 
disposiciones que emite : el.: poder · público; : ·En' . ocasiones 
lesionan el orden estabÚ1cidÓ y el Estado tiene la obligación 
de procurar dirigirlÓs én,-los· cauces se~alados, ya que de lo 
contrario puede implfoar un rDii)Pimiento al fin estatal, 

En tal virtud, la .resta_uración del orden jurídico corresponde 
al Estado a través de un.poder coactivo: el ius puniendo. 

La manera como es te derecho sancionador se estructura depende 
totalmente· de· ·la. postUra. del paíS en relación al principio de 
división _de i>~deres~ 

Como he precisado se dlviden en dos; la posición francesa, 
que parte' de: fa división :'de órganos, y la posición inglesa, 
que la hace de las fÚnciones; 

63 Carretero Pérez. Adolfo y Carretero Sánchez Adolfo, Derecho 
Administrativo ·sancionador, Editoriales de .Derecho Reunida_s •. 
Madrid, 1992, págs. 69~75. 
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En México los con.sti tuyentes liberales del siglo pasado Y 
comienzos del presente tuvieron al •trente el modelo 
estadounidense, es decir, la distribución la llevaron a cabo 
de acuerdo a la función a desar.rollar, :dejando la actividad 
jurisdiccional en manos del Pode'r Judicid F.ederal, y sólo a 
él el ejercicio del ius puniendo~ 

No obstante, la doctrina mexicana ,desde·.~lil 'd6~ad~ de los ailos 
treinta se ha influenciado por el ·¿¡¡.~ar.rollo administrativo 
francés y espailol, pretendiendo . alej~·~~.; d.e la inicial 
pos.tura americana~ 

El conflicto 
sancionadora, 
mexicana es 
partiendo de 

radica en la justificación de la actividad 
que, como as! lo demostraré, la postura moderna 
incompatible con la espailola y francesa, 

la justificación doctrinal y de acuerdo a los 
puntos antes desarrollados. 

al Justifigación filosófica de la potestad sancionadora,-

Esta idea se desarrolló principalmente durante la época 
absolutista, en la que los filósofos del derecho buscaron 
salvaguardar la facultad del monarca para imponer sus 
determinaciones, como se desprende de las obras de Maquiavelo 
y Hobbes. 

En ese sentido pretendieron encontrar un derecho a penar 
antes de la ley, partiendo de la supuesta necesidad jurídica 
para hacer subsistir al Estado, o de acuerdo con el Derecho 
Natural que hace radicar la sanción en la solidaridad humana 
y en la conciencia social. La primera resulta empírica, y por 
tanto no tiene un sustento legal, sino que parte de 
circunstancias históricamente dadas, en tanto que la segunda 
escapa de la legalidad y se coloca en un plano metajuridico. 

Si como antes precisé, la seguridad jur!dica y el principio 
de legalidad son los pilares que sustentan .a los regímenes 
democráticos, el segundo requiere del desarrollo de una 
legislación, ya que sólo en sus términos pue'de actuar el 
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poder público, lo que radica en la consideración que mientras 
el particular puede desarrollar cualquier conducta que no le 
esté prohibida, las autoridades sólo pueden realizar lo' 
expresamente coñferido, y esa asignación radica ~n los_tSxtos 
legales o consideraciones judiciales, de acuerdo .al sistema 
de división de poderes. que tomemos. 

Bajo estas·· consideraciones comparto la conclÚs{ón :~.;·los·· 
Carretero quienes señalan que. el "fundamento de: la·:.· potes'tad'. 
de sancionar' resÍ.de en el Derecho Positivo.·<y"por;:.'tailtl'J ·'.'No 

::::::::::..":.:::::.:~,:~:~:·;;l;.;1:¿±~ZtAl~~:l~\:": 
Caido que fue el razonamiento ;,¡ ~t'6fi..,¡ c1;,11;,·~nl'J~iñ~'~osi tiv'a, 
torzosamente debemos sujetarnos a1 .:p;·i,;·;:ii>fo cieXaút<Jri.dad 
formal de la ley, en el sentido:: que'• l~\no-rmai\infedor 'ilo 
puede desarrollar mas de lo contémplad~· ;;~ laº>su~er,'ior;. y en 
ese sentido la actividad de los órganos e~·car~,;d9sic:fé .. aplicar 
el ius puniendo parte del contenido de l·a .'consÚ.tuci'ón •· ·_ · 

bl Justificación institucional.-

La actividad de la autoridad administrativa. en ··su': conjunto, y 
englobada en el concepto de AdministraciÓry PÓbÚ~a 'éntr.i én 
relación con los particulares que orgari.iia:· .. 'y"''~'frf9é. Una· 
realidad evidente. 

Esta Administración, a cuya cabeza, en eí;'. sis tenía'· me)(icano; 
se encuentra el Presidente de la República :.<1os ·seguidores de 
esta corriente la consideran como una insÚ tu'ción· pro.pi a del 
Estado. 

En ese sentido la Administráción . re~uiére de "garantías para 
su subsistencia ya ·que .de', ll'J''

0

con't~ario '1á realidad estatal 
estaría en peligró. Pór tanto íieé:ésitá de un orden para 
mantenerla y de facúltadÍ>s dé' ~epi-é~ión coactiJ;. de cl'Jnductas 
que le son c6nt~~ri~s. 
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Es aquí en donde radica uno de los fundamentales pilares del 
principio de oportunidad del acto administrativo sancionador. 
El punto de partida es la necesidad de una respuesta ripida 
ante un acontecimiento dado o inminente, o por 
considerado con esas caracteristicas por quien 
considere de los funcionarios de la Administración. 

lo menos 
aai lo 

La idea es buena, pero muy e><igente, requiere para su pleno 
desarrollo de personas con conocimiento profundo de la 
materia que trata, y comprometidas con la finalidad de su 
actividad. Dudo que estas circunstancias se den como 
generalizados en los niveles de la Administración POblica 
Me><icana. 

El desarrollo de lo antes apuntado evidencia su 
incompatibilidad con el sistema de gobierno me><icano, porque 
comienza su desarrollo de las consideraciones siguientes: l) 
No se confia lA sanción al Juez por la tal ta del elemento 
orgánico, recordar6 que la distribución de acuerdo al sistema 
franc6s implica que la judicatura no puede revisar los actos 
de la Administración Pública y, 2) Precisa la autotutela 
administrativa, que como destaqu6 lineas arriba, el control 
no es propio del Poder Ejecutivo F"ederal sino del Poder 
Judicial F"ederal. 

Esta justificación se apoya, como sei'lalan los Carretero, "en 
que toda Administración tiene per se potestad sancionadora, 
cuando esto sólo es cierto si lo reconoce el ordenamiento 
juridico", tanto por derivar esta facultad de las 
disposiciones positivas como por su necesidad de ajustarse al 
principio de legalidad. Que para el caso de la Constitución 
nacional es claro que no comprende su otorgamiento en favor 
del Poder Ejecutivo Federal, y mucho menos se lo da a sus 
au>eiliares. 

el Justificación histórica.-

El razonamiento seguido radica fundamentalmente en razones de 
oportunidad. debido a la "inadecuación de la legislación 
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penal y del Juez común, que por su lentitud, rigidez y 
tipicidad, o por el contenido socialmente infamante. par.a el 
infractor, no aconsejan que todas' las san~io.nes se. lmpohgan 
por los Tribunales de Justicia ( •.• ) sé adm_ite:por .ra.i:on~s de 
oportunidad y eficacia y por la ineficac.ia ·del'. Po'dar' J'ucii.ciál 
para no recargarlo y dar mayor inmediación. y efec.ÚvÍ.daé:t;_ª la 
Administración.•64 

El argumento es más que válido, con una sola observación, se 
depende total y absolutamente del elemento humano, de la 
verdadera selección de funcionarios que reúnan los requisitos 
propios del puesto, y que no sean resultado de movimientos 
politices, amiguismos y compadrazgos, sino de la elección del 
mejor elemento para desempañar un puesto. Cuando M6xico lo 
tenga lo defenderé. 

En todo caso, la distribución de esas competencias tiene que 
partir de la ley, y esta a su vez de la . Constitución. En el 
suceso nacional 
misma pr•t•nde 
independencia del 
constituyentes, 
correspondiente, 
suprimir. 

la posición es inadmisible, ya que como la 
se debe dar al Ejecutivo suficiente 
Judicial, lo que de primer momento nuestros 
como lo precisé en el cap! tul o 

fue lo prime.ro que trataren de evitar y 

En M6xicc, como en casi todos lo paises de corte 
judicialista, se reconoce esta justificación a trav6s de las 
infracciones administrativas de policía y buen gobierno, sin 
que de modo alguno, por lo menos a la luz del texto 
constitucional, terriblemente agraviado por el secundario, se 
permita un ámbito mayor. 

dl Jystificación t6cnica.-

Que sólo puede operar ante sistemas 
continental, en el QUB se reconoce la 
actuación, y se relega al de cooperación. 

64 Ibídem. 
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El punto final de esta justificación implica otorgar a la 
autoridad administrativas facultades judiciales que se 
manifiestan a través de las decisiones administrativas, de 
contenido eminentemente decisorio de conductas6S. 

e) Justificación jurídica,-

Desde mi perspectiva la única que debe prevalecer, ya que lo 
contrario es una violación al texto constitucional, y 
principalmente al principio de división de poderes66. 

64 De conformidad con la Ley General del Equilibrio Ecológico 
y la Protección al Ambiente las personas cuya actividad pueda 
causar desequilibrios requieren formular una manifestación de 
impacto ambiental, la que deberán tramitar ante el Instituto 
Nacional de Ecologia, que resolver' autorizando, negando o 
requiriendo su ampliación. El particular, como acto 
administrativo de naturaleza permisiva, si encuentra razones 
suficientes para considerar una indebida conclusión, puede 
recurrir la resolución administrativa que recaiga promoviendo 
la instancia redimitoria contemplada en el propio texto de la 
ley reglamentaria. En Espai'la existe una obligación similar, 
sin embargo, la autoridad competente para conocer el 
desarrollo de esta autorización y resolver al respecto es el 
Consejo de Estado, que determina la aceptación o negación de 
la autorización a partir de tres proyectos que somete a su 
consideración el interesado. Desde luego este último sistema 
requiere de verdaderos peri tos en cada una de las •etarias 
que regulan las disposiciones administrativas. los cuales, 
desgraciadamente 1 no encontramos en los tribunales 
contenciosos administrativos de M6xico. Y es esta la 
principal causa de mi posición contraria a la admisión en 
nuestro sistema de esta justificación, peligrosa histórica y 
empíricamente, además de carecer de sustento constitucional. 

65 Asi lo reconoce la Suprema Corte de Justicia, en la 
siguiente interpretación limitativa del articulo 49 
constitucional. 

"PODER PUBLICO.- El Poder Público sólo dimana del pueblo, en 
quien radica esencial y originariamente la soberania 
nacional, y los tres Poderes en los cuales se divide, no 
pueden hacer más que lo que el pueblo, en su Ley Fundamental, 
establece." 

T. VIII. P. 409. controversia constitucional suscitada entre 
el Ejecuti ve Federal y el Senado de la República. , Poderes 
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"La Constitución -norma suprema- será la fúente 
la potestad sancionadora y· las leyes ordinarias' 
su contenido.•67 · 

or.iginaria de 
desarrollarán 

Los Paises que siguen el principio de división de poderes 
bajo la perspectiva'•'francesa reconocen tres fases, de .. ·la· 
actividad de,_ la Admi,nistración: 1) Constituti,;a,· ~ue se 
define a ,través de normas estableciendo la licitud:"º, Úic{tud 
de las conductas del particular; 2) Preventiva';: :que" se 
desarrolla eón actos administrativos ejecutivos; ,los cuaie's 
precisan el, ámbito de la actuación parti'c'u1'ar' .o· 'los 
requisitos para su continuación y, 3) Represi'v~'inente, , a 
través de procedimientos coactivos y sanciories" Cu~~do::no 'Se 

cumplen las medidas impuestas.68 

En el sistema judicialista seguido por México, l~ primera es 
inaceptable Ya que sólo puede realizarse a "tra,vés ,de actos 
llevados por la Administración materialmente legislativos, 
incurriendo en las denominadas facultades: par;;¡rreglamentarias 
que de suyo abusan del articulo 9'9 fr~cción I de la 
Constitución, ya que la facultad reglamentaria, con los 
límites que de suyo le son propios, ,en "atención a los 
principios de autoridad formal ,de, la , ley 'y de reserva de la 
ley, o bien el mismo Presiden to delegando esa facultad, lo 
que es un aniquilamiento del principio de división de 
poderes. 

La segunda actividad también es inadmisible, ya que si la 
Administración impone una limitan te a la actividad, derechos 
o propiedad del particular viola la garantía de previo 
proceso legal prevista en el articulo 14 de la Constitución, 
además como se desprende del criterio transcrito 
anteriormente de rubro "AUTORIDADES AOf!INISTRATIVAS", esas 

del Estado de Michoacán, 23 de febrero de 1921, mayoría de 7 
votos. 

67 Carretero, ibídem. 

68 Ibidem. 
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limitan tes sólo pueden ser impuestas por la autoridad 
judicial. al ser fruto de una controversia acerca del alcance 
de la ley que regule. la actividad. particular. 

El tercer punto, lá.··acÚvid¡d coacÚva y las sanciones, no 
pueden ser impuestas ipci'r l~s· ~utoridades administrativas, al 
ser éontrario a·:1as::.·dispósiciones .é.ontenidas en los artículos 
14, 16, 21 ~ '49~d~Yiá~éonsÍ:ituci6n, de la manera como a lo 
largo de este' capít'ííi:o''he é~pÜesto. 

?;/:-:.' .. :;·:'.~: .:· :-: 
De acuerdo. 
fi los6fic~s;, 

a las;,.":consideraciones anteriores, principios 
jurid~cos~ ·históricos y constitucionales, 

procedo a· forniular.··mi tesis, 
conclusiones ·de lo expuesto. 

que a la vez constituye las 



CONCLUSIONES Y TESIS 

I. EL ESTADO MEXICANO. 

México como Estado tuvo una formación destacada por·. 
movimientos armados, en el que los bando.$, mexiC~noS~ los dos, 
mantuvieron un estado de guerra dcira'nte 'ceréa de .• un siglo, e 
incluso se propició la invasión . en ·.;;<l~Las ocasiones cie 

:::::c::s i:::::n:::a:~tados Unid~s de',:mé~·i~:~. mi~Lii·eron una 

constante intervención · poUÜc<I; l'a\.q'ui Ú~g~:,a · la armada, y 
con la consecuente pérdida de más~~ciii''ia •mitád.del territorio 
nacional, y la copia, casi integra'~cie i~u ·'~:i'steína. de gobierno, 
si bien algo matizado por la cÚé~'iión;:réÚgiosa, que en el 
pueblo mexicano tuvo un arraig~';:~·i~P'resiónante, como fue 
destacado con la guerra de los Trés'"Áños •. 

·,'.' ::' 
La influencia poli ti ca de las ·ideas de vanguardia se 
contemplan en las disposiciones· Úberales de todo el siglo 
pasado. Un lugar prominente le corresponde a los derechos 
fundamentales del hombre y la forma de gobierno, siempre 
buscada por el partido de la reforma, de federación y regida 
por principios democráticos. 

Los Estados Unidos de América fue el mode.lo de organización 
poli ti ca que siguieron los legisladorés.· de· 1824. y 1857, y. 
ésta ultima repercutió, casi por su· tótal; · en la que 
actualmente nos rige. 

' ' ' 
·. ·:· . 

Históricamente debemos buscar los motivo~ .. del legislador de 
1917 en la diversa Ley F'undamental de 1857 ;. ·y a su vez, por 
la influencia de la ultima nombrada, eri la cónstitucÍ.ón de 
F'iladelfia de 1787. 
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JI. OAGBHllftCION GUIEB!fArtENTBL P!QOEBtte. 

El Estado Mexicano se reconoce como un Estado de Derecho, el 
que se regula, por tanto, de acuerdo con los principios 
básicos del sistema democrático. Aplica, y vigila su 
cumplimiento, de los denominados de división de poderes, de 
legalidad y de seguridad juridica. 

En relación al primero nuestra Carta Magna, orgánicamente, 
establece que las funciones en que se divide el poder público 
para su ejercicio son la legislativa, judicial y la 
ejecutiva. 

Por cuanto hace al segundo, se contempla la disposición de 
vivir bajo el reinado de la ley, as decir, que las 
autoridades de todo tipo y en toda ocasión deben observar el 
marco de derecho que les es aplicable, y siempre actuar, sin 
excepei6n alguna, acorde con los preceptos legales que deben 
precisar cuando afecten la esfera de derecho de los 
particulares, asi como dictar las consideraciones que 
constituyen el vir.culo causal de la hipótesis normada con la 
realidad observada. 

De igual .. nera, en la legislación mexicana prevalece la 
prohibición de dictar normas, sea de la naturaleza que 
contenga, que afecten derechos anteriores, cuanto más si 
fueron otorgados por el poder público. 

En ese sentido, y siguiendo la influencia estadounidense, la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de !917 
le confiere al Poder Judicial Federal la facultad de conocer 
de controversias acerca de la aplicación de leyes federales, 
cualquiera que sea la naturaleza de estas, de la manera como 
lo establecen los propios tribunales federales, ello a rai z 
que en nuestro pais impera el sistema judicialista de 
gobierno, en tanto que le corresponde a los órganos 
jurisdiccionales, en sentido formal y material, vigilar la 
aplicación de las leyes, los casos de su procedencia, 
controlar la constitucionalidad, de las normas de derecho y 
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de los órganos de gobierno que forman al Ejecutivo, y el 
ejercicio del ius puniendi. en los casos de inobservancia o 
total desobediencia de las disposiciones que regulan la 
relación social. 

I U, EL E,lECUTIYO FEDERAL, FACULTAD Sf\HCIONARQl!A. QE Lf!9 

SECRETARIAS DE ESIAOQ. 

De acuerdo 
deposita en 

con la 
una 

Ley Suprema, el 
persona denominada 

Ejecutivo Federal 
Presidente de 

se 
la 

República, quien tiene a 
facultades contenidas en el 
ordenamiento legal. 

su encargo las atribuciones y 
articulo 89 del mismo máximo 

A él le corresponde el despacho de los asuntos que no le son 
encomendados a los otros Poderes, es decir, carece de 
facultades para dictar normas asi como para dirimir 
conflictos o establecer condiciones de cumplimiento, ya que 
lo primero es del Legislativo y lo segundo del Judicial, y 
siempre en estricto apego a las 
expresamente le confiere. 

que la Constitución 

como órgenaa auxiliares al Pr:esidente de la República, la 
propia Constitución y la Ley Orgánica de la Administración 
Püblica federal, contemplan la formación de Secretarias de 
Estado, para la mejor atención de las obligaciones a su 
carga. 

Siempre en el entendido que participan de las limitaciones de 
su fuente, del Poder Ejecutivo Federal, por lo que de igual 
manera no pueden dictar normas o dirimir confl iotas por la 
interpretación y aplicación de aquellas. 

En ese sentido, la vigilancia de los asuntos que la 
Cansti tuci6n y las leyes secundarias confiere al Presidente 
de la República y la ley reglamentaria permite a las 
dependencias, sólo la pueden llevar a cabo acatando las 
disposiciones constitucionales y bajo la vigilancia del Poder 
Judicial Federal, salvaguarda de la constitucionalidad de los 
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actos de los otros, y de proteger los derechos de los 
particulares. 

IV. ESTBlJCTUBA DE LAS SECRETARIAS DE ESTAQQ ANTE LA FACULTA[) 
Sf!NCIONAO(JRA. 

Aparece como impresa en la conciencia de la sociedad política 
qua las autoridades tienen de suyo la posibilidad da llevar 
actos de molestia, implementar vigilancia e inspecciones en 
la actividad y propiedad particular, y si es pertinente, 
claro asU bajo su muy particular consideración, por 
desgracia las más da las vacas desatinada, proceder a 
sancionar a los gobernados, con obligaciones de dar, hacer o 
no hacer. 

Sin embargo asto que aparece como justificado en cuanto qua 
la Administración requiere de esas facultades para su 
subsistencia, en si es falso, ya que la única manera como 
puedan actuar as en acatamiento da las normas que regulan sus 
conductas, las que a su vez deben estar acordes con las 
disposiciones constitucionales contempladas en la Lay 
Fundamental, todo lo que se mueva fuera de ese marco no debe 
producir efecto legal alguno, al ser 191 germen que atenta a 
la sana vida del Estado democrático de Derecho, bajo la 
perspectiva da nuestra Constitución. 

El máximo bien que juridicamente puada tutelarse es la vida, 
y en este caso parece que las complicaciones para su defensa 
se acrecentan. El tr6111ite que sigue al l'linisterio Público 
para su protección y, en su caso, consignaci6n ante el Juez, 
participan de los principios previstos en la Constitución. No 
obstante, como sucede en todo el mundo, las autoridades 
administrativas consideran que dicho procedimiento es lento y 
entorpece sus actuaciones, por lo cual exigen del legislador 
ordinario, y no asi del constitucional, les arrogue 
facultades para actuar con mayor libertad. 

Asi llegamos al actual 
sometidos, regido por 

sistema al que 
las disposiciones 
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estadounidenses, pero coqueteando con las ideas de la 
división de poderes, y facultades de la Administración 
Pública, derivadas de las legislaciones francesa y_ española. 

La combinación es que la Constitución exige una total 
formalidad en la actuación de las autoridades adminis,tráÚvas· 
cuando afecten la esfera del particular, como 'sucéde::·,con, el 
Ministerio Póblico, y sin embargo por lo que hace 'a1·':'resto' de 
las autoridades administrativas les permiten; "com'o si en 
México pudiesen tener esas facultades, las que, sÓio tendrán 
si se implanta la Constitución Francesa o Española', más no a 
la luz de la que actualmente nos rige, o por lo menos 
formalmente. 

Resulta absurdo que las Secretarias que forman a la 
Administración Pública centralizada contengan órganos con 
"facultades" para ordenar visitas e inspecciones, y más grave 
que tengan otros que puedan determinar si una conducta se 
ajusta o no a las disposiciones que ella 
aplicables, y en caso de no quedar 
responsabilidades y sanciones, cuando 
corresponde a la autoridad judicial. 

misma considera son 
satisfecha, fincar 
esa "facultad" le 

Afirmar lo contrario es negar la historia nacional y la idea 
de los constituyentes, amén que carece de sustento a la luz 
de nuestra tradición y disposiciones de derecho vigentes. 

y. fQSTUBA PJBSQNAL. 

La facultad sancionadora no puede ar rogársela el legislador 
ordinario, y mucho menos profezarla las autoridades 
administrativas, al carecer de apoyo legal, en cualquiera de 
sus interpretaciones. 

El desarrollo que de esas facultades, observamos y vivimos en 
lo cotidiano, son fruto de un total desconocimiento de 
nuestras instituciones de derecho, su proceso de formación y 
el sentido de su creación. Es consecuencia del olvido de la 
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historia nacional. Tal parece que nuestro derecho, el 
verdaderamente nuestro, simplemente debemos barrarlo. 

Si se pretende que la nueva forma de actuar de la 
Administración se apegue, formalmente, claro está, a las 
disposiciones contenidas en la Constitución, debe, quien lo 
pretenda, el postulante no puede al desconfiar de nuestras 
'"autoridades", promover una modificación radical a sus 
instituciones y principios que establecen el actuar de la 
sociedad, y adecuarlas a las tendencias europeas. 

Eso conlleva a la formación de Tribunales Contenciosos de 
plena jurisdicción, de resoluciones no revisables por el 
Poder Judicial Federal, que los órganos de la Administración 
Pública realmente cuenten con facultades para afectar la 
esfera de derecho de los particulares, centrar la actividad 
de los jueces, en estricto sentido, a las controversias entre 
los particulares solamente. Suena aterrador. 

VI. ULTlf!A CO!!CLUSJON. 

Las palabras del maestro Emilio O. Rabasa son bastante 
claras, y son complementarias del presente trabajo, en tal 
virtud las transcribiré, para evitar con ello alterar el 
verdadero fondo que implican, y al ser procedentes tambi6n a 
la Constitución, e instituciones que de ella nacen, de 1917. 

"EN HE>UCO NOS GUSTA CONTEMPLAR A NUESTROS 
VOLCANES, PE~NENTES GUARDIAS DEL DEVENIR 
NACIONAL, C°"º EL SIHllOLO DE LA INHORTALIOAD DE 
LA PATRIA. PERO ELLOS PERTENECEN A LA 

IHllUTABILIOAO OE LA NATUAALEZA FISICA. ANTE LA 
"'ITABILIDAD DE LA NATURALEZA HUl'IANA, DE NUESTRA 
HISTORIA, ALGUNAS IDEAS, CIERTOS PRINCIPIOS, 
TAl'IBIEH DEBIERAN SER ETERNOS. 

ENTRE OTROS EL QUE LOS MEXICANOS TENE"°S Y 
GOZAMOS DE TODAS LAS LIBERTADES, QUE ELLAS ESTAN 
COTIDIANAt1ENTE PROTEGIDAS POR EL Al'IPARO, QUE 
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VIVI"°S EN UN ESTADO DE DERECHO Y QUE TODO PODER 
PUBLICO EMANA DEL PUEBLO. 

ESOS PRINCIPIOS. ESAS VERDADES, QUE ANHELAMOS 
SEAN ETERNOS, ESTAN CONTENIDOS EN LA CONSTITUCION 
DE 1857. 

NADA MENOS." 
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